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Carta al Lector

Estimado/a amigo/a:

Te agradecemos el interés por el trabajo de “Movimiento contra la Intolerancia”. 

El cuaderno que ahora tienes en tus manos ha nacido de la inquietud que nos mueve 

por el incremento de actitudes y conductas racistas, xenófobas, antisemitas y discrimi-

natorias en nuestra sociedad.

Pensamos que una de las claves para evitar el desarrollo de estas actitudes es llevar 

a las aulas, a los centros culturales y a las asociaciones una discusión en profundidad 

del tema y enfocarlo positivamente, mostrando las ventajas de una cultura de la di-

versidad.

Una cultura que convierta la energía inconformista de los y las jóvenes en trans-

formación social solidaria, que apueste por la igualdad de trato, de derechos y deberes 

para todos; una transformación donde el deseo de autonomía afirme la libertad y to-

lerancia que debe presidir una democracia participativa apoyada en el noble valor de 

valentía cívica para defender cotas más elevadas de justicia social, donde nadie por su 

color, cultura, religión, sexo, creencia, nación u orientación sea excluido; una transfor-
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mación que cierre el paso a la intolerancia, al viejo y nuevo racismo, a quienes creen 

que hay colectivos superiores o a quienes creen que la diferencia priva de la condición 

de igualdad en derechos o dignidad, y que cierre camino a los fanatismos, integrismos 

o nacionalismos excluyentes, a todas aquellas expresiones que empujan al ser humano 

al momento de las peleas cainitas.

La calidad de este cuaderno que aquí te presentamos es para nosotros altamente 

satisfactoria y pensamos que puede ser muy útil para tu trabajo, estudio, asociación o 

centro cultural.

Nos damos cuenta de que los textos que publicamos son sólo un primer paso y que 

el momento realmente importante está en su utilización para el debate y la dinámica 

social que tú puedas llevar a cabo. Contamos contigo para ello.

Recibe un cordial saludo y nuevamente nuestro agradecimiento por tu interés.

Esteban Ibarra

Presidente Movimiento contra la Intolerancia
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Declaración de Principios 
sobre la Tolerancia
16 de Noviembre de 1995

Artículo 1. Significado de la Tolerancia 

1.1 La Tolerancia consiste en el respeto, la aceptación y el aprecio de la rica diversidad de las
culturas de nuestro mundo, de nuestras formas de expresión y medios de ser humanos. La
fomentan el conocimiento, la actitud de apertura, la comunicación y la libertad de pensamiento, de conciencia
y de religión. La tolerancia consiste en la armonía en la diferencia. No sólo es un deber moral, sino además
una exigencia política y jurídica. La tolerancia, la virtud que hace posible la paz, contribuye a sustituir la cultura
de guerra por la cultura de paz. 
1.2 Tolerancia no es lo mismo que concesión, condescendencia o indulgencia. Ante todo, la tolerancia es una
actitud activa de reconocimiento de los derechos humanos universales y las libertades fundamentales de los
demás. En ningún caso puede utilizarse para justificar el quebrantamiento de estos valores fundamentales. La
tolerancia han de practicarla los individuos, los grupos y los Estados. 
1.3 La Tolerancia es la responsabilidad que sustenta los derechos humanos, el pluralismo (comprendido el plu-
ralismo cultural), la democracia y el Estado de derecho. Supone el rechazo del dogmatismo y del absolutismo y
afirma las normas establecidas por los instrumentos internacionales relativos a los derechos humanos. 
1.4 Conforme al respeto de los derechos humanos, practicar la tolerancia no significa tolerar la injus-
ticia social ni renunciar a las convicciones personales o atemperarlas. Significa que toda persona es libre de
adherirse a sus propias convicciones y acepta que los demás se adhieran a las suyas. Significa aceptar el hecho
de que los seres humanos, naturalmente caracterizados por la diversidad de su aspecto, su situación, su forma
de expresarse, su comportamiento y sus valores, tienen derecho a vivir en paz y a ser como son. También signi-
fica que uno no ha de imponer sus opiniones a los demás. 

Artículo 2. La función del Estado 

2.1 En el ámbito estatal, la tolerancia exige justicia e imparcialidad en la legislación, en la aplicación de la ley
y en el ejercicio de los poderes judicial y administrativo. Exige también que toda persona pueda disfrutar de
oportunidades económicas y sociales sin ninguna discriminación. La exclusión y la marginación pueden conducir
a la frustración, la hostilidad y el fanatismo. 
2.2 A fin de instaurar una sociedad más tolerante, los Estados han de ratificar las convenciones internacionales
existentes en materia de derechos humanos y, cuando sea necesario, elaborar una nueva legislación, que garan-
tice la igualdad de trato y oportunidades a todos los grupos e individuos de la sociedad. 
2.3 Para que reine la armonía internacional, es esencial que los individuos, las comunidades y las naciones
acepten y respeten el carácter multicultural de la familia humana. Sin tolerancia no puede haber paz, y sin paz
no puede haber desarrollo ni democracia. 
2.4 La intolerancia puede revestir la forma de la marginación de grupos vulnerables y de su exclusión de la
participación social y política, así como de la violencia y la discriminación contra ellos. Como confirma el Artí-
culo 1.2 de la Declaración sobre la Raza y los Prejuicios Raciales, "todos los individuos y los grupos tienen
derecho a ser diferentes". 
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Compromiso con las 
Responsabilidades y Deberes 

Humanos en la lucha contra la 
intolerancia, discriminación y 

delitos de odio.

Esteban Ibarra

Transitamos por un tiempo histórico caracterizado por una gran mutación en todos los 
órdenes de la vida. El pilotaje del mismo no parece visible para el común de la humanidad 
pues la exigencia de racionalidad al mismo sería una consecuencia frente a las incertidum-
bres que generan multitud de evoluciones, bien en las comunicaciones, desarrollo tecnológi-
cos, inteligencia artificial, sea en distintos campos y como no, en todos los ámbitos,  el 
político, el económico, el militar, la salud, la seguridad o en cualquier otro, así como en  
procesos  como el desarrollo de la condición humana,  el demográfico,  el migratorio, en la 
relación social en todas las dimensiones,  en la relación con la naturaleza o en cualquier otro 
que se establezca  en nuestra actual existencia.  Parece que la dinámica de acumulación de 
capital y de poder tiene existencia propia por encima de la determinación humana e incluso, 
esta tan asumido por la generalidad de las gentes que nadie cuestiona esa propia dinámica.

En un mundo  que alcanza el umbral de los 8.000 millones de habitantes, donde las 
guerras de todo tipo bañan el planeta, las pandemias,  enfermedades y los desastres me-
dio-ambientales nos acompañan, muchos provocados por los mismos seres humanos, don-
de la injusticia es poliédrica, la explotación de la persona se mantiene y agrava, donde las 
relaciones de dominación son sutiles y extraordinarias y afectan, de una u otra manera a la 
gran mayoría de los pobladores  de la tierra que a su vez se enfrentan o nos enfrentan entre 
sí, manteniendo divisiones y conflictos que solo convienen a los grandes detentadores de 
poder y capital (hoy esencialmente financiero), en este nuestro mundo de hoy que es donde 
debemos ubicarnos sus pobladores, la pregunta que late en quienes  buscan respuesta a tanta 
sin razón, es  ¿qué debemos  hacer?.

Situarnos, a veces, en respuestas sencillas nos permite recuperar una lógica racion-
al y humana ante la pérdida de perspectiva por tanta complejidad de escenarios. Parece 
que nunca sería  equivocado defender los avances en términos de valores emanados de la 
asunción de la dignidad de la persona, es decir de  libertad, de  igualdad, fraternidad, de 
justicia,  tolerancia,  solidaridad, de respeto a la naturaleza,  y otros que el ser humano ha 
situado  en su historia como referencias éticas por las que debería transitar la vida para una 
mejor existencia individual y colectiva. Y en esa larga marcha de la existencia humana, tras 
mucho dolor y sufrimiento, esos avances ético-sociales se han plasmado en fórmulas que no 
perecen, al revés, cada vez más se tienen como referencia para un orden relacional. Si bien 
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las religiones y las cosmovisiones ideológicas estan y su rol sigue siendo dominante, se ha 
ido abriendo camino una perspectiva humanista con una lógica racional universalizable que 
ha tenido muchos hitos históricos, hasta confluir el 10 de Diciembre de 1948 en la aproba-
ción de la Declaración Universal de los Derechos Humanos por Naciones Unidas que luego 
se veria proyectada  legislativamente en  la Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea.

Tras ese momento, considerado inicialmente por muchos  como una declaración es-
encialmente moral, después de  los abominables horrores de la I y II Guerra Mundial, el 
Holocausto, bombas nucleares, desastres pandémicos, ambientales y  de todo tipo, en la 
mitad del siglo XX, la Humanidad tuvo la oportunidad de  detenerse a pensar y expresar  la 
ruta por donde se debería caminar, mientras  los poderes, quizás exhaustos del enfrentami-
ento mayúsculo que habían provocado, ya miraban en su lógica de acumulación de poder y 
riqueza hacia otras guerras frías y calientes. El caso es que pudimos encontrar un articulado 
en la Declaración Universal de Derechos Humanos que desde la razón y la conciencia poco 
a poco fue capilarizando en toda constitución que  quiera denominarse democrática, un 
texto  con capacidades para un posterior desarrollo en Pactos civiles y sociales, en Tratados 
internacionales, regionales, hasta en pequeñas asociaciones vecinales. 

Los Derechos Humanos, aunque no se conocen a fondo,  son invocados  por todo 
el mundo pese a que su violación y perversión pueden  alcanzarse por  métodos abruptos 
o  sutiles,  sin advertir de su necesaria enseñanza para defender la dignidad humana y los 
valores que emanan de este principio que ha de referirse a su condición intrínseca de dere-
chos de la persona. Su universalidad, indivisibilidad e interdependencia,  o lo que es lo 
mismo, para todas las personas en todo tiempo y lugar, su asunción en conjunto porque  no 
hay derechos humanos más importantes que otros, todos están situados a un mismo nivel  
y están unidos por un mismo cuerpo de principios.  Además son  inherentes a la persona  e 
irrenunciables, son inalienables, y deben ser protegidos y respetados por todos los Estados y  
organizaciones. Frente a cualquier  relativismo cultural, social o político.

Sin embargo los derechos humanos, no son solo objetivos reivindicables, también son 
y han de ser contemplados como  un mandato universal, como un compromiso a asumir 
por todos, sean gobiernos, instituciones , empresas o personas, un deber y una responsabil-
idad exigibles moral y legalmente, y más cuando han sido incorporados a Constituciones y 
Tratados que forman parte de nuestro ordenamiento legal, y cuando estos se incumplen, en-
tonces, estamos en un escenario de infracción. Y si esta es penal y se produce motivada por 
rechazo a una característica compartida por semejantes,  de la condición humana del pró-
jimo, del “otro”, la que sea , entonces estamos hablando de delito de odio y aunque  estos 
quebrantos no se consideran delito en algún país, no por ello deja de ser un crimen de odio.

Responsabilidades y Deberes Humanos,  
una Declaración imprescindible

 Preocupados por  las responsabilidades y deberes humanos,  en un contexto de viola-
ciones flagrantes  de derechos humanos  se realizó en el marco de la UNESCO y con el apoyo 
de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, proclamada en 1998 para 
conmemorar el 50 aniversario de la Declaración Universal de los Derechos Humanos en la ciudad 
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de Valencia, la Declaración de Responsabilidades y Deberes Humanos donde se propone 
sistemática y exhaustivamente los deberes y responsabilidades colectivos e individuales 
que resulten necesarios para la implementación efectiva de los derechos  consagrados en 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y en los instrumentos internacionales sub-
siguientes, sin menoscabo de leerla toda ella como mandato y deber, y sin olvidar que de 
manera explícita, en su artº29, manifiesta: 

“1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede desarrollar 
libre y plenamente su personalidad. 

2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente 
sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el 
respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del 
orden público y del bienestar general en una sociedad democrática. 

3. Estos derechos y libertades no podrán en ningún caso ser ejercidos en oposición a los propósitos 
y principios de las Naciones Unidas”. 

A este respecto ydurante el tiempo en que se estaba finalizando este documento  Nor-
berto Bobbio escribió que “el proyecto de una Declaración Universal de Responsabilidades y De-
beres Humanos responde oportuna e inmediatamente a la exigencia sentida más universalmente cada 
vez de proclamar oficial y solemnemente este deber”. Para Bobbio, es esencial que todos hagan 
frente a esa exigencia: “Este documento se dirige no solamente a los gobiernos, sino también a las or-
ganizaciones no gubernamentales y a todas las instituciones de la sociedad civil que tienen el deber y la 
responsabilidad de hacer respetar la efectiva aplicación de los derechos humanos, deberes y responsabili-
dades contenidos ya implícitamente en esos derechos.” Gracias al impulso de la UNESCO, siendo 
Federico Mayor Zaragoza su Director General, fue quien, de forma clarividente,  estableció 
una relación intergeneracional entre los derechos y los deberes, afirmando: “Los derechos de 
esas generaciones futuras son los deberes de las actuales. Su existencia precisa de nuestro esfuerzo; su 
vigencia dependerá del grado en que nos preocupemos y ocupemos ahora de ellos.” 

En su Preámbulo, la Declaración de Responsabilidades y Deberes Humanos  nos in-
troduce al problema con el que estamos confrontados en la actualidad, la preocupación 
por el hecho de que cincuenta años después de la adopción de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y la subsiguiente adopción de otros instrumentos derivados, las graves 
violaciones de los derechos y de las libertades fundamentales y su desprecio continúan ul-
trajando la conciencia de la humanidad. En este Preámbulo se reafirma que “el respeto por la 
dignidad y la igualdad de derechos de todos los seres humanos consagrados en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos constituye la base inalienable de la paz, la democracia, la seguridad humana, 
la libertad, la justicia y el desarrollo en el mundo”,  también reitera “la importancia universal, el 
alcance mundial y la indivisibilidad de los derechos” reconocidos a partir de la Declaración de 
1948. El preámbulo resume la razón de esta innovadora declaración: “la consciencia de que 
el disfrute efectivo y la puesta en práctica de los derechos humanos y de las libertades fundamentales 
están vinculados de manera inextricable a la asunción de los deberes y responsabilidades implícitos en 
tales derechos”.

El  “deber” como  obligación ética o moral, y la  “responsabilidad” como una ob-
ligación que tiene fuerza legal de acuerdo con el derecho internacional actual, refiere a la 
“comunidad mundial” que son  los estados y sus autoridades, las organizaciones inter-
gubernamentales y las no gubernamentales, las corporaciones públicas y las privadas, in-
cluyendo las transnacionales, otras entidades civiles, pueblos, comunidades y las personas, 
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de manera colectiva y explicita cómo los miembros de la comunidad mundial , quienes son los 
titulares de responsabilidades y deberes colectivos e individuales para promover el respeto 
universal, la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales y como 
, “tienen la obligación y la responsabilidad de respetar los de los demás y la obligación de tratar de 
promover y observar tales derechos y libertades”. Todo ello nos lleva a plantear la naturaleza 
del enfoque de la lucha contra el racismo, la xenofobia, el antisemitismo, la homofobia, la 
misoginia, el antigitanismo y toda forma y manifestación de intolerancia, discriminación y 
delitos de odio.

Vivimos en un Mundo que, según, datos de la UNESCO, su diversidad proyecta en 
el planeta la existencia de 200 estados independientes, 5.000 grupos étnicos, mas de 6.500 
lenguas y 8.000 dialectos, 10.000 sociedades, más de 2.000 culturas diferenciadas y cente-
nares de identidades religiosas monoteístas y politeístas, además de millones de personas 
que atraviesan fronteras como inmigrantes (260 millones) y refugiados (30 millones)  para 
instalarse en diferente sociedad a la de origen. La Unión Europea de los 27 Estados tampo-
co anda a la zaga, con casi quinientos millones de ciudadanos, incluidos más de 30 millones 
de inmigrantes, con una importante pluralidad lingüística y religiosa, con gran diversidad 
de naciones y regiones, y de convicciones, creencias y adhesiones, se configura como un 
mosaico cultural compatible con una unidad fundamentada en la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea  donde  expresa claramente la convicción: “el disfrute 
de tales derechos conlleva responsabilidades y deberes tanto respecto de los demás como de la comunidad 
humana y de las generaciones futuras”.

En este mundo que debemos reconocer diverso, donde todos partimos de la igual digni-
dad de la condición humana, necesitamos una ética compartida, desde la diversidad de los 
pensamientos morales, que se vea reforzada por una dimensión legal y  esto solo lo podre-
mos encontrar en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y sus instrumentos 
jurídicos derivados que están basados en el principio del respeto por la persona desde su 
asunción esencial de que cada persona es un ser moral y racional que debe ser tratado con 
dignidad. Hacer frente a la violencia, a la opresión y explotación, a la degradación del ser 
humano, de la naturaleza, a la violación y al daño a la integridad moral, al acoso y a la 
coacción, a la estigmatización  y a la hostilidad,  al robo y al expolio, a la mentira, falsedad, 
y deshonestidad, a la cosificación de la persona, a todos los oprobios que enfrentamos en 
la cotidianidad, requiere de una perspectiva y un conocimiento de las Responsabilidades y 
Deberes Humanos en las que debe ser educado todo individuo por coherencia en todos los 
órdenes de la vida.

Un enfoque Universal e Integral de la lucha 
contra la Intolerancia,   
Discriminación y  Delitos de Odio.

La intolerancia, la discriminación y los crímenes de odio han de ser entendidos y asu-
midos desde una perspectiva histórica, entendiendo que azotan a la humanidad desde sus 
raíces. Y es esencial interpretar la universalidad de la víctima, lo  que  supone alcanzable 
a toda persona, en todo tiempo y lugar, y asumir la lucha integral contra la pluridimen-
sionalidad poliédrica de la intolerancia, o sea, en todas sus formas y manifestaciones. Esto  
exige una mirada, una perspectiva de interpretación de indivisibilidad que es lo que car-
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acteriza la defensa de la dignidad de la persona y los derechos humanos. No se puede ser 
antirracista y a la vez practicar antisemitismo; estar contra la homofobia y la transfobia y 
ser misógino y sexista; denunciar la xenofobia y promover la intolerancia religiosa; denun-
ciar la discriminación por origen étnico y  territorial y alentar la hispanofobia; denunciar la 
discriminación por edad o discapacidad y difundir gerontofobia, luchar contra la pobreza y 
comportarse con aporofobia; denunciar la intolerancia política y el odio ideológico de una 
parte y aceptarla o promoverlo contra otra; defender la libertad y la igualdad y por contra 
estigmatizar a profesionales, sanitarios, periodistas…sencillamente, no es ético porque la 
dignidad de la personas y sus derechos humanos son universales y de ahí emanan nuestros, 
de todos, deberes y responsabilidades. 

Es maligno destruir derechos humanos desde plataformas que dicen defender los dere-
chos humanos, por tanto no se debe de permitir, como tan poco promover su ilusión mien-
tras guian su praxis hacia la frustración, el fracaso y la decepción, todo es sencillamente 
perverso. . En consecuencia es preciso, y de nuevo hay que reiterarlo, que el fin no justifica 
los medios, que no vale todo y que desde una perspectiva de responsabilidad, el deber de 
congruencia es exigible. Este es el tamiz, el examen a conciencia por el que ha de pasar 
toda propuesta veraz de lucha honesta por la dignidad y los derechos humanos. Y si no ex-
iste este planteamiento de dimensión global, nos encontraremos ante una farsa identitaria 
o corporativa que agita la reivindicación de unos derechos, los suyos, y que desprecia o 
somete los derechos de los demás. En esto descansa la Responsabilidad y Deber Humano. 

En la lucha contra la intolerancia, la discriminación y los crímenes de odio,  es la de-
fensa de la  persona quien debe estar en el origen de nuestra acción y debe ser el fin de 
nuestro esfuerzo; es la persona nuestro mundo y nuestra realidad esencial, sin menoscabo 
de la protección de su diversidad y características humanas, junto a sus semejantes, pero no 
un prevalente sesgo de identidad y menos aún su derivada identitarista.  Sobre esta reali-
dad de la persona en fraternidad es la que debemos trabajar para transformar socialmente 
nuestra convivencia en armonía con la perspectiva de progreso de los derechos humanos. 
Esta es, ninguna otra, la vinculación ética  y praxiológica  que debemos de perseguir que va 
mucho más allá de los gestos simbólicos, necesarios, pero que resultan incoherentes cuando 
no se apuesta, desde el respeto al principio de legalidad democrática, por el progreso de las 
condiciones de existencia individual y colectiva; y este es el fundamento de la perspectiva de 
unidad del ser humano desde su diversidad reconocida, respetada y apreciada.

La respuesta a las conductas que alimentan la intolerancia, la división y el enfren-
tamiento, tanto a la deshumanización como la opresión desde los poderes y la explotación 
humana,  incluida la depredación de la naturaleza, y toda relación degradante  que siem-
pre acompañaron a la dinámica de acumulación de capital y de poder, fue un replicato 
histórico muy largo,  tras un  tránsito de lucha y rebelión contra lo injusto, que culminó en 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que en su Preámbulo no dejó lugar a 
dudas:

Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconoci-
miento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de 
la familia humana, 

Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado 
actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad; y que se ha proclamado, como la 
aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, liberados 
del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias, 
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Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a 
fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la 
opresión,  (….)

Y que desde su comienzo, en el artº1,  afirmó: “.Todos los seres humanos nacen libres e 
iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse frater-
nalmente los unos con los otros.  Y en su último artículo, el nº 30, reparó : “Nada en la presente 
Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o 
a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión 
de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración.” 

La lucha contra intolerancia, la discriminación y los delitos de odio deben ser entendi-
dos como una aplicación directa del combate en defensa de la Universalidad de los Dere-
chos Humanos. Y en este camino, los avances se sitúan en las reivindicaciones sociales 
incesantes  contra toda acción que sea de naturaleza:

1.- Racista,  xenófoba, supremacista, antigitana, negrófoba,  incluida la  intolerancia  et-
nocéntrica, y  hacia el origen étnico, “racial”, territorial o nacional, hacia el color de piel, 
linaje, condición de migrante o refugiado. 

2.- Misógina y  sexista,  LGTBIfobica y de intolerancia por razón de sexo, orientación, 
identidad sexual o por razón de género,  

3.-  De intolerancia por motivo de convicciones religiosas e ideológicas,  de opinión políti-
ca, sindical o de otra índole como el antisemitismo,  la islamofobia y la cristianofobia,

4.- De intolerancia por motivo de la edad,  profesión,  condición de  nacimiento, persona 
sin hogar o  posición socio-económica o condición social,

5.- De intolerancia por motivo de la lengua, identidad cultural y deportiva, su aspecto físi-
co,  necesidad y cultura alimentaria,  características genéticas,   discapacidad intelectual 
o física,  enfermedad o estado serológico 

6.- Y   toda  acción discriminatoria, de odio e intolerancia por  motivo alguno que 
radique en cualquier otro factor de significación de las diferentes manifestaciones 
de la condición humana que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar 
el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos hu-
manos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o 
en cualquier otra esfera de la vida pública, así como en la privada.

El Estado, los gobiernos autonómicos y locales, las instituciones públicas y privadas, 
los partidos, sindicatos y ONG, las empresas, las personas,  los grupos sociales y el conjunto 
de la sociedad,  deben condenar, rechazar y avanzar en la prohibición de toda  propaganda 
y toda organización, cualquiera que sea su forma o razón, que  realice,  fomente, divulgue, 
promueva, justifique o incite  a la comisión de acciones discriminatorias, de odio e intol-
erancia, declarándolas rechazables, en su caso,  ilegales y  punibles,  adoptando las medi-
das a su alcance, inmediatas y positivas, dentro de la legalidad democrática constitucional,  
destinadas a eliminar cualquier escenario de indiferencia, permisividad e impunidad,  no  
permitiendo que ni autoridades, ni instituciones públicas o privadas,  empresas,  los grupos 
sociales o personas, promuevan o realicen este tipo de hechos.

El Estado, gobiernos autonómicos y locales, las instituciones públicas y privadas, los 
partidos, sindicatos y ONG, las empresas,  los grupos sociales y todas las personas,  se 
comprometen a seguir  comportamientos y a adoptar medidas legales en todos los niveles 
de la sociedad  encaminadas a eliminar la intolerancia, el odio y la  discriminación en todas 
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sus formas y a promover el entendimiento entre todas las personas y  grupos sociales con 
sus múltiples y diversas identidades, así como a no fomentar, ni incurrir en ningún acto o 
práctica de intolerancia, odio y discriminación contra personas, grupos de personas o in-
stituciones y a velar para que todas las autoridades públicas e instituciones públicas, nacion-
ales, autonómicas  y locales, actúen en conformidad con esta obligación.

El Estado, gobiernos autonómicos y locales,  instituciones públicas y privadas, los par-
tidos, sindicatos y ong, empresas, las personas, grupos sociales y el conjunto de la sociedad,  
deben hacer efectivo su compromiso contra todo acto de discriminación, odio e intoleran-
cia que viole sus derechos humanos y libertades fundamentales, así como el derecho a pedir 
a esos tribunales satisfacción o reparación justa y adecuada por todo daño del que puedan 
ser víctimas como consecuencia de tales hechos; reclamaran, impulsaran y , en  caso de 
autoridad legal y democrática, adoptaran medidas inmediatas y eficaces, especialmente en 
las esferas de la enseñanza, la educación, la cultura y la información, para combatir los 
prejuicios, el conocimiento defectuoso y el adoctrinamiento que conduzcan al desarrollo 
de actitudes y conductas de discriminación, odio e intolerancia, así como para promover la 
comprensión, la tolerancia y la amistad entre las naciones y los diversos grupos sociales, 
y también para propagar los propósitos y principios de la Carta de los Derechos Funda-
mentales de la Unión Europea, de las Naciones Unidas, de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y de los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
ratificados por España.

Los hechos de Intolerancia, Discriminación y los Delitos de Odio se entenderán con-
forme a las declaraciones e instrumentos internacionales que contempla y refleja en el art 
10 de la Constitución española: 

La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la 
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de 
la paz social.

Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce 
se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y 
acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

El Estado, los gobiernos autonómicos y locales, deberán  tomar, cuando las circunstan-
cias lo aconsejen, medidas especiales y concretas, en las esferas social, económica, cultur-
al y en otras esferas, para asegurar el adecuado desenvolvimiento y protección de ciertos 
grupos sociales o de personas pertenecientes a estos grupos, con el fin de garantizar en 
condiciones de igualdad el pleno disfrute por dichas personas de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales. Esas medidas en ningún caso podrán tener como con-
secuencia el mantenimiento de derechos desiguales o separados para los diversos grupos 
sociales después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron. Y no se interpre-
tará como discriminación, como afirma el derecho internacional antidiscriminatorio,   las 
distinciones, exclusiones, restricciones o preferencias que haga el Estado entre ciudadanos y 
no ciudadanos, sobre la base del respeto a la universalidad de los Derechos Humanos  y no  
podrá interpretarse en un sentido que afecte en modo alguno las disposiciones legales sobre 
nacionalidad, ciudadanía o naturalización, siempre que tales disposiciones no establezcan 
discriminación contra ninguna nacionalidad en particular.

La Acción Afirmativa, debe entenderse como  medidas especiales adoptadas con el 
fin exclusivo de asegurar el adecuado progreso de ciertos grupos sociales o de ciertas per-
sonas que requieran la protección que pueda ser necesaria con objeto de garantizarles, en 
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condiciones de igualdad, el disfrute o ejercicio de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales, no se considerarán como medidas de discriminación,  siempre que no con-
duzcan, como consecuencia, al mantenimiento de derechos distintos para los diferentes 
grupos sociales y que no se mantengan en vigor después de alcanzados los objetivos para 
los cuales se tomaron.

El Estado, gobiernos autonómicos y locales,  instituciones públicas y privadas, deberán 
comprometerse a apoyar, cuando fuere el caso, a organizaciones y movimientos  integra-
dores en la unidad de la convivencia desde la diversidad, desde el respeto a la legalidad 
democrática constitucional,  y a sus acciones   encaminados a eliminar las barreras y a 
desalentar todo lo que tienda a fortalecer la división y el enfrentamiento basado en la in-
tolerancia, el odio y la discriminación, así como a estimular a su nivel, a las  empresas, las 
personas, grupos sociales y el conjunto de la sociedad, en este compromiso.

Esteban Ibarra
Presidente de Movimiento contra la Intolerancia

Fundamentos Básicos para la Convivencia Democrática

1. Defensa de la igual Dignidad de las personas y de la universalidad de Derechos 
Humanos. 

2. Erradicación social, cultural y política de la Intolerancia, en todas sus formas, 
sea racismo y xenofobia, machismo y misoginia, supremacismo, lgtbifobia, anti-
semitismo e islamofobia, disfobia, antigitanismo, edadismo y aporofobia u otras 
expresiones fanáticas, extremistas y sus manifestaciones de estigmatización, 
hostilidad, discriminación, discurso y delitos de odio hacia las distintas mani-
festaciones de la condición humana. 

3. Rechazo de todo despotismo, opresión, ideología y praxis totalitaria e identitaria 
excluyente. 

4. Eliminación integral de toda expresión y manifestación de violencia, terrorismo 
y belicismo. 

5. Reconocimiento, memoria y defensa universal de los derechos de la Víctima del 
Crímen de Odio.

6. Desarrollo de una cultura no sexista y de convivencia humanista para la concor-
dia y la Paz. 

7. Compromiso por una ética cívica para la Libertad, Igualdad, Solidaridad, Justicia 
y Tolerancia. 

8. Desarrollo y profundización de la Democracia representativa y participativa. 
9. Eliminación de la pobreza en la Humanidad y apuesta por la redistribución de 

la riqueza 
10. Defensa de una sociedad intercultural y de un desarrollo humano en armonía 

con la Naturaleza

Movimiento contra la Intolerancia es una organización de derechos humanos
especializada en la lucha contra los crímenes de odio
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Declaración de 
Responsabilidades  

y Deberes Humanos

La Declaración de Responsabilidades y Deberes Humanos ( DRDH), se realizó en 
el marco de la UNESCO y con el apoyo de la Oficina del Alto Comisionado para los Dere-
chos Humanos y fue proclamada en 1998 para conmemorar el 50 aniversario de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos en la ciudad de Valencia,. Propone sistemática y exhaus-
tivamente los deberes y responsabilidades colectivos e individuales que resulten necesarios 
para la implementación efectiva y universal de los Derechos Humanos, en particular, de los 
consagrados en la Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH) y en los instru-
mentos internacionales de derechos humanos subsiguientes. Es también conocida como la 
Declaración de Valencia.

El grupo de expertos internacionales tuvo como presidente al Juez de Sudáfrica, Ri-
chard Goldstone, y entre sus miembros estuvieron Federico Mayor Zaragoza, Richard Falk, 
Ruud Lubbers, Lord Frank Judd, Sergei Kapitsa, Jakob von Uexküll y Fernando Savater, los 
premios Nobel Joseph Rotblat, Wole Soyinka y Darío Fo.

Durante el tiempo en que se estaba finalizando este documento Norberto Bobbio escri-
bió que el proyecto de una Declaración Universal de Responsabilidades y Deberes Humanos responde 
oportuna e inmediatamente a la exigencia sentida más universalmente cada vez de proclamar oficial 
y solemnemente este deber. Insistiendo que es esencial que todos hagan frente a esa exigencia: 
Este documento se dirige no solamente a los gobiernos, sino también a las organizaciones no guber-
namentales y a todas las instituciones de la sociedad civil que tienen el deber y la responsabilidad de 
hacer respetar la efectiva aplicación de los derechos humanos, deberes y responsabilidades contenidos 
ya implícitamente en esos derechos. Por su parte, el entonces Director de UNESCO, Federico 
Mayor Zaragoza estableció la relación intergeneracional entre los derechos y los deberes: 
Los derechos de esas generaciones futuras son los deberes de las actuales. Su existencia precisa de nues-
tro esfuerzo; su vigencia dependerá del grado en que nos preocupemos y ocupemos ahora de ellos. Las 
responsabilidades y deberes son aquí considerados tanto a nivel colectivo como individual. 
Y Richard Goldstone se refiere en términos generales: los participantes reconocieron que hay 
y continúa habiendo responsabilidades personales de los miembros individuales de la comunidad glo-
bal... Si bien hay responsabilidades que sólo pueden ser asumidas colectivamente, la acción 
moral es individual. Por eso agrega que “como miembros de la comunidad global tienen 
derecho a la totalidad de los derechos humanos, pero también deben a la comunidad ciertas 
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responsabilidades morales. Ellos toman parte para hacer más universal el disfrute de los 
derechos humanos. La última decisión para la acción moral es de los individuos” 

Preámbulo

El Grupo de Alto Nivel, Reafirmando que el respeto por la dignidad y la igualdad de 
derechos de todos los seres humanos consagrados en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos constituye la base inalienable de la paz, la democracia, la seguridad humana, la 
libertad, la justicia y el desarrollo en el mundo, 

Reiterando la importancia universal, el alcance mundial y la indivisibilidad de los de-
rechos enunciados en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Interna-
cional sobre Derechos Civiles y Políticos y en el Pacto Internacional sobre Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales y en otros instrumentos internacionales referentes a derechos 
humanos, 

Preocupado por el hecho de que cincuenta años después de la adopción de la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos, y la subsiguiente adopción de otros instrumentos 
de derechos humanos, las graves violaciones de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales y su desprecio continúan ultrajando la conciencia de la humanidad, 

Consciente de que el disfrute efectivo y la puesta en práctica de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales están vinculados de manera inextricable a la asunción de 
los deberes y responsabilidades implícitos en tales derechos, 

Reafirmando que los Estados, tanto a título individual, y como miembros constitu-
yentes de las organizaciones gubernamentales, continúan ejerciendo el deber y la respon-
sabilidad primordiales de la promoción y el cumplimiento de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales, 

Reconociendo la importante contribución que las organizaciones no gubernamentales, 
las asociaciones de ciudadanos y los defensores de los derechos humanos han realizado y 
continúan realizando para la promoción y protección de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales, 

Consciente del creciente poder e influencia ejercidos por las corporaciones privadas y 
públicas en el orden mundial, 

Reconociendo que todos los colectivos dentro de la comunidad mundial están integra-
dos por personas y que las personas comparten la obligación de respetar, promover y poner 
en práctica los derechos humanos y las libertades fundamentales, 

Recordando que el artículo 29 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
reconoce que las personas tienen obligaciones y responsabilidades en cuanto a sus comuni-
dades, y por consiguiente, 

Subrayando que la asunción de las obligaciones y responsabilidades implícitas en 
los derechos humanos y libertades fundamentales recae en todos los miembros de la 
comunidad mundial, incluyendo los Estados, las organizaciones internacionales, las 
regionales y subregionales, así como las intergubernamentales, los sectores privado y 
público, las organizaciones no gubernamentales, las asociaciones de ciudadanos, otros 
representantes de la sociedad civil así como todos los miembros individuales de la fa-
milia humana, 
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Recalcando la importante relación entre la puesta en práctica efectiva de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales, la seguridad humana, un ambiente saludable y 
estable, la libertad de los medios de comunicación y de las artes y una cultura de paz y por 
consiguiente, 

Reafirmando que el respeto de los derechos humanos, las libertades fundamentales y el 
imperio de la ley, el satisfacer las necesidades humanas básicas, a través del principio de un 
desarrollo humano sostenible, la promoción de un medio ambiente saludable y estable y el 
logro de una equidad social son tan importantes para la seguridad y la paz mundial y la se-
guridad humana como lo son las distintas disposiciones colectivas de seguridad y desarme, 

Preocupado por las grandes disparidades en cuanto a riqueza, nivel socioeconómico, 
científico y tecnológico entre los Estados con mayor capacidad económica y los otros Es-
tados de economía más débil, así como su desigual participación y papel en cuanto a las 
decisiones que se toman a nivel mundial, 

Reconociendo que la cooperación internacional, una participación de base amplia y el 
compartir de forma equitativa los recursos y las ventajas del progreso científico y tecnológi-
co son necesarios para lograr un orden mundial equitativo en el que los derechos humanos, 
las libertades fundamentales, el atender las necesidades humanas básicas y la seguridad de 
toda la humanidad es algo que se puede conseguir, 

Consciente de que se necesitarán nuevos mecanismos de carácter local, nacional, re-
gional, subregional y mundial para poner en práctica y hacer que se cumplan los derechos 
humanos, las libertades fundamentales y la seguridad humana en todas las circunstancias,

Reconociendo los cambios que las nuevas tecnologías, el desarrollo científico y el pro-
ceso de globalización han producido, y conscientes de la necesidad de ocuparse de su impac-
to y las consecuencias posibles para los derechos humanos y las libertades fundamentales, 

Teniendo presente que la gestión de la globalización exige soluciones mundiales y re-
gionales equitativas basadas en los preceptos tanto de una responsabilidad individual y co-
lectiva como de la solidaridad, 

Reconociendo la contribución de todas las culturas, tradiciones y civilizaciones dentro 
del marco de los derechos humanos y de las libertades fundamentales universales e indivi-
sibles. 

Afirmando que existe una responsabilidad permanente de proteger y promover la diver-
sidad en la familia humana y el respeto de los derechos de las minorías, 

Reconociendo además que deben defenderse los derechos y la identidad de los pueblos 
autóctonos del mundo, en especial en relación con su cultura, sus tradiciones y la relación 
con sus tierras, 

Subrayando que los derechos de la mujer son derechos humanos y que debe alcanzarse 
una igualdad sustancial para la mujer en todos los aspectos de la vida nacional e internacio-
nal y que deben tomarse medidas eficaces para erradicar la violencia contra las mujeres en 
todas sus manifestaciones, 

Afirmando la necesidad especial y consciente de proteger y observar los derechos del 
niño, de los ancianos y de los que sufren de alguna discapacidad física o mental, 

Convencido de la necesidad de que todos los miembros de la familia humana se esfuer-
cen por la realización de los derechos humanos y las libertades fundamentales consagrados 
en la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
y otros instrumentos internacionales de derechos humanos, 

Por la presente adopta el texto de una Declaración de Responsabilidades y Deberes 
Humanos, y 
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Pide a su Presidente, el Magistrado Richard J. Goldstone, que la presente al Director 
General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cul-
tura (UNESCO).

Capítulo 1. Disposiciones generales

Artículo 1 Definición de deberes y responsabilidades. 

Para los fines de esta Declaración, a no ser que el contexto indique otra cosa: 
(a) “deber” significa una obligación ética o moral; 
(b) “responsabilidad” significa una obligación que tiene fuerza legal de acuerdo 
con el derecho internacional actual; 
(c) “la comunidad mundial” significa los estados - incluyendo sus gobiernos, par-
lamentos e instituciones judiciales-, las organizaciones intergubernamentales, in-
ternacionales, regionales y subregionales, las organizaciones no gubernamentales, 
las corporaciones públicas y las del sector privado, incluyendo las corporaciones 
transnacionales, otras entidades de la sociedad civil, los pueblos, las comunidades y 
las personas tomadas de forma colectiva. 

Artículo 2. Titulares de los deberes y responsabilidades. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen responsabilidades y deberes colectivos e 
individuales de promover el respeto universal, así como la observancia de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales. 

2. Los estados tienen el deber y la responsabilidad de adoptar todas las medidas legisla-
tivas, administrativas, de política general y otras medidas necesarias para conseguir el 
respeto, así como el cumplimiento y la promoción activa de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales dentro de su territorio o dentro de su jurisdicción en todas las 
circunstancias, incluyendo las situaciones de conflicto armado. 

3. Los estados tienen además el deber de tomar las medidas apropiadas dentro del marco 
de los principios del derecho internacional para promover la realización de los derechos 
humanos y de las libertades de toda la humanidad en todas las circunstancias, incluyen-
do las situaciones de conflicto armado. 

4. Las organizaciones intergubernamentales competentes tienen la obligación, de confor-
midad con sus mandatos, de promover la conciencia de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales y su respeto, así como de vigilar el cumplimiento por parte de 
los estados y otras entidades que tienen la responsabilidad de que se respeten y se obser-
ven los derechos humanos y las libertades fundamentales; de ayudar a los estados en la 
realización de los derechos humanos y libertades fundamentales y defender el cumpli-
miento de los derechos humanos y las libertades fundamentales. 

5. Las organizaciones no gubernamentales competentes tienen el deber de respetar y 
promover, de la mejor manera posible, la conciencia de los derechos humanos y liberta-
des fundamentales; vigilar el cumplimiento por los estados y otras entidades; ayudar a 
los estados y a las organizaciones intergubernamentales en la vigilancia y cumplimiento 
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de los derechos humanos y las libertades fundamentales y defender el cumplimiento de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales. 

6. Las corporaciones públicas y privadas, especialmente las corporaciones transnacionales, 
tienen la obligación de respetar, promover y observar los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales en todos sus campos de actividad. 

7. Como titulares de los derechos humanos y libertades fundamentales, todas las personas, 
pueblos y comunidades, en ejercicio de sus derechos y libertades, tienen la obligación y 
la responsabilidad de respetar los de los demás y la obligación de tratar de promover y 
observar tales derechos y libertades. 

Capítulo 2. El derecho a la vida  
y a la seguridad humana 

Artículo 3. El deber y la responsabilidad de la protección de la vida y a lo-
grar la supervivencia tanto de las generaciones actuales como de las futuras. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen deberes y responsabilidades tanto co-
lectivos como individuales de tomar las medidas adecuadas para proteger el derecho a 
la vida de todo miembro de la familia humana y deberán asegurar la supervivencia de 
las generaciones presentes y futuras, sin trabas impuestas por la guerra o los conflictos 
violentos ni las violaciones graves y sistemáticas de los derechos humanos, la pobreza 
extrema, el hambre, las enfermedades y la destrucción medioambiental. 

2. Los estados tienen la responsabilidad y el deber primordial de respetar y asegurar el dere-
cho a la vida de todos los que se hallen dentro de su territorio y su jurisdicción. De con-
formidad con esta obligación y responsabilidad, los estados tomarán todas las medidas 
necesarias para impedir la privación de la vida por parte del estado y sus funcionarios y 
tomarán medidas positivas y eficaces para proteger y observar el derecho a la vida. 

3. Las personas y los agentes no estatales tienen la obligación y la responsabilidad de res-
petar la vida y tienen el deber de adoptar medidas razonables para ayudar a otros cuyas 
vidas estén amenazadas o que estén en una situación de angustia o necesidad extrema. 

Artículo 4. La obligación y responsabilidad de promover la seguridad co-
lectiva y la cultura de la paz. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen obligaciones y responsabilidades, tanto 
colectivas como individuales, de promover la cultura de la paz, tomando las medidas 
apropiadas para impedir la guerra y promoviendo la paz internacional, la seguridad 
colectiva y la cooperación. 

2. Los estados tienen la obligación y la responsabilidad de abstenerse de actos bélicos, 
agresión, la utilización de la fuerza o la amenaza de la fuerza en sus relaciones interna-
cionales, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, y tienen la obligación y 
la responsabilidad de promover la seguridad mundial mediante acuerdos de seguridad 
colectiva y los mecanismos establecidos de conformidad con la Carta de las Naciones 
Unidas. 
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3. Las organizaciones intergubernamentales competentes tienen la obligación y la respon-
sabilidad de promover la prevención de los conflictos y promover también los medios 
pacíficos de resolver los conflictos o controversias interestatales o intraestatales, de con-
formidad con la carta de las Naciones Unidas. En especial el Consejo de Seguridad de 
las Naciones Unidas tiene la obligación y la responsabilidad de establecer una fuerza 
permanente de mantenimiento de la paz, según se dispone en el Capítulo 7 de la Carta 
de las Naciones Unidas. Las entidades regionales y subregionales que disfruten de los 
poderes necesarios debieran ser animadas a mejorar su capacidad de mantenimiento de 
la paz y a desempeñar un papel activo de mantenimiento de la paz en sus regiones. 

4. Los estados tienen la obligación de establecer y mejorar los mecanismos de mediación y 
de prevención de conflictos, así como de afianzamiento de la paz después de los conflic-
tos, y debieran contribuir a reforzar la capacidad local, subregional, regional e interna-
cional de resolución de los conflictos y mantenimiento de la paz. 

5. Los estados, las organizaciones intergubernamentales competentes y las organizaciones 
no gubernamentales pertinentes y otras entidades de la sociedad civil tienen la obliga-
ción de promover la cultura de la paz, alentando a la gente, especialmente a los niños y 
a los jóvenes, a que establezcan relaciones amistosas con otros pueblos y a educarles en 
métodos para la resolución pacífica de los conflictos. 

Artículo 5. La obligación de promover el desarme en interés de la paz. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen deberes y responsabilidades colectivos, 
así como individuales de tomar las medidas apropiadas para promover un desarme rápi-
do y efectivo en interés de la paz. 

2. Los estados tienen la obligación de reducir sus gastos militares, de manera que aumenten 
los recursos disponibles para el desarrollo humano, y debieran reorientar activamente 
la composición y el papel de sus estructuras militares para llegar a establecer ejércitos 
profesionales orientados hacia mayores responsabilidades de mantenimiento de la paz, 
de construcción de la paz y responsabilidades cívicas. 

3. Los estados y los agentes no estatales tienen la obligación, y de conformidad con las nor-
mas de derecho internacional actuales, tienen la responsabilidad de promover y realizar 
un desarme nuclear efectivo sometido a controles internacionales estrictos, con miras a 
la eliminación total de las armas nucleares. 

4. Los estados y los agentes no estatales tienen la obligación y la responsabilidad de cesar 
en el desarrollo, mejora, fabricación, compra, proliferación y uso de todas las armas quí-
micas y biológicas y otras armas de destrucción masiva y destruirán tales armas, dentro 
de un sistema de controles internacionales estrictos.

5. Los estados y los agentes no estatales tienen la obligación, de conformidad con las nor-
mas actuales del derecho internacional, y la responsabilidad de que cese el desarrollo, 
la producción, la compra y la utilización de minas terrestres y deben destruir todas las 
existencias de minas terrestres.

6. Los estados tienen la obligación de actuar con moderación en la fabricación y almace-
namiento de armas clásicas, incluyendo las armas pequeñas. De conformidad con esta 
obligación los estados debieran cerciorarse de que su fabricación y adquisición de armas 
no exceda sus requisitos legítimos de autodefensa y seguridad. 

7. Los estados tienen la obligación de mantener estrictos controles legales y físicos sobre el 
comercio y la transferencia de armas clásicas y sobre la tecnología armamentística. Tales 
controles debieran asegurar que:
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(a) no se vendan ni se transfieran las armas clásicas, en violación del derecho interna-
cional; 

(b) no se vendan o transfieran las armas clásicas en circunstancias en las que la venta 
o transferencia de las armas pongan en peligro la paz, la seguridad y la estabilidad 
o estimulen las carreras armamentísticas locales o prolonguen las guerras que se 
están desarrollando; 

(c) no se vendan ni se transfieran armas clásicas a quienes apoyen o realicen el terro-
rismo; 

(d) no se vendan o transfieran las armas clásicas a quienes son responsables de viola-
ciones de derechos humanos o en aquellas circunstancias en las que la adquisición 
de las armas pudiera contribuir a violaciones de los derechos humanos; 

(e) no se vendan o se transfieran armas clásicas a aquellas personas que participen en 
conflictos armados para obtener un beneficio privado; 

(f) las armas clásicas no caigan en las manos de receptores no autorizados o que con-
tribuyan a la transferencia o al comercio ilegal de armas. 

8. Los estados tienen la obligación de participar en el registro de las Naciones Unidas de 
Armas Clásicas y de promover en general la transparencia respecto a las transferencias 
de armas clásicas, tanto en el plano internacional como en el nacional. De conformidad 
con esta obligación los estados debieran mejorar la capacidad de las organizaciones in-
ternacionales competentes y de las organizaciones no gubernamentales pertinentes de 
controlar las transferencias de armas. 

9. Las personas y los agentes no estatales tienen la obligación y la responsabilidad de cesar 
toda participación o implicación en el comercio ilegal de armas clásicas y cumplirán 
estrictamente con las leyes nacionales e internacionales que regulan el desarrollo, la 
producción, la posesión, la compra, el almacenamiento, el comercio y la utilización de 
las armas clásicas. 

10. La comunidad mundial tiene la obligación y la responsabilidad de impedir el estableci-
miento y las actividades de mercenarios y de organizaciones militares privadas.

11. Las organizaciones intergubernamentales, internacionales, regionales y subregionales 
competentes o los organismos tienen la obligación de tomar todas las medidas que estén 
dentro de sus facultades para apoyar, observar y hacer que los estados cumplan con sus 
deberes y responsabilidades en cuanto al desarme y el control de armamentos. 

Artículo 6. La obligación de intervenir para impedir graves violaciones de 
los derechos humanos. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen la obligación y la responsabilidad, tanto 
colectivas como individuales, de tomar las medidas apropiadas para impedir la comisión 
de genocidio, los crímenes contra la humanidad, los crímenes de guerra, y otros abusos 
graves o sistemáticos de los derechos humanos en todas las circunstancias, incluso en 
situaciones de conflictos armados. 

2. Los estados tienen la obligación y la responsabilidad primordiales de la prevención de 
los abusos graves y sistemáticos de los derechos humanos y también de castigar tal con-
ducta. De conformidad con esta obligación, los estados debieran establecer, junto con 
las organizaciones intergubernamentales competentes y las organizaciones no guberna-
mentales pertinentes, mecanismos efectivos, transparentes y fidedignos de aviso antici-
pado de estas situaciones. 
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3. Cuando los estados no actúen eficazmente para impedir la comisión de abusos graves o 
sistemáticos de los derechos humanos, otros estados tienen la obligación colectiva de in-
tervenir, después de que se haya dado la advertencia oportuna, o apoyar la intervención 
apropiada, prescindiendo de consideraciones de soberanía nacional, para impedir tales 
abusos o para ponerles término. 

4. El Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de conformidad con la Carta de las 
Naciones Unidas, tiene una responsabilidad primordial a este respecto y debe cumplir 
con su responsabilidad de conformidad con el Capítulo 7 de la Carta de las Naciones 
Unidas de establecer una fuerza permanente de mantenimiento de la paz que pudiera ser 
utilizada para estos fines. Las entidades regionales o subregionales que cuenten con las 
facultades necesarias debieran considerarse como guardianes de los derechos humanos 
en sus regiones y realizar las intervenciones que sean necesarias si ocurren graves vio-
laciones de los derechos humanos. Para este fin, estas entidades deberán contar con el 
apoyo de la comunidad mundial, especialmente mediante el suministro de los recursos 
necesarios. 

Artículo 7. La obligación y la responsabilidad de respetar el derecho hu-
manitario internacional en tiempos de conflictos armados. 

1. Las partes en un conflicto armado tienen la obligación y la responsabilidad de respetar 
el derecho humanitario internacional de manera incondicional y en todas las circuns-
tancias, ya sea durante un conflicto armado interno o bien internacional. En especial 
las fuerzas gubernamentales y las fuerzas insurgentes militares o paramilitares tienen la 
obligación de abstenerse de cometer: 

(a) actos de genocidio; 
(b) crímenes contra la humanidad; 
(c) crímenes de guerra tales como: 

(i) matanzas en masa, tortura u otras formas de trato o castigo cruel, inhumano o 
degradante; 

(ii) la toma de rehenes, las violaciones y otras formas de violencia sexual contra las 
mujeres y los niños; 

(iii) el desplazamiento forzado o ilegal de las personas, como ocurre en el caso de la 
llamada limpieza étnica; (iv) ataques indiscriminados contra los civiles; 

(v) negar la asistencia humanitaria elemental a la población civil; 
(vi) la utilización de niños soldados; 
(vii) el no respeto de los derechos elementales de las personas en los territorios 

ocupados. 

2. Las partes en un conflicto armado tienen el deber y la responsabilidad de autorizar la 
ayuda humanitaria a las personas que lo necesiten y conceder acceso a las organiza-
ciones de auxilio humanitario a las zonas afectadas y cerciorarse de la seguridad de su 
personal. 

3. Los estados tienen el deber y la responsabilidad de difundir el derecho humanitario 
internacional en especial a las fuerzas armadas y a la policía y cerciorarse de que sus 
violaciones de ese derecho, en especial los crímenes de guerra, son perseguidos y que los 
que perpetren tales crímenes son castigados. 
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Artículo 8. El deber y la responsabilidad de la ayuda humanitaria y la in-
tervención. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen responsabilidades colectivas así como in-
dividuales de tomar las medidas apropiadas, sin discriminación, para asegurar el derecho 
a la vida, mediante el suministro de alimentos, vivienda, cuidados sanitarios y otros re-
quisitos esenciales para la supervivencia de los refugiados y de las personas desplazadas 
internamente que huyen de la guerra, de los conflictos internos, de los graves abusos de 
los derechos humanos y otros desastres provocados por el hombre o de carácter natural. 

2. La obligación y la responsabilidad primordiales de facilitar asistencia humanitaria a los 
que la necesiten recae en los estados y en el caso de los conflictos armados internos en 
los que los insurgentes ejercen el control del territorio, recaen en tales insurgentes. Al 
cumplir con esta obligación y responsabilidad los estados y los insurgentes debieran 
facilitar la participación y la asistencia de organizaciones intergubernamentales y no 
gubernamentales competentes y reconocidas. 

3. Las organizaciones intergubernamentales competentes tienen la obligación de propor-
cionar asistencia humanitaria a las poblaciones que estén bajo el control de los estados 
o de los insurgentes en cuyo territorio haya grandes poblaciones de refugiados o de per-
sonas desplazadas internamente. 

4. Siempre que puedan, las organizaciones no gubernamentales pertinentes tienen la obli-
gación de ayudar en el suministro de ayuda humanitaria. 

5. Las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales tienen la obligación de 
cumplir con sus mandatos de una manera eficaz basándose en la mejor evaluación dis-
ponible. Para ello todos estos organismos debieran, cuando resulte oportuno, cooperar 
y coordinar sus actividades. 

6. Cuando un estado o un insurgente no facilite asistencia humanitaria a las personas des-
plazadas internamente o a los refugiados, otros estados tienen una obligación colectiva 
de apoyar una intervención apropiada para facilitar tal asistencia. El Consejo de Segu-
ridad de las Naciones Unidas, en virtud de la Carta de las Naciones Unidas, tiene una 
responsabilidad primordial en estos casos. Las entidades regionales o subregionales que 
disfruten de las facultades necesarias tienen la obligación de desempeñar un papel en sus 
respectivas regiones y se les debiera alentar y al mismo tiempo darles facultades apropia-
das para ello por parte de la comunidad mundial. 

Artículo 9. La obligación y la responsabilidad de proteger y promover un 
medio ambiente seguro, estable y sano. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen obligaciones y responsabilidades colec-
tivas, así como individuales, de respetar, proteger y preservar el carácter único y la diver-
sidad de todas las formas de vida y preservar y promover un medio ambiente apropiado 
para el mantenimiento de todas las formas de vida. 

2. Para ello: 

(a) Los estados, los agentes no estatales pertinentes, incluyendo el sector privado y las 
personas tienen la obligación de proteger y preservar la estabilidad y la calidad del 
medio ambiente mundial, regional y local y de utilizar los recursos naturales, de 
forma que se consiga la preservación y protección de la bio-diversidad. 

(b) Los estados, los agentes no estatales pertinentes, incluyendo el sector privado y 
las personas, tienen la obligación de conservar los recursos naturales e impedir la 
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degradación y la destrucción del medio ambiente por el abuso, la explotación y el 
consumo excesivo. 

(c) Los estados, las organizaciones intergubernamentales y todos los agentes pertinen-
tes no estatales, incluyendo el sector privado y las personas, tienen la obligación 
de preparar y promover un flujo libre de información científica básica en cuanto al 
medio ambiente y promoverán y facilitarán la investigación y el análisis necesarios 
para el desarrollo de nuevos métodos y modelos apropiados para la preservación y 
promoción de un medio ambiente seguro, estable y saludable. 

Capítulo 3. La seguridad humana y un orden 
internacional equitativo 

Artículo 10. La obligación y la responsabilidad de promover un orden in-
ternacional equitativo. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen obligaciones y responsabilidades colec-
tivas, así como individuales, de tomar las medidas apropiadas para promover un orden 
internacional equitativo en el que todos los estados, pueblos y personas puedan disfrutar 
de un desarrollo humano, económico, social, cultural, político, científico y tecnológico 
duradero y puedan participar equitativamente en las instituciones internacionales y en 
los procesos de toma de decisiones. 

2. Los estados tienen una obligación y una responsabilidad primordiales en cuanto al de-
sarrollo económico, social, cultural y político de sus pueblos y para ello seguirán unas 
políticas económicas y sociales destinadas a lograr un desarrollo y un bienestar humano 
duraderos así como la estabilidad económica y financiera. 

3. Los estados tienen el deber y la responsabilidad de reconocer la interdependencia de 
todos los estados en una comunidad mundial y evitarán cualquier medida que pueda 
causar a otros estados un mal o un daño sustanciales. 

4. Los estados tienen la obligación de tomar medidas, en cooperación con las organiza-
ciones internacionales pertinentes, para impedir la manipulación pública o privada de 
los mercados nacionales, regionales o mundiales en perjuicio de la estabilidad de los 
estados. 

5. Para superar la pobreza extrema y conseguir unos niveles más altos de justicia eco-
nómica y social, los estados con mayor capacidad económica tienen la obligación de 
contribuir al desarrollo económico y social de otros estados con menor capacidad. Las 
organizaciones internacionales financieras y de desarrollo tienen la misma obligación 
de contribuir a ello. 

6. Las políticas económicas y de desarrollo no debieran realizarse a costa de los derechos 
humanos o del desarrollo social. La promoción de los derechos humanos y en especial 
los derechos e intereses de los sectores más desfavorecidos de la población, incluyendo 
a los que viven en pobreza extrema, los niños, las mujeres y las comunidades rurales 
debieran formar una parte integral de la planificación y de la ejecución de las políticas 
económicas, monetarias y fiscales de todos los estados, de las organizaciones guberna-
mentales, de las intergubernamentales y de las organizaciones no gubernamentales. 

7. No debe realizarse el desarrollo económico y social a costa del medio ambiente y de los 
recursos naturales. El principio del desarrollo humano sostenible por el que se guían las 
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prioridades del desarrollo por la necesidad de preservar el medio ambiente, conservar los 
recursos y proteger los intereses y las opciones de las futuras generaciones, debe formar 
parte integrante de la planificación y ejecución de las políticas de desarrollo económi-
co y social de todos los estados, de las organizaciones intergubernamentales, de las no 
gubernamentales, de las corporaciones públicas y privadas y de cualesquiera agentes no 
estatales pertinentes. 

8. Como miembros soberanos e iguales de la comunidad internacional, todos los estados 
tienen el derecho a participar plena, equitativa y efectivamente en las instituciones inter-
nacionales y mundiales y en los procesos de toma de decisiones y se les debe conceder 
igualdad de oportunidades para ello. 

Artículo 11. El deber de aliviar la deuda usurera. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen obligaciones y responsabilidades colecti-
vas, así como individuales, de asegurarse de que los niveles de la deuda y los pagos de los 
intereses por parte de los estados no alcancen niveles usureros, que excedan manifiesta-
mente su capacidad de reembolso y que pongan en peligro las vidas humanas e impidan 
el desarrollo económico y social. 

2. Por su parte, las naciones deudoras tienen el deber y la responsabilidad de adoptar y 
ejecutar políticas de conformidad con las normas más altas de eficiencia, equidad social 
e integridad. 

Artículo 12. El deber y la responsabilidad de promover un desarrollo cien-
tífico y tecnológico seguro, responsable y equitativo. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen deberes y responsabilidades colectivos, 
así como individuales, de promover el desarrollo científico y tecnológico responsable en 
beneficio igual de toda la humanidad. 

2. Los estados tienen el deber primordial de promover su propio desarrollo científico y 
tecnológico en beneficio y para la mejora de sus pueblos. 

3. Los estados más avanzados desde el punto de vista científico y tecnológico y las organiza-
ciones internacionales competentes tienen el deber de contribuir a reforzar y desarrollar 
la capacidad científica y tecnológica de otros estados menos avanzados científicamente. 

4. Los estados tienen el deber de cooperar en el plano internacional para compartir equita-
tivamente la información y los conocimientos científicos y tecnológicos y promover un 
flujo libre de ellos. Dicha cooperación deberá asegurar un equilibrio entre los intereses 
nacionales y los individuales y la necesidad de establecer un acceso mundial equitativo 
al progreso tecnológico y al conocimiento científico. 

5. Los estados tienen la obligación de regular las actividades científicas y de investigación 
tecnológica realizadas dentro de su jurisdicción, de manera que se aseguren de que los 
resultados de tal investigación no se utilicen para amenazar la paz y la seguridad o de 
manera que viole los derechos humanos y las libertades fundamentales. 

6. Las comunidades de investigación y las científicas tienen la obligación de actuar con 
pleno respeto a la vida y el bienestar de todo ser humano y tomar todas las medidas 
necesarias, incluyendo la adopción de un código de ética, para impedir que los re-
sultados de la investigación científica y tecnológica sean utilizados para amenazar la 
paz y la seguridad o de una forma que violen los derechos humanos y las libertades 
fundamentales. 
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7. Los investigadores y científicos individuales tienen siempre la obligación de realizar su 
investigación de conformidad con prácticas éticas estrictas y de informar al público sobre 
cualquier investigación posiblemente peligrosa o no ética que ellos puedan conocer. 

Artículo 13. Los deberes y responsabilidades de las corporaciones públicas 
y del sector privado. 

1. Las corporaciones privadas y públicas tienen la obligación y la responsabilidad de respe-
tar la soberanía del estado de acogida en el que realicen sus actividades y cumplirán con 
las leyes de los estados de acogida, a menos que estas leyes constituyan una violación de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales, incluyendo las normas laborales 
aceptadas universalmente. 

2. Las organizaciones privadas y públicas tienen la obligación de contribuir al desarrollo 
y a la mejora de la capacidad de las comunidades de acogida mediante la formación, la 
capacitación, la facilitación y la transferencia de tecnología y de una participación equi-
tativa u otras medidas apropiadas. 

3. Las corporaciones privadas y públicas tienen la obligación de respetar y promover el 
cumplimiento de los derechos humanos y de las libertades fundamentales dentro de sus 
esferas de influencia y deben ajustarse a las normas laborales aceptadas universalmente, 
en especial las que se refieren a formas de explotación condenadas universalmente, que 
incluyen la explotación de los niños, las mujeres, los trabajos forzados y la discrimina-
ción. 

4. Las corporaciones privadas y públicas tienen la obligación de adoptar y hacer que se 
cumplan medidas apropiadas de gestión ambiental y de conservación. Las corporacio-
nes deben asegurar unas consultas significativas y transparentes con todos aquellos que 
podrían verse afectados por sus actividades y deben proporcionar una revelación total y 
oportuna de toda la información pertinente. 

5. Las corporaciones privadas y públicas tienen la obligación de asegurarse de que las acti-
vidades de los contratistas, los suministradores y los distribuidores sean compatibles con 
los principios aludidos en los párrafos 3 y 4 supra. 

Artículo 14. El deber y la responsabilidad de impedir y castigar el crimen 
internacional organizado. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen obligaciones y responsabilidades colec-
tivas, así como individuales, de tomar las medidas apropiadas para impedir, castigar y 
erradicar la criminalidad internacional. 

2. Los estados tienen la obligación de tomar medidas eficaces para impedir, investigar y 
procesar los crímenes internacionales o los crímenes que tengan repercusiones interna-
cionales. Tales medidas debieran incluir: 

(a) la cooperación entre ellos o con los organismos internacionales encargados del 
cumplimiento de la ley, en la lucha contra los crímenes internacionales, los críme-
nes transnacionales y el crimen organizado; 

(b) cuando de conformidad con el derecho internacional, un estado tenga jurisdicción, 
debe procesar o extraditar a las personas responsables de la comisión de crímenes 
internacionales; 

(c) cooperar con los tribunales penales internacionales y prestarles asistencia.
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3. Las organizaciones gubernamentales competentes, las organizaciones no gubernamenta-
les y en los casos apropiados otros agentes no estatales, tienen la obligación de cooperar 
con los estados, y también de ayudarles, así como con los tribunales penales internacio-
nales para la prevención, investigación y procesamiento de los crímenes internacionales, 
transnacionales y del crimen organizado.

4. Las personas y los agentes no estatales tienen el deber y la responsabilidad de no condo-
nar, apoyar o participar de ningún modo en la comisión de crímenes, y en su caso tienen 
la obligación y la responsabilidad de cooperar con los gobiernos ó con los tribunales 
penales internacionales en la prevención, investigación y procesamiento del crimen. 5 
Todos los estados tienen el deber de ratificar la Convención que establece el Tribunal 
Permanente Penal Internacional y acceder a ella, y la comunidad mundial tiene el deber 
de apoyar su establecimiento y hacer efectivas las operaciones y actividades del Tribunal. 

Artículo 15. La obligación y la responsabilidad de erradicar la corrupción 
y establecer una sociedad ética. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen deberes y responsabilidades colectivos, 
así como individuales, de promover una sociedad ética que esté libre de la corrupción 
endémica. 

2. Los estados tienen la obligación de tomar medidas eficaces para impedir, detectar, casti-
gar y erradicar la corrupción, tanto en los sectores públicos como en los privados. Estas 
medidas debieran incluir: 

(a) establecer códigos de conducta para todos los funcionarios públicos y sistemas 
apropiados de control dentro de los órganos del estado y de las instituciones pú-
blicas; 

(b) establecimiento de programas de formación destinados a educar a los funcionarios 
en cuanto a sus obligaciones y responsabilidades como funcionarios públicos; 

(c) establecimiento de mecanismos eficaces independientes para que se observe la res-
ponsabilidad y la transparencia dentro de las instituciones públicas y por parte de 
los funcionarios públicos, incluyendo el nombramiento de un defensor del pueblo 
(ombudsperson) y un auditor general; 

(d) proporcionar protección a aquellos que faciliten pruebas de corrupción en los sec-
tores públicos y privados; (e) penalizar la corrupción y proporcionar recursos efec-
tivos tanto penales como civiles; 

(f) promover la conciencia pública del daño causado por la corrupción y prever proce-
dimientos de demanda que sean efectivos y que además protejan adecuadamente 
a los demandantes. 

3. Los estados tienen la obligación de promover y establecer mecanismos para la participa-
ción efectiva de la sociedad civil en los esfuerzos destinados a erradicar la corrupción. 
En particular debieran alentar la discusión pública de cuestiones éticas que afecten a los 
gobiernos, a los partidos políticos y a la sociedad civil, incluyendo los medios de comu-
nicación y las organizaciones no gubernamentales pertinentes.

4. Los estados tienen la obligación de cooperación y coordinación en el plano internacional 
para impedir, detectar, castigar y erradicar la corrupción. En especial tienen la obliga-
ción de facilitar asistencia para la búsqueda, la congelación y la confiscación efectivas de 
la propiedad adquirida ilícitamente por los funcionarios públicos a otros estados. 
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5. Las organizaciones del sector privado tienen la obligación, en colaboración con los go-
biernos, de desarrollar un ambiente comercial ético destinado a conseguir una compe-
tencia abierta y equitativa. Tienen la obligación de abstenerse de participar, de promover 
o de condonar cualquier práctica corrupta o prácticas comerciales restrictivas.

6. Las organizaciones intergubernamentales y las no gubernamentales tienen la obligación 
de actuar responsablemente y deben abstenerse de promover o condonar cualesquiera 
prácticas corruptas. También deben cerciorarse de la integridad de sus propios proyectos. 

7. La sociedad civil, incluyendo las organizaciones no gubernamentales pertinentes y las 
personas individuales, tiene la obligación de promover la conciencia en cuanto a la im-
portancia de frenar la corrupción y el daño que causa a las vidas de todos, a los gobier-
nos y al desarrollo humano sostenible. Todos tienen la obligación de revelar la corrup-
ción tanto en el sector público como en el privado. 

Capítulo 4. Participación significativa en los 
asuntos públicos. 

Artículo 16. El deber y la responsabilidad de conseguir una participación 
significativa en los asuntos públicos. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen obligaciones y responsabilidades colec-
tivas e individuales de tomar las medidas apropiadas para respetar, promover y asegurar 
el derecho de las personas a una participación significativa en el gobierno local, nacional 
y mundial y de asegurarse de que la autoridad del gobierno se base en la voluntad del 
pueblo y en el imperio de la ley. 

2. Los estados tienen la obligación y la responsabilidad primordial de tomar medidas para 
asegurar el derecho a una participación significativa en el gobierno, tales medidas deben 
incluir: 

(a) asegurarse del derecho de los ciudadanos a votar en elecciones periódicas genuinas 
y libres, de carácter local y nacional, basadas en el sufragio universal e igual y en un 
voto secreto. En especial, los estados tienen la obligación de asegurarse de que haya 
igualdad de condiciones para todos los partidos políticos, antes de las elecciones y 
durante las elecciones, de que haya controles adecuados sobre la financiación de 
las campañas políticas, de manera que se pueda impedir una influencia indebida 
por parte del sector público o del privado o cualesquiera otros grupos de intereses, 
que los votantes no estén sometidos a la intimidación ni al hostigamiento y que 
haya recursos adecuados y efectivos para cualesquiera reclamaciones referentes al 
carácter libre y justo de las elecciones. Cuando resulte necesario los estados deben 
establecer comisiones electorales independientes encargadas de la función de ase-
gurar el carácter libre y correcto de las elecciones; 

(b) asegurar un acceso igual a la función pública, a la información y unos medios de 
comunicacion libres e independientes; 

(c) Cuando resulte posible y apropiado fomentar una participación activa por parte de 
la sociedad civil en el gobierno. 
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3. Las organizaciones intergubernamentales competentes y las organizaciones no guber-
namentales pertinentes tienen una obligación, respetando plenamente el principio de la 
soberanía del estado, de promover y ayudar al desarrollo de un gobierno con la partici-
pación de todos los niveles de la sociedad. En especial debieran colaborar con los estados 
para asegurarse de que la elecciones sean libres, correctas y transparentes y debieran 
promover una participación activa por parte de la sociedad civil en todos los niveles del 
gobierno. 4 Las personas individuales tienen la obligación de participar en los asuntos 
públicos. 

Capítulo 5. Libertad de opinión, de expresión, de 
reunión, de asociación y de religión 

Artículo 17. La obligación y la responsabilidad de respetar y asegurar la 
libertad de opinión, de expresión y de los medios de comunicación. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen deberes y responsabilidades colectivos e 
individuales de respetar, proteger y asegurar la libertad de opinión y de expresión y unos 
medios de comunicación libres e independientes, todo lo cual resulta necesario para 
la protección y la promoción de los valores democráticos y el pluralismo y en la lucha 
contra la corrupción, los abusos de poder y otras amenazas a los derechos humanos y 
a las libertades fundamentales. Esta obligación se basa en valores y responsabilidades 
universales y básicas, en especial existe la obligación y la responsabilidad de: 

(a) cerciorarse de que la búsqueda de la verdad no está sometida a trabas. Esto se aplica 
igualmente a las tecnologías de la información y de la comunicación; 

(b) asegurar que los ciudadanos disponen de una información exacta y objetiva que les 
permita participar efectivamente en la toma de decisiones; 

(c) evitar cualquier trato degradante de las personas y la presentación de la violencia 
como un entretenimiento; 

(d) Proteger la auto realización individual, la autonomía y la intimidad. 

2. Los medios de comunicación y los periodistas tienen la obligación de informar honra-
damente y exactamente y evitar la incitación a la violencia racial, étnica o religiosa o al 
odio. 

Artículo 18. Deberes y responsabilidades referentes a las tecnologías de la 
información y de las comunicaciones. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen obligaciones y responsabilidades co-
lectivas e individuales de asegurar un acceso universal a la comunicación básica y a la 
infraestructura y los servicios de información, que permitan a todos los estados y miem-
bros de la sociedad civil tener acceso a los datos, la información y los conocimientos y 
realizar actividades de establecimiento de redes. 

2. Los estados y el sector privado tienen la obligación de promover las posibilidades de 
las tecnologías de la información y las comunicaciones facilitando un acceso equitativo 
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y económico a una amplia gama de medios de comunicación y consiguiendo un flujo 
abierto de información entre todas las personas e instituciones. 

3. Los estados y el sector privado tienen la obligación de asegurar una gama de medios 
para las personas y las instituciones de manera que se entablen diálogos cívicos y a fin 
de lograr la educación y las capacidades técnicas necesarias para la participación en la 
sociedad de la información. 

4. Los estados tienen la obligación de impedir cualquier abuso de estas tecnologías y sis-
temas de comunicación, especialmente por lo que atañe a la propagación del odio y de 
información que comprometa el bienestar de los niños. 

5. Los estados tienen la obligación de tomar medidas para proteger la seguridad, la intimi-
dad y la confiabilidad de las comunicaciones. 6 Los estados, la sociedad civil, las corpo-
raciones privadas y las personas tienen la obligación de: 

(a) establecer, tener acceso y utilizar unos sistemas y servicios de información disponi-
bles de manera que no dañen al sistema o a sus usuarios; 

(b) utilizar los sistemas y servicios de manera que sea compatible con el bien común; 
(c) promover la verdad y una exposición honrada de la información; (d) respetar los 
derechos de los demás a la disensión. 

7. Los estados, el sector privado y otros agentes pertinentes de la sociedad civil tienen la 
obligación de recopilar la información referente a las personas individuales solamen-
te cuando sea pertinente, necesaria y socialmente aceptable. Siempre que sea posible 
tal información debiera obtenerse directamente de la persona pertinente. Por lo demás, 
quienes recopilen la información tienen el deber y la responsabilidad de actuar de una 
forma transparente y de informar a las personas afectadas mediante un aviso que incluya 
la información sobre las prácticas de recopilación de datos. 

8. Los que reúnen la información tienen la obligación de facilitar a las personas, previa soli-
citud, una copia de cualquier información reunida referente a dichas personas. También 
tienen la obligación de asegurar la exactitud y la seguridad en la información reunida, 
esto incluye el permitir a estas personas que vean y corrijan sus datos personales. 

9. Los estados tienen la obligación de establecer normas en cuanto a la recopilación, el 
mantenimiento, el uso, la revelación y la corrección de información, junto con mecanis-
mos apropiados para aplicar dichas normas, tales como son los procesos administrati-
vos, las normas profesionales, los procesos civiles, las sanciones penales, los defensores 
del pueblo y otros medios. 

10. La comunidad mundial tiene la obligación de fijar normas que prevean que se comparte 
la innovación y las patentes pertinentes para la creación, el establecimiento y la opera-
ción de los sistemas y servicios de información, basadas en un régimen de propiedad 
intelectual equitativo. 

11. La comunidad mundial tiene la obligación de diseñar normas y disposiciones equitati-
vas que rijan el acceso al ciberespacio y su utilización. 

Artículo 19. La obligación y la responsabilidad de respetar y asegurar la 
libertad de reunión y de asociación. Los estados tienen la obligación y la 
responsabilidad de tomar todas las medidas necesarias para asegurar el dis-
frute sustancial de los derechos a la libertad de reunión y a la libertad de 
asociación. 
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Artículo 20. El deber y la responsabilidad de respetar y asegurar la libertad 
de religión, creencias y conciencia. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen deberes colectivos, así como individua-
les, de tomar las medidas apropiadas para respetar, proteger y asegurar la libertad de 
religión, de creencias y de conciencia. 

2. Los estados tienen la obligación y la responsabilidad primordiales de respetar, proteger 
y asegurar la libertad de religión, de creencias y de conciencia dentro de su territorio 
o dentro de su jurisdicción. De conformidad con esta obligación y responsabilidad los 
estados deben: 

(a) respetar y asegurar el derecho de todas las personas a tener y adoptar, o no tener, 
una religión o creencia que elijan; 

(b) respetar y asegurar el derecho de todas las personas a manifestar dicha religión o 
creencia en el culto, la observancia, la práctica y la enseñanza, ya sea individual-
mente o en comunidad con otros, en privado o en público. 

3. Los líderes religiosos tienen la obligación de promover la tolerancia y el respeto hacia 
otras religiones y sus fieles, y tienen la obligación y la responsabilidad de no incitar al 
odio o la violencia religiosos.

4. Todas las religiones y sus fieles tienen la obligación de ejercer la tolerancia religiosa y tie-
nen el deber y la responsabilidad de respetar los derechos de otras religiones o creencias 
de sus fieles o de los no creyentes. 

5. Todas las religiones y sus fieles tienen el deber y la responsabilidad de respetar los de-
rechos humanos y las libertades fundamentales en la práctica o manifestación de su 
religión. 

Capítulo 6. El derecho a la integridad personal  
y física 

Artículo 21. El deber y la responsabilidad de respetar y asegurar la integri-
dad física y personal.

Los miembros de la comunidad mundial tienen obligaciones colectivas e individuales 
de tomar las medidas apropiadas para respetar y asegurar la integridad física, psicológica y 
personal de todos los miembros de la familia humana en todas las circunstancias, incluyen-
do las situaciones de conflictos armados 

Artículo 22. El deber y la responsabilidad de respetar y asegurar el derecho 
a la libertad personal y a la seguridad física. 

1. Los estados tienen el deber y la responsabilidad primordiales de tomar todas las medidas 
necesarias para respetar y asegurar los derechos a la libertad personal y a la seguridad 
física de todos los que estén dentro de su territorio o que estén bajo su jurisdicción. Tales 
medidas debieran incluir: 

(a) que se den todos los pasos necesarios para impedir el arresto y la detención arbitra-
rios por el estado o por sus funcionarios y asegurar que las privaciones de libertad 
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solamente ocurran de conformidad con una ley que sea compatible con los motivos 
reconocidos universalmente que requieran tales privaciones; 

(b) asegurarse que todos los arrestos y detenciones por el estado o sancionados por 
el estado se realicen de conformidad con normas reconocidas universalmente 
de equidad y del debido proceso legal. En especial, cualquiera que haya sido 
arrestado o detenido será informado prontamente de los motivos de su arresto y 
detención, tendrá derecho a entablar prontamente actuaciones ante un funcio-
nario judicial para determinar la legalidad del arresto o detención, y si ha sido 
acusado de un delito penal será conducido prontamente ante un funcionario 
judicial, tendrá derecho a solicitar su liberación a reserva de condiciones razo-
nables, si los intereses de la justicia lo permiten, tendrá derecho a una asistencia 
legal que elija y también tendrá derecho a un juicio dentro de un período de 
tiempo razonable; 

(c) que se tomen las medidas eficaces para proteger y asegurar la seguridad física de 
todas las personas dentro de su jurisdicción. 

Artículo 23. La obligación y la responsabilidad de prohibir e impedir la 
esclavitud y las instituciones y prácticas análogas a la esclavitud. 

1. Los estados tienen la obligación y la responsabilidad primordiales de tomar todas las me-
didas necesarias para proteger a todos los que se hallen dentro de su territorio o bajo su 
jurisdicción para impedir la esclavitud y prácticas análogas a la esclavitud, incluyendo la 
prostitución infantil, la explotación infantil, la prostitución forzosa, la servidumbre por 
deudas, la servidumbre y otras formas de trabajo forzoso incompatibles con el derecho 
internacional. Tales medidas deben incluir las siguientes: 

(a) declarar tales prácticas como penales y merecedoras de castigo; 
(b) establecer controles eficaces en los puntos pertinentes de entrada y de salida del 

territorio para impedir el tráfico ilegal de personas; 
(c) cooperar en el plano subregional, regional e internacional para impedir y poner 

término a tales prácticas, incluyendo la cooperación entre los organismos que se 
ocupan del cumplimiento de la ley para desmantelar las redes nacionales, regiona-
les e internacionales de tráfico; 

(d) establecer programas de formación destinados a crear una mayor conciencia, res-
pecto a las prácticas análogas a la esclavitud, entre los funcionarios encargados del 
cumplimiento de la ley y otros funcionarios pertinentes; 

(e) crear una mayor conciencia pública mediante la educación y los programas públi-
cos acerca de los abusos de los derechos humanos relacionados con tales prácticas.

 
2. Las personas y los agentes no estatales tienen la obligación y la responsabilidad de no 

condonar, apoyar o de cualquier manera participar en prácticas de esclavitud o en prác-
ticas análogas a la esclavitud. 

3. Las organizaciones intergubernamentales competentes y las organizaciones no guberna-
mentales pertinentes tienen la obligación de observar el cumplimiento por parte de los 
estados de sus obligaciones y las responsabilidades de impedir y castigar la esclavitud 
y las prácticas análogas a la esclavitud y deben promover la conciencia pública de tales 
prácticas.
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Artículo 24. El deber y la responsabilidad de respetar y asegurar la ausen-
cia de tortura, de tratos o castigos crueles, inhumanos y degradantes. 

1. Los estados tienen el deber y la responsabilidad primordiales de condenar la tortura y 
tomar todas las medidas necesarias para impedir la tortura, los tratos o castigos crueles, 
inhumanos y degradantes o el castigo de estas prácticas dentro de su jurisdicción. Dichas 
medidas deben incluir: 

(a) declarar como delito y castigar todos los actos de tortura, de trato o castigo cruel, 
inhumano y degradante, ya hayan sido cometidos por funcionarios estatales, movi-
mientos políticos o insurgentes, otros agentes no estatales o personas privadas con 
la aquiescencia o la complicidad del estado y cometidos dentro de su jurisdicción; 

(b) aplicar estrictos controles sobre los lugares y condiciones de custodia de las perso-
nas privadas de libertad y sobre los métodos y prácticas de interrogación; 

(c) aplicar una estricta supervisión de todos los funcionarios encargados del cumpli-
miento de la ley, responsables de las personas sometidas a la custodia del estado; 

(d) asegurar que los programas de formación para todo el personal encargado de la 
ejecución de la ley y otros funcionarios públicos pertinentes incluyan una forma-
ción adecuada referente a la prohibición de la tortura y de tratos y castigos crueles, 
inhumanos y degradantes; 

2. Las personas y los agentes no estatales tienen la obligación y la responsabilidad de no 
condonar, apoyar ni participar de ninguna manera en la comisión de actos de tortura y 
de tratos o castigos crueles, inhumanos y degradantes. 

3. Las organizaciones intergubernamentales competentes y las organizaciones no guberna-
mentales pertinentes tienen la obligación de observar el cumplimiento por parte de los 
estados de sus obligaciones y responsabilidades de prohibir, prevenir y castigar la tortura 
y los tratos crueles, inhumanos y degradantes y tienen la obligación de dar publicidad a 
tales tratos y denunciarlos. 

Artículo 25. El deber y la responsabilidad de prevenir y erradicar las des-
apariciones forzosas. 

1. Los estados tienen el deber y la responsabilidad primordiales de condenar y tomar todas 
las medidas necesarias para impedir las desapariciones forzosas, de manera que no ocu-
rran dentro de su territorio, tales medidas deben incluir: 

(a) declarar como actos criminales y castigar todos los actos de desapariciones forzo-
sas cometidas dentro de su territorio o jurisdicción; 

(b) asegurarse de que las personas privadas de libertad son detenidas únicamente en lu-
gares de detención reconocidos oficialmente y que tienen un acceso adecuado a los 
funcionarios judiciales, a representación legal, al personal médico y a los miembros 
de su familia durante su detención; 

(c) asegurarse de que se mantenga un registro al día de todas las personas que estén 
sometidas a custodia y de que la información que contenga dicho registro se facilite 
a todas las autoridades judiciales, a los representantes legales y a los miembros de 
las familias interesadas en conocer el paradero de las personas detenidas; 
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(d) asegurar una estricta supervisión de todo el personal encargado de la ejecución de 
la ley y otros funcionarios públicos que son responsables de las personas sometidas 
a custodia del estado; 

(e) cooperar en los planos subregional, regional e internacional para impedir y detener 
la práctica de las desapariciones forzosas. 

2. Las personas y los agentes no estatales tienen la obligación y la responsabilidad de no 
condonar, apoyar ni participar de ninguna manera en la comisión de desapariciones 
forzosas. 

3. Las organizaciones competentes intergubernamentales y las no gubernamentales per-
tinentes tienen la obligación de observar el cumplimiento por parte de los estados de 
sus obligaciones y responsabilidades de prohibir, impedir y castigar las desapariciones y 
tienen la obligación de dar publicidad a tales tratos y denunciarlos. 

Capítulo 7. Igualdad 

Artículo 26. La obligación de respetar y asegurar un trato igual y la no 
discriminación. 

Los miembros de la comunidad mundial tienen obligaciones y responsabilidades co-
lectivas, así como individuales, de tomar las medidas apropiadas para respetar, asegurar y 
promover el derecho a un trato igual y a erradicar la discriminación en todas sus formas. 

Artículo 27. El deber y la responsabilidad de respetar y asegurar la igualdad. 

Los estados tienen el deber y la responsabilidad primordiales de tomar las medidas 
adecuadas para respetar y asegurar la igualdad sustancial de todas las personas dentro de su 
territorio o que estén sometidas a su jurisdicción. Tales medidas deben incluir: 

(a) asegurar la igualdad ante la ley para todos y asegurar también una protección igual 
y el beneficio de las leyes para todos; 

(b) la no discriminación por motivo de raza, color, sexo, edad, género, orientación 
sexual, idioma, religión, opinión política o de otras clases, origen nacional, étnico 
o social, discapacidad, propiedad, nacimiento u otros motivos similares; 

(c) tomar medidas positivas para impedir la discriminación directa o indirecta por 
parte de personas privadas, corporaciones u organizaciones en materia de empleo, 
educación y en relación al derecho de acceso de cualquier persona a lugares o ser-
vicios cuyo uso está previsto para el público en general, tales como el transporte, 
los hoteles, los restaurantes, los cafés, los teatros y los parques; 

(d) tomar medidas positivas para promover la igualdad sustancial de personas o grupos de 
personas que continúan sufriendo los efectos de la discriminación pasada y presente.

Artículo 28. La obligación y la responsabilidad de asegurar la igualdad 
racial y religiosa.

De conformidad con su obligación y responsabilidad de asegurar una igualdad sustan-
cial, racial y religiosa, los estados deben: 
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(a) asegurar el disfrute efectivo de todos los derechos humanos y libertades fundamen-
tales sin discriminación por motivo de raza, religión o etnia; 

(b) tomar medidas positivas para: 

(i) condenar todas las formas de discriminación racial y religiosa y respetar la diver-
sidad racial, étnica y religiosa; 

(ii) promover la representación adecuada de los grupos raciales, étnicos y religiosos, 
que sufren los efectos de la discriminación pasada y presente, en todos los nive-
les de la vida pública y política; 

(iii) asegurar la igualdad de oportunidades para la educación de todos los grupos 
raciales, étnicos y religiosos; 

(iv) promover la capacitación económica de todos los grupos raciales, étnicos y reli-
giosos que sufran los efectos de la discriminación pasada y presente; 

(v) promover el acceso a los medios de comunicación y a la tecnología de la infor-
mación por parte de todos los grupos raciales, étnicos y religiosos; 

(vi) declarar la ilegalidad y prohibir las organizaciones destinadas a promover la 
violencia racial, étnica y religiosas o el odio. 

Artículo 29. El deber y la responsabilidad de asegurar la igualdad de sexo 
y de género. 

1. De conformidad con su deber y responsabilidad de asegurar la igualdad de sexo y género 
y el reconocimiento de los derechos de la mujer como derechos humanos. Todos los 
estados deben: 

(a) asegurar el disfrute efectivo de todos los derechos humanos y libertades fundamen-
tales, sin discriminación que tenga como base el sexo o el género; 

(b) tomar medidas positivas para: 

(i) promover la igualdad de las mujeres en la representación y en la participación de 
las mujeres en todos los niveles de la vida pública y política; 

(ii) condenar y erradicar las prácticas culturales, religiosas y sociales que discrimi-
nen a las mujeres; 

(iii) promover la capacitación económica de las mujeres; 
(iv) asegurar la igualdad de derechos de la mujer en cuanto a la propiedad y la he-

rencia.
(v) asegurar la plena capacidad legal de las mujeres; 
(vi) asegurar la igualdad respecto al matrimonio y a sus consecuencias para la pro-

piedad y otras consecuencias personales para las mujeres; 
(vii) asegurar la igualdad de derechos paternos y de custodia, tanto de las mujeres 

como de los hombres, en cuanto a sus hijos; 
(viii) asegurar la protección de los derechos reproductivos y de la integridad corpo-

ral de todas la mujeres; 
(ix) promover el derecho a la salud de las mujeres, incluyendo la igualdad de acceso 

a los cuidados sanitarios; 
(x) promover el acceso efectivo y la participación de las mujeres en los medios de 

comunicación y el uso en todas las formas de la tecnología de la información. 
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(c) Tomar medidas eficaces para erradicar la violencia y el abuso de las mujeres en 
todas sus formas. En especial los estados deben: 

(i) condenar todos los actos de violencia o de abuso de las mujeres, tanto en tiempos 
de paz como en situaciones de conflictos armados; 

(ii) abstenerse de cualesquiera actos de violencia contra las mujeres y tomar me-
didas efectivas para prevenir, investigar y castigar los actos de violencia o los 
abusos perpetrados por los estados o por personas privadas; 

(iii) facilitar a las mujeres que han estado sometidas a la violencia o al abuso, recur-
sos civiles, administrativos y penales adecuados, incluyendo el acceso a proce-
dimientos médicos forenses que sean efectivos y que se faciliten de una manera 
que sea apropiada para las víctimas femeninas; 

(iv) asegurar que el proceso de ejecución de la ley tenga debidamente en cuenta las 
necesidades de las mujeres víctimas de la violencia y del abuso; 

(v) asegurar que los funcionarios encargados de la ejecución de la ley y otros fun-
cionarios públicos responsables de la aplicación de las leyes y criterios para im-
pedir, investigar y castigar la violencia contra las mujeres y su abuso, reciban la 
formación adecuada para que sean sensibles a las necesidades de las víctimas 
femeninas; 

(d) tomar medidas eficaces para proteger a las mujeres contra los actos o prácticas de 
esclavitud, prostitución forzosa y otras formas de explotación sexual de las mujeres 
y castigar dichos actos.

2. Los estados y las organizaciones intergubernamentales tienen la obligación de asegurar 
la igualdad de representación y participación activa de las mujeres en las organizaciones 
internacionales y en los asuntos internacionales. 

3. Las organizaciones intergubernamentales tienen la obligación de asegurarse de que la 
promoción y la realización de los derechos humanos de las mujeres disfruten de priori-
dad y se trate de ellas regular y sistemáticamente en sus órganos pertinentes. 

4. Las organizaciones no gubernamentales pertinentes tienen la obligación de promover 
la conciencia de los derechos humanos de las mujeres y de las cuestiones que afecten a 
los derechos de las mujeres y deben cooperar con los estados y con las organizaciones 
intergubernamentales en la promoción y la realización de los derechos humanos de las 
mujeres. 

Artículo 30. El deber y la responsabilidad de asegurar la igualdad de las 
personas discapacitadas. 

1. De conformidad con su obligación de facilitar y alentar la igualdad sustancial de las 
personas con alguna discapacidad, los estados deben:

(a) asegurar el disfrute y el ejercicio de todos los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales sin ninguna discriminación basada en la discapacidad; (b) tomar 
medidas positivas para: 

(i) asegurarse de que las personas con discapacidad tienen el derecho a una partici-
pación efectiva en las decisiones en todos los niveles de gobierno que afecten a 
sus derechos o intereses; 
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(ii) promover la conciencia mediante programas de educación y de concienciación 
pública de los derechos y necesidades de las personas discapacitadas; 

(iii) asegurar el derecho a la rehabilitación, a una atención médica adecuada y a los 
servicios de apoyo de las personas discapacitadas; 

(iv) aplicar las medidas para una razonable adaptación del entorno, a fin de adaptar 
el medio físico a las necesidades de las personas discapacitadas; 

(v) asegurar la igualdad en la educación para las personas con discapacidad en un 
sistema escolar integrado, a no ser que sus necesidades específicas exijan escue-
las especiales; 

(vi) asegurar la igualdad en las oportunidades de empleo para las personas con dis-
capacidad, tanto en el sector público como en el privado; 

(vii) asegurar el derecho a la dignidad y a la integridad física y personal de las per-
sonas con discapacidad. 

2. Los estados y las organizaciones intergubernamentales competentes tienen el deber de 
cooperar en el plano internacional para contribuir al desarrollo y ejecución de una polí-
tica de discapacidad. 

3. Las organizaciones intergubernamentales competentes tienen el deber de asegurar que 
la promoción y realización de los derechos humanos de las personas con discapacidad 
cuenten con prioridad y se ocupen de ellas, regular y sistemáticamente, sus órganos 
pertinentes. 

4. Las organizaciones no gubernamentales pertinentes debieran ayudar a los gobiernos y 
a las organizaciones intergubernamentales al desarrollo y ejecución de una política de 
discapacitación y debieran contribuir a promover la conciencia de los derechos y las 
necesidades de las personas con discapacidad. 

Capítulo 8. Protección de las minorías  
y de los pueblos indígenas 

Artículo 31 El deber y la responsabilidad de respetar y proteger los dere-
chos de las minorías. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen deberes y responsabilidades colectivos e 
individuales de tomar medidas apropiadas para respetar y proteger la existencia, la iden-
tidad y los derechos de las minorías nacionales, étnicas, religiosas y lingüísticas. 

2. Los estados tienen el deber y la responsabilidad primordiales de tomar medidas para res-
petar y proteger los derechos de las minorías nacionales; étnicas, religiosas y lingüísticas 
dentro de su territorio o su jurisdicción. Tales medidas deben incluir: 

(a) respetar y proteger el derecho de tales minorías a expresar, manifestar, preservar y 
desarrollar libremente su identidad cultural, religiosa, étnica y lingüística si así lo 
deciden; 

(b) respetar y proteger el derecho de tales minorías a establecer y mantener sus propias 
asociaciones e instituciones para la preservación, el mantenimiento y el desarrollo 
de su propia identidad, si así lo deciden; 
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(c) tomar medidas positivas, cuando sean necesarias para asegurar el disfrute efectivo 
y pleno ejercicio de todos los derechos humanos y de las libertades fundamentales 
por parte de las minorías nacionales, étnicas, religiosas o lingüísticas sin discrimi-
nación; 

(d) asegurar que tales minorías tienen el derecho a una participación efectiva en las 
decisiones que se tomen a todos los niveles de gobierno que afecten a sus derechos 
o intereses; 

(e) cooperar unos con otros para promover los derechos de las minorías nacionales, 
lingüísticas, religiosas y étnicas. 

3. Las organizaciones intergubernamentales competentes y las organizaciones no guber-
namentales pertinentes tienen el deber de promover y contribuir a la plena realización 
de los derechos e intereses de las minorías nacionales, étnicas, religiosas y lingüísticas. 

Artículo 32. El derecho y la responsabilidad de respetar, proteger y promo-
ver los derechos de los pueblos indígenas. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen deberes y responsabilidades, colectivos 
e individuales de tomar las medidas apropiadas para respetar y asegurar la existencia y 
derechos de los pueblos indígenas, en especial su derecho a preservar, mantener y desa-
rrollar sus identidades y características propias y a proteger sus medios de vida. 

2. Los estados tienen el deber y la responsabilidad primordiales de tomar medidas para res-
petar y asegurar los derechos de los pueblos indígenas radicados dentro de su territorio 
o bajo su jurisdicción. Tales medidas deben incluir: 

(a) abstenerse de cualquier medida o medidas con objeto, o que produzcan el efecto, de 
destruir la existencia o la identidad diferenciada de los pueblos indígenas; 

(b) asegurar el derecho de los pueblos indígenas a preservar, mantener, manifestar y 
desarrollar sus propios sistemas indígenas, políticos, sociales, culturales, religiosos 
y económicos, si así lo desean; 

(c) asegurar que los pueblos indígenas tengan el derecho a disfrutar del provecho de las 
tierras tradicionales en sus territorios, aguas u otros recursos que tradicionalmente 
han sido propiedad de tales pueblos u ocupados por ellos y el derecho a la restitu-
ción de las tierras, territorios, aguas u otros recursos de los que fueron privados o 
expulsados a la fuerza; 

(d) asegurar el derecho de los pueblos indígenas a ejercer la autonomía respecto a sus 
propios asuntos, incluyendo el control de las tierras, la cultura, la religión, el medio 
ambiente, la educación, la salud, la vivienda, las actividades económicas, la gestión 
de los recursos y la protección social, si así lo desean;

(e) asegurar el derecho de los pueblos indígenas a establecer, mantener y desarrollar 
sus propias estructuras indígenas, así como otras estructuras institucionales para el 
ejercicio de su autonomía cultural, si así lo deciden; 

(f) asegurar el disfrute pleno y efectivo por parte de los pueblos indígenas y de sus 
miembros de todos los derechos humanos y libertades fundamentales, sin discrimi-
nación motivada por su origen o identidad indígena; 

(g) las medidas positivas para asegurar la capacitación económica y social y la mejora 
de las poblaciones indígenas; 

(h) facilitar la participación voluntaria de los pueblos indígenas en la vida política, 
económica, social, y cultural del estado en el que vivan. 
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3. Las organizaciones intergubernamentales competentes tienen el deber de facilitar la par-
ticipación efectiva de los pueblos indígenas en sus actividades, en especial en las acti-
vidades referentes a los derechos e intereses de los pueblos indígenas o que tengan un 
impacto sobre tales derechos o intereses. 

4. Las organizaciones intergubernamentales competentes tienen el deber de procurar la 
promoción y la realización continuas de los derechos de los pueblos indígenas. 

5. Las organizaciones no gubernamentales pertinentes tienen el deber de promover una 
continua conciencia y ejecución de los derechos y la satisfacción de las preocupaciones 
de los pueblos indígenas y deben ayudar a los estados y a las organizaciones interguber-
namentales a la realización de los derechos de los pueblos indígenas. 

Capítulo 9. Derechos de los niños  
y de los ancianos 

Artículo 33. La obligación y la responsabilidad de respetar, proteger y pro-
mover los derechos de los niños. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen deberes y responsabilidades, colectivos 
e individuales, de tomar las medidas apropiadas para proteger, respetar y asegurar los 
derechos de los niños. 

2. Los estados tienen el deber y la responsabilidad primordiales de tomar medidas para 
proteger, respetar y asegurar los derechos de los niños dentro de su territorio o del que 
esté sometido a su jurisdicción. Tales medidas deben incluir:

(a) ejercer cuidados especiales para asegurar la supervivencia y el bienestar mediante 
una nutrición adecuada, asegurando las atenciones sanitarias y otras necesidades 
de la vida de todos los niños y un nivel de vida adecuado para todos los niños; 

(b) proteger y, siempre que sea posible, asegurar el derecho de los niños a crecer bajo 
el cuidado y la responsabilidad de sus padres, su familia o de un medio que propor-
cione una atención y crianza semejantes; 

(c) asegurar una protección y asistencia especiales, incluyendo las atenciones sanita-
rias y la seguridad social de las madres, tanto antes como después del parto; 

(d) prevenir y proteger a los niños de todas las formas de abuso, explotación o tráfico 
ilícito, incluyendo: 

(i) el abandono y los malos tratos; 
(ii) la violencia física y mental/psicológica o las lesiones y el abuso sexual; 
(iii) la explotación económica, sexual y social; 
(iv) el uso ilícito por los niños de estupefacientes y el empleo o la participación de 

niños en la producción, reparto y tráfico de tales sustancias; 
(v) el tráfico ilegal de niños para los fines de su explotación sexual, la adopción 

forzosa o cualquier otro propósito; 

(e) asegurar el establecimiento de instituciones, instalaciones, servicios y disposiciones 
adecuados y bien vigilados, para la protección, el mantenimiento, el cuidado, el 
bienestar y, cuando sea necesaria, la rehabilitación de los niños que necesiten el 
cuidado, la asistencia y la protección especiales del estado. 
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(f) asegurar la protección de los niños en tiempos de guerra, lo cual incluye: 
(i) respetar y hacer que se cumplan las normas del derecho humanitario internacio-

nal aplicables a la protección de los niños en situaciones de conflicto armado; 
(ii) tomar las medidas necesarias para asegurarse que no se permita que los niños 

se alisten en las fuerzas armadas ni que participen de una manera directa o indi-
recta en las hostilidades 

(g) respetar los derechos, deberes y responsabilidades de los padres, la familia y/o 
tutores legales de que cuiden y se ocupen de sus hijos y den instrucciones y orienta-
ciones a sus hijos, de conformidad con los mejores intereses de los niños; 

(h) respetar y asegurar los derechos de los niños a participar, de conformidad con sus 
crecientes capacidades basadas en su edad y en su madurez, en las decisiones y 
asuntos referentes a sus derechos e intereses. En especial los estados tienen el deber 
y la responsabilidad de asegurar el derecho de los niños a mantener y expresar sus 
opiniones libremente en todas las cuestiones que les afecten; 

(i) asegurar que el sistema de justicia penal proporcione una protección especial a 
los niños, de conformidad con las normas reconocidas de los derechos humanos 
universales, en especial asegurando que los niños sean acogidos por instituciones 
únicamente como último recurso y solamente cuando los niños hayan cometido 
actos de violencia, y asegurando unas condiciones benévolas en las instituciones 
de corrección cuando los niños hayan sido encarcelados; 

(j) asegurar el disfrute pleno y efectivo de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales de todos los niños sin ninguna discriminación por ningún motivo, 
como la raza, el color, el sexo, la edad, la orientación sexual, el género, el idioma, 
la religión o las opiniones políticas o de otro tipo, la condición nacional, étnica o el 
origen social o la situación marital o cualquier otra condición de sus padres. 

3. Los padres, o en otros casos los tutores legales, tienen la responsabilidad primordial del 
cuidado, el bienestar y una crianza sana de sus hijos y tienen el deber y la responsabili-
dad de promover el desarrollo pleno y armonioso de sus hijos. 

4. Los estados tienen el deber de ratificar la Convención sobre los Derechos del Niño de 
1989. 

5. Los estados tienen la obligación de promover la cooperación internacional para la plena 
realización de los derechos del niño y tienen el deber de ayudar a los estados en desarro-
llo a la realización de los derechos del niño. 

6. Las organizaciones intergubernamentales competentes y las organizaciones no guberna-
mentales pertinentes tienen el deber de promover y contribuir a la plena realización de 
los derechos del niño. 

Artículo 34 El deber y la responsabilidad de promover y hacer que se reali-
cen los derechos y el bienestar de los ancianos. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen deberes y responsabilidades, colectivos 
e individuales, de tomar las medidas apropiadas para respetar, promover y asegurar los 
derechos y el bienestar de los ancianos.

2. Los estados tienen la obligación primordial de tomar medidas para respetar, promover 
y asegurar los derechos de todos los ancianos radicados en su territorio o jurisdicción. 
Tales medidas deben incluir: 
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(a) asegurar el disfrute pleno y efectivo por parte de los ancianos de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales, sin ninguna discriminación por motivo de edad; 

(b) respetar y asegurar el bienestar, la dignidad y la integridad física y personal de los 
ancianos;

(c) asegurar el establecimiento de instituciones, instalaciones, servicios y disposiciones 
adecuados y debidamente vigilados para el mantenimiento, el cuidado y el bien-
estar de las personas ancianas que necesiten cuidados y asistencia especiales por 
parte del estado. 

3. Los estados y las organizaciones intergubernamentales competentes tienen el deber de 
cooperar en el plano internacional para contribuir al desarrollo y ejecución de los dere-
chos de los ancianos y deben promover y contribuir a la plena realización de los derechos 
de los ancianos. 

4. Las organizaciones no gubernamentales pertinentes tienen el deber de ayudar a los go-
biernos y a las organizaciones intergubernamentales para el desarrollo y realización de 
los derechos de los ancianos y deben contribuir a promover la conciencia de los derechos 
y necesidades de las personas ancianas. 

Capitulo 10 trabajo, calidad de vida y nivel de vida 

Artículo 35 El deber y la responsabilidad de promover el derecho a un tra-
bajo justamente remunerado. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen deberes y responsabilidades, individuales 
y colectivos, de tomar las medidas apropiadas de respeto, protección y promoción del 
derecho a un trabajo justamente remunerado. 

2. Los estados tienen el deber y la responsabilidad de realizar todos los esfuerzos posibles 
para asegurar el derecho al trabajo de todas las personas dentro de su territorio o bajo su 
jurisdicción. Tales medidas deben incluir: 

(a) adoptar políticas destinadas a promover el trabajo productivo; 
(b) asegurar la seguridad en el empleo, en especial la protección contra el despido 

arbitrario o injusto; (c) asegurar la igualdad de oportunidades y condiciones de tra-
bajo sin discriminación por motivo de raza, color, sexo, orientación sexual, género, 
idioma, religión, opiniones políticas o de otro tipo, origen nacional, étnico o social, 
la discapacidad, la propiedad, el nacimiento u otros motivos similares; 

(d) asegurar una remuneración justa y unas condiciones de trabajo favorables.

3. El sector privado tiene la obligación de promover y crear oportunidades de empleo y, 
siempre que sea posible o viable, impedir la pérdida de empleos. 

4. Los estados tienen el deber de cooperar unos con otros para promover las oportunidades 
de empleo, especialmente en las naciones en desarrollo.

5. Las organizaciones intergubernamentales competentes tienen el deber de ayudar a los 
estados en el desarrollo de una política de promoción del empleo y debieran vigilar y 
hacer cumplir por los gobiernos sus obligaciones de conformidad con este artículo. 
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Artículo 36. El deber y la responsabilidad de promover la calidad de vida 
y un nivel de vida adecuado.

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen obligaciones y responsabilidades colecti-
vas e individuales de tomar las medidas apropiadas para respetar, proteger y asegurar el 
derecho a una calidad de vida y a un nivel de vida adecuados para todos. 

2. Los estados tienen el deber y la responsabilidad primordiales de tomar medidas para 
asegurarse de que, en la mayor medida posible, todas las personas dentro de su territorio 
o bajo su jurisdicción no sufran hambre y tengan acceso al alimento adecuado y al agua 
no contaminada necesaria para una existencia saludable, normal y activa. Tales medidas 
deberán incluir: 

(a) asegurar una producción y una distribución eficiente de los alimentos; 
(b) asegurar la difusión de los conocimientos referentes a la nutrición; (c) proporcionar 

asistencia a las personas que no puedan disponer de alimentos adecuados para 
ellos mismos o para sus familias. 

3. Los estados tienen la obligación de cooperar para conseguir la plena realización del dere-
cho a no sufrir hambre y el derecho a una alimentación adecuada para todos. En especial 
deben cooperar para impedir y aliviar el hambre y conseguir una distribución equitativa 
de los alimentos, de conformidad con la necesidad que se tenga. 

4. Las organizaciones intergubernamentales competentes debieran esforzarse por la contí-
nua promoción y realización del derecho de todos a no sufrir hambre.

5. Los estados tienen el deber y la responsabilidad primordiales de tomar medidas para 
asegurarse en la mayor medida posible de que todas las personas dentro de su territorio o 
bajo su jurisdicción tengan acceso a una vivienda adecuada y de precio razonable y que 
este acceso esté suficientemente protegido. Tales medidas deben incluir: 

(a) asegurar el suministro de viviendas adecuadas y a un precio razonable, de confor-
midad con las necesidades; 

(b) proporcionar ayuda a aquellos que no puedan conseguir por sí mismos o por sus 
familias una vivienda, a precio razonable, mediante sus propios recursos; 

(c) lograr la seguridad de la permanencia en la vivienda, incluyendo la protección 
contra los desalojos arbitrarios e ilegales y el hostigamiento.

6. Los estados tienen la obligación de cooperar para la plena realización del derecho a una 
vivienda adecuada para todos. En especial deben tomarse las medidas necesarias para 
cerciorarse de que se dedique al suministro de viviendas adecuadas una cantidad sufi-
ciente de ayuda financiera y otras ayudas internacionales. 

7. Las organizaciones intergubernamentales competentes deben promover y asegurar de 
manera contínua el derecho de todos a una vivienda adecuada.

8. Los estados deben tomar medidas para asegurar, en la mayor medida posible, que todos 
dentro de su territorio o bajo su jurisdicción tengan acceso a un óptimo estado sanitario. 
Tales medidas debieran incluir: 

(a) asegurar el suministro de instalaciones y servicios de salud que sean adecuados y 
equitativos, especialmente los servicios de prevención y de salud primaria; 

(b) tomar las medidas adecuadas para promover un ambiente saludable y eliminar las 
causas de la mala salud; 
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(c) prevenir, controlar y tratar las enfermedades epidémicas, endémicas y profesionales;
(d) proporcionar educación sanitaria y promover la responsabilidad individual de una 

buena salud; 
(e) asegurar la atención sanitaria para todos, según sus necesidades, cualquiera que 

sean sus ingresos o su riqueza; 
(f) asegurar el derecho a un óptimo estado de salud de los niños. 

9. Los estados tienen la obligación de cooperar para promover un óptimo estado de salud 
para todos. En especial los estados deben cooperar para impedir, controlar y tratar las 
enfermedades epidémicas y endémicas y deben compartir equitativamente los resultados 
de la investigación y la tecnología médicas. 

10. Las organizaciones intergubernamentales competentes tienen la obligación de esforzar-
se por una promoción y realización continuas del derecho de todos a un estado de salud 
óptimo. 

11. Los estados tienen el deber primordial de tomar medidas para asegurar en la mayor me-
dida posible, una seguridad social adecuada para todos los que la necesiten, que incluya 
a los desempleados, los enfermos, los discapacitados, los ancianos o cualquiera que no 
pueda conseguir un sustento vital adecuado para sí mismo o para su familia por circuns-
tancias que queden fuera de su control. 

12. Los empleadores tienen la obligación de proporcionar una seguridad social adecuada 
y de contribuir a ella, incluyendo las prestaciones por ancianidad, discapacidad o enfer-
medad de los empleados. 

Capítulo 11. Educación, artes y cultura 

Artículo 37. El deber y la responsabilidad de promover y aplicar el derecho 
a la educación. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen obligaciones y responsabilidades, colec-
tivas e individuales, de tomar las medidas apropiadas para promover respetar y aplicar el 
derecho a la educación para todos. 

2. Los estados tienen el deber y la responsabilidad primordiales de tomar medidas para 
respetar, promover y asegurar en la mayor medida posible el derecho a la educación de 
todas las personas radicadas dentro de su territorio o bajo su jurisdicción. Tales medidas 
deben incluir: 

(a) desarrollar, mantener o prever un sistema adecuado de escuelas y otras institucio-
nes educativas; 

(b) asegurar el acceso a las instituciones educativas en todos los niveles sin discrimi-
nación por motivo de raza, color, sexo, edad, orientación sexual, género, idioma, 
religión, opiniones políticas o de otro tipo, origen nacional, étnico o social, disca-
pacidad, bienes, nacimiento o cualquier otra condición similar y asegurar la igual-
dad de oportunidades y de trato en la educación; 

(c) asegurar el derecho a una educación primaria gratuita y obligatoria para todos los 
niños; 

(d) facilitar una educación secundaria y terciaria accesible en la mayor medida posible; 
(e) proteger la libertad académica de los maestros; 
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(f) respetar el derecho de las personas y otras entidades legales a establecer y mantener 
sus propias instituciones educativas privadas; (g) promover la formación profesio-
nal y técnica; 

(h) promover la educación de los adultos y más especialmente la alfabetización de los 
adultos. 

3. Los padres tienen el deber y la responsabilidad de fomentar y facilitar la educación de 
sus hijos y a este respecto tienen la responsabilidad de no discriminar entre los hijos y las 
hijas. Los estados tienen la responsabilidad de asegurar esto.

4. Los estados tienen la obligación de asegurar que todos los niveles de la educación estén 
encaminados al pleno desarrollo de la persona humana, sin ninguna discriminación, en 
especial por motivo de sexo o género; al respeto y comprensión de los derechos humanos 
y de una cultura de paz y permitir que todas las personas participen de modo significati-
vo en una sociedad democrática basada en la tolerancia, la comprensión y el respeto de 
la diversidad racial, étnica, religiosa y cultural.

5. Las instituciones académicas, los maestros y los profesores tienen el deber de promover y 
desarrollar la educación y la conciencia en cuanto a los derechos humanos, así como una 
educación destinada a promover y desarrollar una cultura democrática y pacífica basada 
en el respeto de la diversidad racial, religiosa, étnica y cultural. 

6. Las organizaciones intergubernamentales competentes tienen el deber de promover y 
contribuir al desarrollo de la capacidad educativa de los estados, en especial la de los 
países en desarrollo. 

7. Las organizaciones intergubernamentales competentes tienen el deber de promover la 
cooperación internacional para el desarrollo de la educación en materia de derechos 
humanos y en la educación destinada a inculcar y desarrollar una cultura democrática y 
pacífica basada en el respeto de la diversidad racial, religiosa, étnica y cultural. 

8. Las organizaciones no gubernamentales tienen el deber de colaborar con los estados y las 
organizaciones intergubernamentales para la promoción del derecho a la educación, y 
en especial de la educación acerca de los derechos humanos, y desarrollarán y realizarán 
sus propios programas educativos sobre derechos humanos. 

Artículo 38. El deber y la responsabilidad de fomentar las artes y la cultura. 

1. Los miembros de la comunidad mundial tienen deberes colectivos así como individuales 
de proporcionar un marco apropiado para el fomento de las artes y la cultura.

2. Los estados tienen el deber y la responsabilidad de respetar proteger y promover la liber-
tad de expresión artística, el derecho a la cultura y a la diversidad cultural. De conformi-
dad con este deber y responsabilidad deben: 

(a) asegurar la libertad de acceso a las artes y a la cultura sobre una base no discrimi-
natoria; 

(b) fomentar la creatividad y proteger las innovaciones y las obras de arte mediante 
leyes de propiedad intelectual, a nivel tanto nacional como internacional; 

(c) asegurar y promover, dentro del marco de los derechos humanos universales y las 
libertades fundamentales, el derecho de las personas a disfrutar su cultura en co-
munidad con otros. 

3. Las organizaciones intergubernamentales competentes tienen la obligación de promover 
la colaboración y los intercambios internacionales entre los artistas de varias culturas, 
difundir los conocimientos y la información acerca de las diversas culturas y tomar las 
medidas apropiadas para proteger y preservar la herencia cultural de la humanidad. 

Int_cuadernos Analisis_71.indd   42 7/9/20   10:20



43

Capítulo 12. Derecho a los recursos 

Artículo 39. El deber y la responsabilidad de prever y aplicar recursos efectivos. 
1. Los estados tienen el deber y la responsabilidad de proveer recursos efectivos nacionales, 

judiciales, administrativos, legislativos y de otras clases cuando un derecho humano o 
una libertad fundamental se vea amenazado o haya sido violado. 

2. Los estados tienen el deber y la responsabilidad de asegurar que tales recursos se llevan 
a cabo efectivamente. 

3. Los estados tienen el deber y la responsabilidad de cooperar en el plano sub-regional, 
regional e internacional para que se disponga de mecanismos de cumplimiento de la ley 
regionales e internacionales que sean eficaces para la prevención de la violación de los 
derechos humanos y libertades fundamentales y para contar con los recursos oportunos.

4. Los actuales mecanismos subregionales, regionales, nacionales e internacionales para el 
cumplimiento de los derechos humanos tienen el deber y la responsabilidad de utilizar 
sus facultades de ejecución efectivamente para que se apliquen los derechos humanos y 
las libertades fundamentales. 

Artículo 40. El deber de observar y poner en práctica la Declaración de 
Responsabilidades y Deberes Humanos.

1. Los estados y las organizaciones intergubernamentales competentes tienen la obligación 
de dar efectividad a esta declaración estableciendo para ello consejos tripartitos inte-
grados por representantes del estado, de la sociedad civil y del sector privado, a los que 
incumbirá la tarea de establecer un plan preciso de acción para promover (incluyendo la 
cooperación a los primeros síntomas) la realización de los deberes y las responsabilida-
des expuestos en esta declaración. 

2. A estos consejos tripartitos se les confiará la observación del cumplimiento de los deberes 
y responsabilidades establecidas en esta declaración y junto con los estados, las orga-
nizaciones pertinentes de la sociedad civil, las organizaciones nacionales, regionales y 
las organizaciones internacionales intergubernamentales darán publicidad al grado de 
cumplimiento. 

Artículo 41. Cláusula de No Derogación. 

1. Nada de lo que figura en esta Declaración podrá ser interpretado en menoscabo o limi-
tación de los derechos incluidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos y 
otros instrumentos internacionales y regionales sobre derechos humanos, ni ninguna de-
rogación ni restricción de cualquier derecho humano o libertad fundamental que figure 
en cualquier instrumento internacional de derechos humanos o legislación nacional será 
admitida bajo el pretexto de que la presente Declaración no reconoce tales derechos o 
que los reconoce en menor grado. 

2. Nada de lo que aparece en esta Declaración podrá ser interpretado implícitamente en 
el sentido de que cualquier estado, organización, comunidad, pueblo o persona tiene el 
derecho a realizar cualquier actividad o ejecutar cualquier acto que viole los derechos 
expuestos en la Declaración Universal de Derechos Humanos o en otros instrumentos 
internacionales o regionales de derechos humanos.

Int_cuadernos Analisis_71.indd   43 7/9/20   10:20



 

mci.intolerancia@gmail.com   •    91.5307199    •    @mcintolerancia

Int_cuadernos Analisis_71.indd   44 7/9/20   10:20



45

LA CARTA DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES DE LA 

UNION EUROPEA
Estrasburgo, 12/12/2007. Entrada en vigor: 1 de diciembre de 2009

La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea es un documento que 
contiene provisiones de Derechos Humanos y fue proclamado por el Parlamento Europeo, 
el Consejo de la Unión Europea y la Comisión Europea el 7 de diciembre de 2000 en Niza.​ 
Con posterior una versión revisada de la Carta fue proclamada el 12 de diciembre de 2007 en 
Estrasburgo, antes de la firma del Tratado de Lisboa; una vez ratificado este, hace la Carta 
legalmente vinculante para todos los países con excepciones para Polonia y el Reino Unido. La 
versión actualizada de la Carta fue firmada por el presidente del Parlamento Europeo Hans-Gert 
Poettering, el presidente de la Comisión Europea José Manuel Barroso y el primer ministro 
portugués José Sócrates, presidente del Consejo Europeo en ese entonces.

La carta no forma parte del Tratado de Lisboa (estaba previsto que formara parte de la 
Constitución Europea, pero al no aprobarse esta, se modificó la previsión), pero por la remisión 
en el artículo 6 del Tratado de la Unión Europea tras la reforma de Lisboa se hace vinculante 
para todos los estados, con excepciones para los dos citados. La Convención que la elaboró re-
dactó también unas «Explicaciones» que detallan el origen de cada precepto, y sirven como guía 
para la interpretación de la misma.

Por primera vez, se han reunido en un único documento todos los derechos que hasta ahora 
se repartían en distintos instrumentos legislativos como las legislaciones nacionales y los con-
venios internacionales del Consejo de Europa, de las Naciones Unidas y de la Organización 
Internacional del Trabajo. Al dar visibilidad y claridad a los derechos fundamentales, la Carta 
contribuye a desarrollar el concepto de ciudadanía de la Unión, así como a crear un espacio de 
libertad, seguridad y justicia. La Carta refuerza la seguridad jurídica por lo que se refiere a la 
protección de los derechos fundamentales, protección que desde 1969 se garantizaba mediante 
la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y con la actual redacción del 
Artículo 6 del Tratado de la Unión Europea.

El texto recogido en esta página recoge sustituye a la Carta proclamada el 7 de diciembre 
de 2000, desde la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, el día 1 de diciembre de 2009. Sin 
embargo, en el caso de España, debe tenerse en cuenta que con anterioridad a la entrada en vigor 
del Tratado de Lisboa el artículo 2 de la Ley Orgánica 1/2008, de 30 de julio, ya establecía lo 
siguiente:
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“A tenor de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 10 de la Constitución española y en el 
apartado 8 del artículo 1 del Tratado de Lisboa, las normas relativas a los derechos fundamentales y 
a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán también de conformidad con lo dispuesto 
en la Carta de los Derechos Fundamentales publicada en el Diario Oficial de la Unión Europea de 14 
de diciembre de 2007”

Conexión con el TUE:
- El artículo 6.1 del Tratado de la Unión Europea, en su versión consolidada tras las 

modificaciones introducidas por el Tratado de Lisboa, firmado el 13 de diciembre de 2007, 
establece lo siguiente:

“1. La Unión reconoce los derechos, libertades y principios enunciados en la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea de 7 de diciembre de 2000, tal como fue adaptada el 12 de diciem-
bre de 2007 en Estrasburgo, la cual tendrá el mismo valor jurídico que los Tratados.

Las disposiciones de la Carta no ampliarán en modo alguno las competencias de la Unión tal 
como se definen en los Tratados.

Los derechos, libertades y principios enunciados en la Carta se interpretarán con arreglo a las 
disposiciones generales del título VII de la Carta por las que se rige su interpretación y aplicación y 
teniendo debidamente en cuenta las explicaciones a que se hace referencia en la Carta, que indican las 
fuentes de dichas disposiciones.”

PREÁMBULO

TÍTULO I.- DIGNIDAD

Artículo 1.- Dignidad humana
Artículo 2.- Derecho a la vida
Artículo 3.- Derecho a la integridad de la persona

Artículo 4.- Prohibición de la tortura y de las penas o los tratos inhumanos o degradantes 
Artículo 5.- Prohibición de la esclavitud y del trabajo forzado

TÍTULO II.- LIBERTADES

Artículo 6.- Derecho a la libertad y a la seguridad
Artículo 7.- Respeto de la vida privada y familiar
Artículo 8.- Protección de datos de carácter personal
Artículo 9.- Derecho a contraer matrimonio y derecho a fundar una familia
Artículo 10.- Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión
Artículo 11.- Libertad de expresión y de información
Artículo 12.- Libertad de reunión y de asociación
Artículo 13.- Libertad de las artes y de las ciencias
Artículo 14.- Derecho a la educación
Artículo 15.- Libertad profesional y derecho a trabajar
Artículo 16.- Libertad de empresa
Artículo 17.- Derecho a la propiedad
Artículo 18.- Derecho de asilo
Artículo 19.- Protección en caso de devolución, expulsión y extradición
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“A tenor de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 10 de la Constitución española y en el 
apartado 8 del artículo 1 del Tratado de Lisboa, las normas relativas a los derechos fundamentales y 
a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán también de conformidad con lo dispuesto 
en la Carta de los Derechos Fundamentales publicada en el Diario Oficial de la Unión Europea de 14 
de diciembre de 2007”

Conexión con el TUE:
- El artículo 6.1 del Tratado de la Unión Europea, en su versión consolidada tras las 

modificaciones introducidas por el Tratado de Lisboa, firmado el 13 de diciembre de 2007, 
establece lo siguiente:

“1. La Unión reconoce los derechos, libertades y principios enunciados en la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea de 7 de diciembre de 2000, tal como fue adaptada el 12 de diciem-
bre de 2007 en Estrasburgo, la cual tendrá el mismo valor jurídico que los Tratados.

Las disposiciones de la Carta no ampliarán en modo alguno las competencias de la Unión tal 
como se definen en los Tratados.

Los derechos, libertades y principios enunciados en la Carta se interpretarán con arreglo a las 
disposiciones generales del título VII de la Carta por las que se rige su interpretación y aplicación y 
teniendo debidamente en cuenta las explicaciones a que se hace referencia en la Carta, que indican las 
fuentes de dichas disposiciones.”

PREÁMBULO

TÍTULO I.- DIGNIDAD

Artículo 1.- Dignidad humana
Artículo 2.- Derecho a la vida
Artículo 3.- Derecho a la integridad de la persona

Artículo 4.- Prohibición de la tortura y de las penas o los tratos inhumanos o degradantes 
Artículo 5.- Prohibición de la esclavitud y del trabajo forzado

TÍTULO II.- LIBERTADES

Artículo 6.- Derecho a la libertad y a la seguridad
Artículo 7.- Respeto de la vida privada y familiar
Artículo 8.- Protección de datos de carácter personal
Artículo 9.- Derecho a contraer matrimonio y derecho a fundar una familia
Artículo 10.- Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión
Artículo 11.- Libertad de expresión y de información
Artículo 12.- Libertad de reunión y de asociación
Artículo 13.- Libertad de las artes y de las ciencias
Artículo 14.- Derecho a la educación
Artículo 15.- Libertad profesional y derecho a trabajar
Artículo 16.- Libertad de empresa
Artículo 17.- Derecho a la propiedad
Artículo 18.- Derecho de asilo
Artículo 19.- Protección en caso de devolución, expulsión y extradición

TÍTULO III.- IGUALDAD

Artículo 20.- Igualdad ante la ley
Artículo 21.- No discriminación
Artículo 22.- Diversidad cultural, religiosa y lingüística
Artículo 23.- Igualdad entre mujeres y hombres
Artículo 24.- Derechos del niño
Artículo 25.- Derechos de las personas mayores
Artículo 26.- Integración de las personas discapacitadas

TÍTULO IV.- SOLIDARIDAD

Artículo 27.- Derecho a la información y consulta de los trabajadores en la empresa
Artículo 28.- Derecho de negociación y de acción colectiva
Artículo 29.- Derecho de acceso a los servicios de colocación
Artículo 30.- Protección en caso de despido injustificado
Artículo 31.- Condiciones de trabajo justas y equitativas
Artículo 32.- Prohibición del trabajo infantil y protección de los jóvenes en el trabajo
Artículo 33.- Vida familiar y vida profesional
Artículo 34.- Seguridad social y ayuda social
Artículo 35.- Protección de la salud
Artículo 36.- Acceso a los servicios de interés económico general
Artículo 37.- Protección del medio ambiente
Artículo 38.- Protección de los consumidores

TÍTULO V.- CIUDADANÍA

Artículo 39.- Derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones al Parlamento Europeo
Artículo 40.- Derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales
Artículo 41.- Derecho a una buena administración
Artículo 42.- Derecho de acceso a los documentos
Artículo 43.- El Defensor del pueblo europeo
Artículo 44.- Derecho de petición
Artículo 45.- Libertad de circulación y de residencia
Artículo 46.- Protección diplomática y consular

TÍTULO VI.- JUSTICIA

Artículo 47.- Derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial
Artículo 48.- Presunción de inocencia y derechos de la defensa
Artículo 49.- Principios de legalidad y de proporcionalidad de los delitos y las penas
Artículo 50.- Derecho a no ser juzgado o condenado penalmente dos veces por la misma 
infracción

TÍULO VII.- DISPOSICIONES GENERALES QUE RIGEN  
LA INTERPRETACIÓN Y LA APLICACIÓN DE LA CARTA

Artículo 51.- Ámbito de aplicación
Artículo 52.- Alcance de los derechos garantizados
Artículo 53.- Nivel de protección
Artículo 54.- Prohibición del abuso de derecho
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El Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión proclaman solemnemente en tanto 
que Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea el texto que figura a con-
tinuación:

La carta de los derechos fundamentales  
de la unión europea

Preámbulo

Los pueblos de Europa, al crear entre sí una unión cada vez más estrecha, han decidido 
compartir un porvenir pacífico basado en valores comunes.

Consciente de su patrimonio espiritual y moral, la Unión está fundada sobre los valores 
indivisibles y universales de la dignidad humana, la libertad, la igualdad y la solidaridad, y 
se basa en los principios de la democracia y el Estado de Derecho. Al instituir la ciudada-
nía de la Unión y crear un espacio de libertad, seguridad y justicia, sitúa a la persona en el 
centro de su actuación.

La Unión contribuye a defender y fomentar estos valores comunes dentro del respeto 
de la diversidad de culturas y tradiciones de los pueblos de Europa, así como de la identidad 
nacional de los Estados miembros y de la organización de sus poderes públicos a escala na-
cional, regional y local; trata de fomentar un desarrollo equilibrado y sostenible y garantiza 
la libre circulación de personas, servicios, mercancías y capitales, así como la libertad de 
establecimiento.

Para ello es necesario, dándoles mayor proyección mediante una Carta, reforzar la pro-
tección de los derechos fundamentales a tenor de la evolución de la sociedad, del progreso 
social y de los avances científicos y tecnológicos.

La presente Carta reafirma, dentro del respeto de las competencias y misiones de la 
Unión, así como del principio de subsidiariedad, los derechos que emanan en particular de 
las tradiciones constitucionales y las obligaciones internacionales comunes a los Estados 
miembros, del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales, las Cartas Sociales adoptadas por la Unión y por el Consejo de 
Europa, así como de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos. En este contexto, los órganos jurisdiccionales de 
la Unión y de los Estados miembros interpretarán la Carta atendiendo debidamente a las 
explicaciones elaboradas bajo la autoridad del Praesidium de la Convención que redactó 
la Carta y actualizadas bajo la responsabilidad del Praesidium de la Convención Europea.

El disfrute de tales derechos conlleva responsabilidades y deberes tanto respecto de los 
demás como de la comunidad humana y de las generaciones futuras.

En consecuencia, la Unión reconoce los derechos, libertades y principios enunciados 
a continuación.

Título I.- Dignidad

Artículo 1.- Dignidad humana  
La dignidad humana es inviolable. Será respetada y protegida.
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Artículo 2.- Derecho a la vida  
1. Toda persona tiene derecho a la vida.
2. Nadie podrá ser condenado a la pena de muerte ni ejecutado.

Artículo 3.- Derecho a la integridad de la persona   
1. Toda persona tiene derecho a su integridad física y psíquica.
2. En el marco de la medicina y la biología se respetarán en particular:

a) el consentimiento libre e informado de la persona de que se trate, de acuerdo con 
las modalidades establecidas por la ley;

b) la prohibición de las prácticas eugenésicas, en particular las que tienen como 
finalidad la selección de las personas;

c) la prohibición de que el cuerpo humano o partes del mismo en cuanto tales se 
conviertan en objeto de lucro;

d) la prohibición de la clonación reproductora de seres humanos.

Artículo 4.- Prohibición de la tortura y de las penas o los tratos inhumanos o degra-
dantes  
Nadie podrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes.

Artículo 5.- Prohibición de la esclavitud y del trabajo forzado   
1. Nadie podrá ser sometido a esclavitud o servidumbre.
2. Nadie podrá ser constreñido a realizar un trabajo forzado u obligatorio.
3. Se prohíbe la trata de seres humanos.

Título II.- Libertades

Artículo 6.- Derecho a la libertad y a la seguridad   
Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad.

Artículo 7.- Respeto de la vida privada y familiar  
Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y 

de sus comunicaciones.

Artículo 8.- Protección de datos de carácter personal   

1. Toda persona tiene derecho a la protección de los datos de carácter personal que la 
conciernan.

2. Estos datos se tratarán de modo leal, para fines concretos y sobre la base del consen-
timiento de la persona afectada o en virtud de otro fundamento legítimo previsto por la ley. 
Toda persona tiene derecho a acceder a los datos recogidos que la conciernan y a obtener 
su rectificación.

3. El respeto de estas normas estará sujeto al control de una autoridad independiente.

Artículo 9.- Derecho a contraer matrimonio y derecho a fundar una familia   
Se garantizan el derecho a contraer matrimonio y el derecho a fundar una familia se-

gún las leyes nacionales que regulen su ejercicio.

Artículo 10.- Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión  

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. 
Este derecho implica la libertad de cambiar de religión o de convicciones, así como la liber-
tad de manifestar su religión o sus convicciones individual o colectivamente, en público o en 
privado, a través del culto, la enseñanza, las prácticas y la observancia de los ritos.
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2. Se reconoce el derecho a la objeción de conciencia de acuerdo con las leyes naciona-
les que regulen su ejercicio.

Artículo 11.- Libertad de expresión y de información   

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión. Este derecho comprende la 
libertad de opinión y la libertad de recibir o comunicar informaciones o ideas sin que pueda 
haber injerencia de autoridades públicas y sin consideración de fronteras.

2. Se respetan la libertad de los medios de comunicación y su pluralismo.

Artículo 12.- Libertad de reunión y de asociación   
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión pacífica y a la libertad de aso-

ciación en todos los niveles, especialmente en los ámbitos político, sindical y cívico, lo que 
supone el derecho de toda persona a fundar con otras sindicatos y a afiliarse a los mismos 
para la defensa de sus intereses.

2. Los partidos políticos a escala de la Unión contribuyen a expresar la voluntad políti-
ca de los ciudadanos de la Unión.

Artículo 13.- Libertad de las artes y de las ciencias  
Las artes y la investigación científica son libres. Se respeta la libertad de cátedra.

Artículo 14.- Derecho a la educación   
1. Toda persona tiene derecho a la educación y al acceso a la formación profesional y 

permanente.
2. Este derecho incluye la facultad de recibir gratuitamente la enseñanza obligatoria.
3. Se respetan, de acuerdo con las leyes nacionales que regulen su ejercicio, la libertad 

de creación de centros docentes dentro del respecto de los principios democráticos, así como 
el derecho de los padres a garantizar la educación y la enseñanza de sus hijos conforme a 
sus convicciones religiosas, filosóficas y pedagógicas.

Artículo 15.- Libertad profesional y derecho a trabajar  
1. Toda persona tiene derecho a trabajar y a ejercer una profesión libremente elegida o 

aceptada.
2. Todo ciudadano de la Unión tiene libertad para buscar un empleo, trabajar, estable-

cerse o prestar servicios en cualquier Estado miembro.
3. Los nacionales de terceros países que estén autorizados a trabajar en el territorio de 

los Estados miembros tienen derecho a unas condiciones laborales equivalentes a aquellas 
que disfrutan los ciudadanos de la Unión.

Artículo 16.- Libertad de empresa 
Se reconoce la libertad de empresa de conformidad con el Derecho de la Unión y con 

las legislaciones y prácticas nacionales.

Artículo 17.- Derecho a la propiedad   
1. Toda persona tiene derecho a disfrutar de la propiedad de los bienes que haya adqui-

rido legalmente, a usarlos, a disponer de ellos y a legarlos. Nadie puede ser privado de su 
propiedad más que por causa de utilidad pública, en los casos y condiciones previstos en la 
ley y a cambio, en un tiempo razonable, de una justa indemnización por su pérdida. El uso 
de los bienes podrá regularse por ley en la medida en que resulte necesario para el interés 
general.

2. Se protege la propiedad intelectual.
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Artículo 18.- Derecho de asilo  Se garantiza el derecho de asilo dentro del respeto de 
las normas de la Convención de Ginebra de 28 de julio de 1951 y del Protocolo de 31 
de enero de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados y de conformidad con la Consti-
tución.

Artículo 19.- Protección en caso de devolución, expulsión y extradición   
1. Se prohíben las expulsiones colectivas.
2. Nadie podrá ser devuelto, expulsado o extraditado a un Estado en el que corra un 

grave riesgo de ser sometido a la pena de muerte, a tortura o a otras penas o tratos inhuma-
nos o degradantes.

Título III.- Igualdad 

Artículo 20.- Igualdad ante la ley  
Todas las personas son iguales ante la ley.

Artículo 21.- No discriminación  
1. Se prohíbe toda discriminación, y en particular la ejercida por razón de sexo, raza, 

color, orígenes étnicos o sociales, características genéticas, lengua, religión o convicciones, 
opiniones políticas o de cualquier otro tipo, pertenencia a una minoría nacional, patrimo-
nio, nacimiento, discapacidad, edad u orientación sexual.

2. Se prohíbe toda discriminación por razón de nacionalidad en el ámbito de aplicación 
de la Constitución y sin perjuicio de sus disposiciones particulares.

Artículo 22.- Diversidad cultural, religiosa y lingüística  
La Unión respeta la diversidad cultural, religiosa y lingüística.

Artículo 23.- Igualdad entre mujeres y hombres 
La igualdad entre mujeres y hombres deberá garantizarse en todos los ámbitos, inclusi-

ve en materia de empleo, trabajo y retribución.
El principio de igualdad no impide el mantenimiento o la adopción de medidas que 

supongan ventajas concretas en favor del sexo menos representado.

Artículo 24.- Derechos del niño  
1. Los niños tienen derecho a la protección y a los cuidados necesarios para su bienes-

tar. Podrán expresar su opinión libremente. Ésta será tenida en cuenta para los asuntos que 
les afecten, en función de su edad y madurez.

2. En todos los actos relativos a los niños llevados a cabo por autoridades públicas o 
instituciones privadas, el interés superior del niño constituirá una consideración primordial.

3. Todo niño tiene derecho a mantener de forma periódica relaciones personales y con-
tactos directos con su padre y con su madre, salvo si ello es contrario a sus intereses.

Artículo 25.- Derechos de las personas mayores  
La Unión reconoce y respeta el derecho de las personas mayores a llevar una vida digna 

e independiente y a participar en la vida social y cultural.

Artículo 26.- Integración de las personas discapacitadas 
La Unión reconoce y respeta el derecho de las personas discapacitadas a beneficiarse 

de medidas que garanticen su autonomía, su integración social y profesional y su participa-
ción en la vida de la comunidad.
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Título IV.- Solidaridad

Artículo 27.- Derecho a la información y consulta de los trabajadores en la empresa   
Deberá garantizarse a los trabajadores o a sus representantes, en los niveles adecuados, 

la información y consulta con suficiente antelación, en los casos y condiciones previstos en 
el Derecho de la Unión y en las legislaciones y prácticas nacionales.

Artículo 28.- Derecho de negociación y de acción colectiva   
Los trabajadores y los empresarios, o sus organizaciones respectivas, de conformidad 

con el Derecho de la Unión y con las legislaciones y prácticas nacionales, tienen derecho a 
negociar y celebrar convenios colectivos, en los niveles adecuados, y a emprender, en caso 
de conflicto de intereses, acciones colectivas para la defensa de sus intereses, incluida la 
huelga.

Artículo 29.- Derecho de acceso a los servicios de colocación  
Toda persona tiene derecho a acceder a un servicio gratuito de colocación.

Artículo 30.- Protección en caso de despido injustificado  
Todo trabajador tiene derecho a protección en caso de despido injustificado, de confor-

midad con el Derecho de la Unión y con las legislaciones y prácticas nacionales.

Artículo 31.- Condiciones de trabajo justas y equitativas  
1. Todo trabajador tiene derecho a trabajar en condiciones que respeten su salud, segu-

ridad y dignidad.
2. Todo trabajador tiene derecho a la limitación de la duración máxima del trabajo y 

a períodos de descanso diarios y semanales, así como a un período de vacaciones anuales 
retribuidas.

Artículo 32.- Prohibición del trabajo infantil y protección de los jóvenes en el tra-
bajo  
Se prohíbe el trabajo infantil. La edad mínima de admisión al trabajo no podrá ser 

inferior a la edad en que concluye el período de escolaridad obligatoria, sin perjuicio de 
disposiciones más favorables para los jóvenes y salvo excepciones limitadas.

Los jóvenes admitidos a trabajar deberán disponer de condiciones de trabajo adaptadas 
a su edad y estar protegidos contra la explotación económica o contra cualquier trabajo que 
pueda ser perjudicial para su seguridad, su salud, su desarrollo físico, psíquico, moral o 
social, o que pueda poner en peligro su educación.

Artículo 33.- Vida familiar y vida profesional  
1. Se garantiza la protección de la familia en los planos jurídico, económico y social.
2. Con el fin de poder conciliar vida familiar y vida profesional, toda persona tiene 

derecho a ser protegida contra cualquier despido por una causa relacionada con la materni-
dad, así como el derecho a un permiso pagado por maternidad y a un permiso parental con 
motivo del nacimiento o de la adopción de un niño.

Artículo 34.- Seguridad social y ayuda social  
1. La Unión reconoce y respeta el derecho de acceso a las prestaciones de seguridad 

social y a los servicios sociales que garantizan una protección en casos como la materni-
dad, la enfermedad, los accidentes laborales, la dependencia o la vejez, así como en caso 
de pérdida de empleo, según las modalidades establecidas por el Derecho de la Unión y las 
legislaciones y prácticas nacionales.
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2. Toda persona que resida y se desplace legalmente dentro de la Unión tiene derecho a 
las prestaciones de seguridad social y a las ventajas sociales de conformidad con el Derecho 
de la Unión y con las legislaciones y prácticas nacionales.

3. Con el fin de combatir la exclusión social y la pobreza, la Unión reconoce y respeta el 
derecho a una ayuda social y a una ayuda de vivienda para garantizar una existencia digna a 
todos aquellos que no dispongan de recursos suficientes, según las modalidades establecidas 
por el Derecho de la Unión y por las legislaciones y prácticas nacionales.

Artículo 35.- Protección de la salud   Toda persona tiene derecho a acceder a la preven-
ción sanitaria y a beneficiarse de la atención sanitaria en las condiciones establecidas 
por las legislaciones y prácticas nacionales. Al definirse y ejecutarse todas las políticas y 
acciones de la Unión se garantizará un nivel elevado de protección de la salud humana.

Artículo 36.- Acceso a los servicios de interés económico general  
La Unión reconoce y respeta el acceso a los servicios de interés económico general, tal 

como disponen las legislaciones y prácticas nacionales, de conformidad con la Constitu-
ción, con el fin de promover la cohesión social y territorial de la Unión.

Artículo 37.- Protección del medio ambiente  En las políticas de la Unión se integra-
rán y garantizarán, conforme al principio de desarrollo sostenible, un nivel elevado de 
protección del medio ambiente y la mejora de su calidad.

Artículo 38.- Protección de los consumidores  
En las políticas de la Unión se garantizará un nivel elevado de protección de los con-

sumidores.

Título V.- Ciudadanía

Artículo 39.- Derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones al Parlamento 
Europeo   
1. Todo ciudadano de la Unión tiene derecho de sufragio activo y pasivo en las eleccio-

nes al Parlamento Europeo en el Estado miembro en que resida, en las mismas condiciones 
que los nacionales de dicho Estado.

2. Los diputados al Parlamento Europeo serán elegidos por sufragio universal libre, 
directo y secreto.

Artículo 40.- Derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales   
Todo ciudadano de la Unión tiene derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones 
municipales del Estado miembro en que resida, en las mismas condiciones que los 
nacionales de dicho Estado.

Artículo 41.- Derecho a una buena administración  
1. Toda persona tiene derecho a que las instituciones, órganos y organismos de la 

Unión traten sus asuntos imparcial y equitativamente y dentro de un plazo razonable.
2. Este derecho incluye en particular:
a) el derecho de toda persona a ser oída antes de que se tome en contra suya una me-

dida individual que la afecte desfavorablemente;
b) el derecho de toda persona a acceder al expediente que la concierna, dentro del 

respeto de los intereses legítimos de la confidencialidad y del secreto profesional y 
comercial;
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c) la obligación que incumbe a la Administración de motivar sus decisiones.
3. Toda persona tiene derecho a la reparación por la Unión de los daños causados por 

sus instituciones o sus agentes en el ejercicio de sus funciones, de conformidad con los prin-
cipios generales comunes a los Derechos de los Estados miembros.

4. Toda persona podrá dirigirse a las instituciones de la Unión en una de las lenguas de 
la Constitución y deberá recibir una contestación en esa misma lengua.

Artículo 42.- Derecho de acceso a los documentos  
Todo ciudadano de la Unión y toda persona física o jurídica que resida o tenga su 

domicilio social en un Estado miembro tiene derecho a acceder a los documentos de las 
instituciones, órganos y organismos de la Unión, cualquiera que sea su soporte.

Artículo 43.- El Defensor del Pueblo Europeo   
Todo ciudadano de la Unión y toda persona física o jurídica que resida o tenga su 

domicilio social en un Estado miembro tiene derecho a someter al Defensor del Pueblo 
Europeo los casos de mala administración en la actuación de las instituciones, órganos u 
organismos de la Unión, con exclusión del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en el 
ejercicio de sus funciones jurisdiccionales.

Artículo 44.- Derecho de petición  
Todo ciudadano de la Unión y toda persona física o jurídica que resida o tenga su 

domicilio social en un Estado miembro tiene el derecho de petición ante el Parlamento 
Europeo.

Artículo 45.- Libertad de circulación y de residencia   
1. Todo ciudadano de la Unión tiene derecho a circular y residir libremente en el terri-

torio de los Estados miembros.
2. Podrá concederse libertad de circulación y de residencia, de conformidad con lo 

dispuesto en la Constitución, a los nacionales de terceros países que residan legalmente en 
el territorio de un Estado miembro.

Artículo 46.- Protección diplomática y consular   
Todo ciudadano de la Unión podrá acogerse, en el territorio de un tercer país en el que 

no esté representado el Estado miembro del que sea nacional, a la protección de las autori-
dades diplomáticas y consulares de cualquier Estado miembro, en las mismas condiciones 
que los nacionales de este Estado.

Título VI.- Justicia

Artículo 47.- Derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial  
Toda persona cuyos derechos y libertades garantizados por el Derecho de la Unión 

hayan sido violados tiene derecho a la tutela judicial efectiva respetando las condiciones 
establecidas en el presente artículo.

Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa y públicamente y dentro 
de un plazo razonable por un juez independiente e imparcial, establecido previamente por 
la ley. Toda persona podrá hacerse aconsejar, defender y representar.

Se prestará asistencia jurídica gratuita a quienes no dispongan de recursos suficientes 
siempre y cuando dicha asistencia sea necesaria para garantizar la efectividad del acceso a 
la justicia.
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Artículo 48.- Presunción de inocencia y derechos de la defensa   1. Todo acusado se 
presume inocente mientras su culpabilidad no haya sido declarada legalmente.
2. Se garantiza a todo acusado el respeto de los derechos de la defensa.

Artículo 49.- Principios de legalidad y de proporcionalidad de los delitos y las penas   
1. Nadie podrá ser condenado por una acción o una omisión que, en el momento en 

que haya sido cometida, no constituya una infracción según el Derecho interno o el Dere-
cho internacional. Del mismo modo, no podrá imponerse una pena más grave que la apli-
cable en el momento en que la infracción haya sido cometida. Si con posterioridad a esta 
infracción la ley dispone una pena más leve, deberá aplicarse ésta.

2. El presente artículo no impedirá el juicio y el castigo de una persona culpable de una 
acción o una omisión que, en el momento en que haya sido cometida, fuera constitutiva de 
delito según los principios generales reconocidos por el conjunto de las naciones.

3. La intensidad de las penas no deberá ser desproporcionada en relación con la infrac-
ción.

Artículo 50.- Derecho a no ser juzgado o condenado penalmente dos veces por la 
misma infracción   
Nadie podrá ser juzgado o condenado penalmente por una infracción respecto de la 

cual ya haya sido absuelto o condenado en la Unión mediante sentencia penal firme con-
forme a la ley.

Título VII.- Disposiciones generales que rigen la 
interpretación y la aplicación de la Carta

Artículo 51.- Ámbito de aplicación   
1. Las disposiciones de la presente Carta están dirigidas a las instituciones, órganos y 

organismos de la Unión, dentro del respeto del principio de subsidiariedad, así como a los 
Estados miembros únicamente cuando apliquen el Derecho de la Unión. Por consiguiente, 
éstos respetarán los derechos, observarán los principios y promoverán su aplicación, con 
arreglo a sus respectivas competencias y dentro de los límites de las competencias que se 
atribuyen a la Unión en las demás Partes de la Constitución.

2. La presente Carta no amplía el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión más 
allá de las competencias de la Unión, ni crea ninguna competencia o misión nuevas para la 
Unión, ni modifica las competencias y misiones definidas en las demás Partes de la Cons-
titución.

Artículo 52.- Alcance e interpretación de los derechos y principios  
1. Cualquier limitación del ejercicio de los derechos y libertades reconocidos por la 

presente Carta deberá ser establecida por la ley y respetar el contenido esencial de dichos 
derechos y libertades. Dentro del respeto del principio de proporcionalidad, sólo podrán 
introducirse limitaciones cuando sean necesarias y respondan efectivamente a objetivos de 
interés general reconocidos por la Unión o a la necesidad de protección de los derechos y 
libertades de los demás.

2. Los derechos reconocidos por la presente Carta que se mencionan en otras Partes de 
la Constitución se ejercerán en las condiciones y dentro de los límites definidos por ellas.

3. En la medida en que la presente Carta contenga derechos que correspondan a dere-
chos garantizados por el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos 
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y de las Libertades Fundamentales, su sentido y alcance serán iguales a los que les confiere 
dicho Convenio. Esta disposición no obstará a que el Derecho de la Unión conceda una 
protección más extensa.

4. En la medida en que la presente Carta reconozca derechos fundamentales resultan-
tes de las tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros, dichos derechos se 
interpretarán en armonía con las citadas tradiciones.

5. Las disposiciones de la presente Carta que contengan principios podrán aplicarse 
mediante actos legislativos y ejecutivos adoptados por las instituciones, órganos y organis-
mos de la Unión, y por actos de los Estados miembros cuando apliquen el Derecho de la 
Unión, en el ejercicio de sus competencias respectivas. Sólo podrán alegarse ante un órgano 
jurisdiccional en lo que se refiere a la interpretación y control de la legalidad de dichos actos.

6. Se tendrán plenamente en cuenta las legislaciones y prácticas nacionales según lo 
especificado en la presente Carta.

7. Las explicaciones elaboradas para guiar en la interpretación de la Carta de los Dere-
chos Fundamentales serán tenidas debidamente en cuenta por los órganos jurisdiccionales 
de la Unión y de los Estados miembros.

Artículo 53.- Nivel de protección   
Ninguna de las disposiciones de la presente Carta podrá interpretarse como limitativa 

o lesiva de los derechos humanos y libertades fundamentales reconocidos, en su respectivo 
ámbito de aplicación, por el Derecho de la Unión, el Derecho internacional y los convenios 
internacionales de los que son parte la Unión o todos los Estados miembros, y en particular 
el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fun-
damentales, así como por las constituciones de los Estados miembros.

Artículo 54.- Prohibición del abuso de derecho   
Ninguna de las disposiciones de la presente Carta podrá ser interpretada en el sentido 

de que implique un derecho cualquiera a dedicarse a una actividad o a realizar un acto ten-
dente a la destrucción de los derechos o libertades reconocidos en la presente Carta o a limi-
taciones más amplias de estos derechos y libertades que las previstas en la presente Carta.

El texto supra recoge, adaptándola, la Carta proclamada el 7 de diciembre de 2000, a la 
que sustituirá a partir del día de la entrada en vigor del Tratado de Lisboa.   

Hecho en Estrasburgo, el doce de diciembre de dos mil siete.

EXPLICACIONES [*]  
sobre la carta de los derechos fundamentales    (2007/C 303/02)

Las presentes explicaciones fueron elaboradas inicialmente bajo la responsabilidad del 
Praesidium de la Convención que redactó la Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea. Han sido actualizadas bajo la responsabilidad del Praesidium de la Con-
vención Europea, a la vista de las adaptaciones de la redacción del texto de la Carta realiza-
das por la Convención (en particular, los artículos 51 y 52) y de la evolución del Derecho de 
la Unión. Si bien no tienen por sí mismas valor jurídico, constituyen un valioso instrumento 
de interpretación con objeto de aclarar las disposiciones de la Carta.

Int_cuadernos Analisis_71.indd   56 7/9/20   10:20



57

Título I — Dignidad

Explicación relativa al artículo 1 
— Dignidad humana
La dignidad de la persona humana no sólo es en sí un derecho fundamental, sino 

que constituye la base misma de los derechos fundamentales. La Declaración Universal de 
Derechos Humanos de 1948 consagra la dignidad humana en su Preámbulo: “…Conside-
rando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de 
la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la 
familia humana.” En su sentencia del 9 de octubre de 2001 en el asunto C-377/98, Países 
Bajos contra Parlamento Europeo y Consejo, Rec. 2001, p. I-7079, apartados 70 a 77, el Tri-
bunal de Justicia confirmó que el derecho fundamental a la dignidad humana forma parte 
del Derecho de la Unión.

Se deduce de ello, en particular, que ninguno de los derechos inscritos en la presente 
Carta podrá utilizarse para atentar contra la dignidad de otras personas y que la dignidad de 
la persona humana forma parte de la esencia de los derechos inscritos en la presente Carta. 
Por lo tanto, no podrá atentarse contra ella, incluso en el caso de limitación de un derecho.

Explicación relativa al artículo 2 
— Derecho a la vida
1. El apartado 1 de este artículo se basa en la primera frase del apartado 1 del artículo 

2 del CEDH, que dice lo siguiente:
“1. El derecho de toda persona a la vida está protegido por la Ley….”.
2. La segunda frase de esta disposición, que se refiere a la pena de muerte, quedó sin 

objeto a raíz de la entrada en vigor del Protocolo n.º 6 del CEDH, cuyo artículo 1 
dice lo siguiente:
“Queda abolida la pena de muerte. Nadie podrá ser condenado a tal pena ni eje-
cutado.”
Esta disposición constituye la base del apartado 2 del artículo 2 de la Carta.

3. Las disposiciones del artículo 2 de la Carta corresponden a las de los artículos men-
cionados anteriormente del CEDH y del Protocolo adicional. Tienen el mismo 
sentido y el mismo alcance, de acuerdo con el apartado 3 del artículo 52 de la Car-
ta. Así, debe considerarse que las definiciones “negativas” que figuran en el CEDH 
también figuran en la Carta:

a) Apartado 2 del artículo 2 del CEDH:
“La muerte no se considerará infligida con infracción del presente artículo cuando 
se produzca como consecuencia de un recurso a la fuerza que sea absolutamente 
necesario:

a) en defensa de una persona contra una agresión ilegítima;
b) para detener a una persona conforme a derecho o para impedir la evasión de un 

preso o detenido legalmente;
c) para reprimir, de acuerdo con la Ley, una revuelta o insurrección.”
b) Artículo 2 del Protocolo n.º 6 del CEDH:
“Un Estado podrá prever en su legislación la pena de muerte por actos cometidos 
en tiempo de guerra o de peligro inminente de guerra; dicha pena solamente se 
aplicará en los casos previstos por dicha legislación y con arreglo a lo dispuesto en 
la misma….”.
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Explicación relativa al artículo 3 
— Derecho a la integridad de la persona
1. En su sentencia del 9 de octubre de 2001 en el asunto C-377/98, Países Bajos contra 

Parlamento Europeo y Consejo, Rec. 2001, p. I-7079, apartados 70, 78, 79 y 80, 
el Tribunal de Justicia confirmó que el derecho fundamental a la integridad de la 
persona forma parte del Derecho de la Unión y comprende, en el ámbito de la me-
dicina y de la biología, el consentimiento prestado libremente y con conocimiento 
de causa por el donante y el receptor.

2. Los principios que contiene el artículo 3 de la Carta figuran ya en el Convenio relati-
vo a los derechos humanos y la biomedicina, adoptado en el marco del Consejo de 
Europa (STE 164 y Protocolo adicional STE 168). La presente Carta no pretende 
apartarse de dichos principios y, en consecuencia, prohíbe únicamente la clonación 
reproductiva. Ni autoriza ni prohíbe las demás formas de clonación. Por lo tanto, 
no impide al legislador prohibir otras formas de clonación.

3. La referencia a las prácticas eugenésicas, en particular a las destinadas a la selec-
ción de las personas, se refiere a aquellos casos en que se hubieran organizado y 
aplicado programas de selección, que incluyesen, por ejemplo, campañas de este-
rilización, embarazos forzados, matrimonios obligatorios según criterios étnicos, 
etc., actos todos ellos que se consideran crímenes internacionales con arreglo al 
Estatuto de la Corte Penal Internacional adoptado en Roma el 17 de julio de 1998 
(véase letra g) del apartado 1 del artículo 7 de dicho Estatuto).

Explicación relativa al artículo 4 
— Prohibición de la tortura y de las penas o los tratos inhumanos o degradantes
El derecho enunciado en el artículo 4 corresponde al garantizado en el artículo 3 del 

CEDH, de idéntico tenor: “Nadie podrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhuma-
nos o degradantes”. En virtud del apartado 3 del artículo 52 de la Carta, tiene pues el mismo 
sentido y alcance que este último artículo.

Explicación relativa al artículo 5 
— Prohibición de la esclavitud y del trabajo forzado
1. El derecho inscrito en los apartados 1 y 2 del artículo 5 corresponde a los apartados 

1 y 2 del artículo 4 del CEDH, de análogo tenor. Tiene por lo tanto el mismo sen-
tido y alcance que este último artículo, con arreglo al apartado 3 del artículo 52 de 
la Carta. Como consecuencia de ello,

- 	 el derecho previsto en el apartado 1 no puede estar sometido de forma legítima 
a ningún tipo de restricción;

- 	 las nociones de “trabajo forzado u obligatorio” del apartado 2 deben entenderse 
teniendo en cuenta las definiciones “negativas” que contiene el apartado 3 del 
artículo 4 del CEDH:
“No se considera como “trabajo forzado u obligatorio” en el sentido del presen-
te artículo:

a) todo trabajo exigido normalmente a una persona privada de libertad en las con-
diciones previstas por el artículo 5 del presente Convenio, o durante su libertad 
condicional;

b) todo servicio de carácter militar o, en el caso de objetores de conciencia en los 
países en que la objeción de conciencia sea reconocida como legítima, cualquier 
otro servicio sustitutivo del servicio militar obligatorio;
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c) todo servicio exigido cuando alguna emergencia o calamidad amenacen la vida 
o el bienestar de la comunidad;

d) todo trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales.”

2. El apartado 3 se deriva directamente de la dignidad de la persona humana y tiene en 
cuenta las recientes tendencias en el ámbito de la delincuencia organizada tales como 
la organización de redes lucrativas de inmigración clandestina o de explotación sexual. 
En el anexo del Convenio Europol figura la definición siguiente referida a la trata de 
seres humanos con fines de explotación sexual: “Trata de seres humanos: El acto de 
someter a una persona al poder real e ilegal de otras personas mediante la violencia o 
mediante amenazas o abusando de una relación de autoridad o mediante engaño, en 
particular con vistas a la explotación de la prostitución ajena, a formas de explotación 
y de violencias sexuales respecto de menores de edad o al comercio ligado al abandono 
de niños.” En el capítulo VI del Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen, in-
tegrado en el acervo de la Unión, en el que participan el Reino Unido e Irlanda, figura 
en el apartado 1 del artículo 27 la formulación siguiente referida a las redes de inmigra-
ción ilegal: “Las Partes contratantes se comprometen a establecer sanciones adecuadas 
contra cualquier persona que, con fines lucrativos, ayude o intente ayudar a un extran-
jero a entrar o a permanecer en el territorio de una Parte contratante quebrantando la 
legislación de dicha Parte contratante sobre entrada y estancia de extranjeros.” El 19 de 
julio de 2002, el Consejo adoptó una Decisión marco relativa a la lucha contra la trata 
de seres humanos (DO L 203 de 1.8.2002, p. 1), y en el artículo 1 de dicha Decisión 
marco se establecen específicamente las infracciones relacionadas con la trata de seres 
humanos con fines de explotación laboral o sexual, cuya punibilidad deben garantizar 
los Estados miembros en aplicación de dicha Decisión marco.

Título II — libertades

Explicación relativa al artículo 6 
— Derecho a la libertad y a la seguridad
Los derechos establecidos en el artículo 6 corresponden a los garantizados en el artí-

culo 5 del CEDH, y tienen, con arreglo al apartado 3 del artículo 52 de la Carta, el mismo 
sentido y alcance. Como consecuencia de ello, las limitaciones que puedan legítimamente 
establecerse no podrán sobrepasar las permitidas por el CEDH en la propia redacción del 
artículo 5:

“1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado 
de su libertad, salvo en los casos siguientes y con arreglo al procedimiento establecido por 
la Ley:

a) si ha sido penado legalmente en virtud de una sentencia dictada por un tribunal 
competente;

b) si ha sido detenido preventivamente o internado, conforme a derecho, por desobe-
diencia a una orden judicial o para asegurar el cumplimiento de una obligación 
establecida por la Ley;

c) si ha sido detenido preventivamente o internado, conforme a derecho, para hacerle 
comparecer ante la autoridad judicial competente, cuando existan indicios raciona-
les de que ha cometido una infracción o cuando se estime necesario para impedirle 
que cometa una infracción o que huya después de haberla cometido;

Int_cuadernos Analisis_71.indd   59 7/9/20   10:20



60

d) si se trata del internamiento de un menor en virtud de una orden legalmente acor-
dada con el fin de vigilar su educación o de su detención, conforme a derecho, con 
el fin de hacerle comparecer ante la autoridad competente;

e) si se trata del internamiento, conforme a derecho, de una persona susceptible de 
propagar una enfermedad contagiosa, de un enajenado, de un alcohólico, de un 
toxicómano o de un vagabundo;

f) si se trata de la detención preventiva o del internamiento, conforme a derecho, de 
una persona para impedir que entre ilegalmente en el territorio o contra la que esté 
en curso un procedimiento de expulsión o extradición.

2. Toda persona detenida preventivamente debe ser informada, en el más breve plazo 
y en una lengua que comprenda, de los motivos de su detención y de cualquier acusación 
formulada contra ella.

3. Toda persona detenida preventivamente o internada en las condiciones previstas en 
el apartado 1, letra c), del presente artículo deberá ser conducida sin dilación a presencia de 
un juez o de otra autoridad habilitada por la Ley para ejercer poderes judiciales, y tendrá 
derecho a ser juzgada en un plazo razonable o a ser puesta en libertad durante el procedi-
miento. La puesta en libertad puede ser condicionada a una garantía que asegure la compa-
recencia del interesado en juicio.

4. Toda persona privada de su libertad mediante detención preventiva o internamiento 
tendrá derecho a presentar un recurso ante un organismo judicial, a fin de que se pronuncie 
en breve plazo sobre la legalidad de su privación de libertad y ordene su puesta en libertad 
si fuera ilegal.

5. Toda persona víctima de una detención preventiva o de un internamiento en con-
diciones contrarias a las disposiciones de este artículo tendrá derecho a una reparación.”

Los derechos inscritos en el artículo 6 deberán respetarse especialmente cuando el Par-
lamento Europeo y el Consejo adopten actos legislativos en el ámbito de la cooperación 
judicial en materia penal, en virtud de los artículos 82, 83 y 85 del Tratado de Funciona-
miento de la Unión Europea, en particular para la definición de disposiciones comunes 
mínimas en lo relativo a la calificación de las infracciones y de las penas y determinados 
aspectos de derecho procesal.

Explicación relativa al artículo 7 
— Respeto de la vida privada y familiar
Los derechos garantizados en el artículo 7 corresponden a los que garantiza el artículo 

8 del CEDH. A fin de tener en cuenta la evolución técnica, se ha sustituido la palabra “co-
rrespondencia” por “comunicaciones”.

De conformidad con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 52, este derecho tiene el 
mismo sentido y alcance que en el artículo correspondiente del CEDH. Como consecuencia 
de ello, las limitaciones de que puede ser objeto legítimamente son las mismas que las tole-
radas en el marco del referido artículo 8:

“1. Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio 
y de su correspondencia.

2. No podrá haber injerencia de la autoridad pública en el ejercicio de este derecho, 
sino en tanto en cuanto esta injerencia esté prevista por la ley y constituya una medida que, 
en una sociedad democrática, sea necesaria para la seguridad nacional, la seguridad públi-
ca, el bienestar económico del país, la defensa del orden y la prevención del delito, la protec-
ción de la salud o de la moral, o la protección de los derechos y las libertades de los demás.”
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Explicación relativa al artículo 8 
— Protección de datos de carácter personal
Este artículo se ha basado en el artículo 286 del Tratado constitutivo de la Comunidad 

Europea y en la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a 
la libre circulación de estos datos (DO L 281 de 23.11.1995, p. 31), así como en el artículo 8 
del CEDH y en el Convenio del Consejo de Europa para la protección de las personas con 
respecto al tratamiento automatizado de datos de carácter personal, de 28 de enero de 1981, 
ratificado por todos los Estados miembros. El artículo 286 del Tratado CE ha sido sustituido 
por el artículo 16 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y el artículo 39 del 
Tratado de la Unión Europea. Conviene señalar asimismo el Reglamento (CE) n.o 45/2001 
del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la protección de las personas físicas en lo 
que respecta al tratamiento de datos personales por las instituciones y los organismos comu-
nitarios y a la libre circulación de estos datos (DO L 8 de 12.1.2001, p. 1). La Directiva y el 
Reglamento mencionados establecen condiciones y límites para el ejercicio del derecho a la 
protección de los datos de carácter personal.

Explicación relativa al artículo 9 
— Derecho a contraer matrimonio y derecho a fundar una familia
Este artículo está basado en el artículo 12 del CEDH que dispone: “A partir de la edad 

núbil, el hombre y la mujer tienen derecho a casarse y a fundar una familia según las leyes 
nacionales que rijan el ejercicio de este derecho.” La redacción de este derecho se ha moder-
nizado para abarcar los casos en los que las legislaciones nacionales reconocen vías distintas 
a la del matrimonio para fundar una familia. Este artículo ni prohíbe ni impone el que se 
conceda estatuto matrimonial a la unión de personas del mismo sexo. Este derecho es por 
lo tanto similar al previsto por el CEDH, pero su alcance puede ser más amplio cuando la 
legislación nacional así lo establezca.

Explicación relativa al artículo 10 
— Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión
El derecho garantizado en el apartado 1 corresponde al derecho garantizado en el ar-

tículo 9 del CEDH y, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 52 de 
la Carta, tiene el mismo sentido y alcance. Por lo tanto, las limitaciones deben respetar el 
apartado 2 de dicho artículo 9, redactado como sigue: “La libertad de manifestar su religión 
o sus convicciones no puede ser objeto de más restricciones que las que, previstas por la ley, 
constituyen medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad pública, la 
protección del orden, de la salud o de la moral públicas, o la protección de los derechos o 
las libertades de los demás.”

El derecho garantizado en el apartado 2 corresponde a las tradiciones constitucionales 
nacionales y a la evolución de las legislaciones nacionales en esta materia.

Explicación relativa al artículo 11 
— Libertad de expresión y de información
1. El artículo 11 corresponde al artículo 10 del CEDH, que dice lo siguiente:
“1. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión. Este derecho comprende la 

libertad de opinión y la libertad de recibir o de comunicar informaciones o ideas sin que 
pueda haber injerencia de autoridades públicas y sin consideración de fronteras. El presente 
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artículo no impide que los Estados sometan las empresas de radiodifusión, de cinematogra-
fía o de televisión a un régimen de autorización previa.

2. El ejercicio de estas libertades, que entrañan deberes y responsabilidades, podrá ser 
sometido a ciertas formalidades, condiciones, restricciones o sanciones previstas por la ley, 
que constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad nacio-
nal, la integridad territorial o la seguridad pública, la defensa del orden y la prevención del 
delito, la protección de la salud o de la moral, la protección de la reputación o de los dere-
chos ajenos, para impedir la divulgación de informaciones confidenciales o para garantizar 
la autoridad y la imparcialidad del poder judicial.”

En virtud del apartado 3 del artículo 52 de la Carta, este derecho tiene el mismo sentido 
y alcance que el garantizado por el CEDH y las limitaciones de que puede ser objeto este 
derecho no pueden por lo tanto sobrepasar las establecidas en el apartado 2 de su artículo 
10, sin perjuicio de las restricciones que puede imponer el Derecho de la competencia de la 
Unión a la potestad de los Estados miembros de establecer los regímenes de autorización 
mencionados en la tercera frase del apartado 1 del artículo 10 del CEDH.

2. El apartado 2 del presente artículo precisa las consecuencias del apartado 1 con res-
pecto a la libertad de los medios de comunicación. Se basa en particular en la jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia relativa a la televisión, especialmente en el asunto C-288/89 (sen-
tencia de 25 de julio de 1991, Stichting Collectieve Antennevoorziening Gouda y otros, Rec. 
1991, p. I-4007) y en el Protocolo sobre el sistema de radiodifusión pública de los Estados 
miembros, anejo al Tratado CE y ahora a los Tratados, así como en la Directiva 89/552/
CEE del Consejo (véase en particular su considerando n.o 17).

Explicación relativa al artículo 12 
— Libertad de reunión y de asociación
1. Las disposiciones del apartado 1 de este artículo corresponden a lo dispuesto en el 

artículo 11 del CEDH, que dice lo siguiente:
“1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión pacífica y a la libertad de aso-

ciación, incluido el derecho de fundar, con otras, sindicatos y de afiliarse a los mismos para 
la defensa de sus intereses.

2. El ejercicio de estos derechos no podrá ser objeto de otras restricciones que aquellas 
que, previstas por la ley, constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para 
la seguridad nacional, la seguridad pública, la defensa del orden y la prevención del delito, 
la protección de la salud o de la moral, o la protección de los derechos y libertades ajenos. 
El presente artículo no prohíbe que se impongan restricciones legítimas al ejercicio de estos 
derechos por los miembros de las fuerzas armadas, de la policía o de la Administración del 
Estado.”

Las disposiciones del apartado 1 del presente artículo 12 tienen el mismo sentido y 
alcance que las del CEDH, pero su ámbito de aplicación es más amplio dado que pueden 
aplicarse a todos los niveles, incluido el europeo. Conforme al apartado 3 del artículo 52 
de la Carta, las limitaciones a este derecho no pueden sobrepasar las que el apartado 2 del 
artículo 11 del CEDH considera que pueden ser legítimas.

2. Este derecho se basa también en el artículo 11 de la Carta Comunitaria de los Dere-
chos Sociales Fundamentales de los Trabajadores.

3. El apartado 2 del presente artículo corresponde al apartado 4 del artículo 10 del 
Tratado de la Unión Europea.
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Explicación relativa al artículo 13 
— Libertad de las artes y de las ciencias
Este derecho se infiere en primer lugar de las libertades de pensamiento y expresión. 

Se ejercita en el respeto del artículo 1 y puede estar sometido a las limitaciones autorizadas 
por el artículo 10 del CEDH.

Explicación relativa al artículo 14 
— Derecho a la educación
1. Este artículo se inspira tanto en las tradiciones constitucionales comunes a los Esta-

dos miembros como en el artículo 2 del Protocolo Adicional al CEDH, que dice lo siguiente:
“A nadie se le puede negar el derecho a la instrucción. El Estado, en el ejercicio de las 

funciones que asuma en el campo de la educación y de la enseñanza, respetará el derecho 
de los padres a asegurar esta educación y esta enseñanza conforme a sus convicciones reli-
giosas y filosóficas.”

Se ha considerado conveniente ampliar este artículo al acceso a la formación profesio-
nal y permanente (véase punto 15 de la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales Funda-
mentales de los Trabajadores y artículo 10 de la Carta Social) así como añadir el principio 
de gratuidad de la enseñanza obligatoria. Tal y como está formulado, este último principio 
únicamente implica que, para la enseñanza obligatoria, todos los niños tengan la posibilidad 
de acceder a un centro que practique la gratuidad. No impone que todos los centros, inclui-
dos los centros de formación profesional y de formación permanente, y en particular los pri-
vados, que dispensen dicha enseñanza sean gratuitos. Tampoco prohíbe que determinadas 
formas específicas de enseñanza puedan ser de pago, si el Estado adopta las medidas nece-
sarias destinadas a conceder una compensación financiera. En la medida en que la Carta 
se aplica a la Unión, esto significa que, en el marco de sus políticas de formación, la Unión 
debe respetar la gratuidad de la enseñanza obligatoria, pero sin que, naturalmente, ello cree 
nuevas competencias. Por lo que se refiere al derecho de los padres, deberá interpretarse en 
relación con las disposiciones del artículo 24.

2. La libertad de creación de centros docentes públicos o privados se garantiza como 
uno de los aspectos de la libertad de empresa, pero está limitada por el respeto de los prin-
cipios democráticos y se ejerce con arreglo a las modalidades definidas por las legislaciones 
nacionales.

Explicación relativa al artículo 15 
— Libertad profesional y derecho a trabajar
La libertad profesional, consagrada en el apartado 1 del artículo 15, se halla reconoci-

da en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia (véanse, entre otras, las sentencias de 14 de 
mayo de 1974, asunto 4/73, Nold, Rec. 1974, p. 491, apartados 12 a 14; de 13 de diciembre 
de 1979, asunto 44/79, Hauer, Rec. 1979, p. 3727; de 8 de octubre de 1986, asunto 234/85, 
Keller, Rec. 1986, p. 2897, apartado 8).

Este apartado se inspira asimismo en el apartado 2 del artículo 1 de la Carta Social 
Europea, firmada el 18 de octubre de 1961 y ratificada por todos los Estados miembros, así 
como en el punto 4 de la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de los 
Trabajadores de 9 de diciembre de 1989. La expresión “condiciones laborales” se entenderá 
en el sentido del artículo 156 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

El apartado 2 incorpora las tres libertades garantizadas por los artículos 26 y 45, 49 y 
56 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, es decir: la libre circulación de los 
trabajadores, la libertad de establecimiento y la libre prestación de servicios.
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El apartado 3 está basado en la letra g) del apartado 1 del artículo 153 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, así como en el punto 4 del artículo 19 de la Carta So-
cial Europea, firmada el 18 de octubre de 1961 y ratificada por todos los Estados miembros. 
Es por lo tanto aplicable el apartado 2 del artículo 52 de la Carta. La cuestión de la contra-
tación de marinos con nacionalidad de terceros Estados en las tripulaciones de buques con 
pabellón de un Estado miembro de la Unión quedará regulada por el Derecho de la Unión 
y las legislaciones y prácticas nacionales.

Explicación relativa al artículo 16 
— Libertad de empresa
Este artículo se basa en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia por la que se ha reco-

nocido la libertad de ejercer una actividad económica o mercantil (véanse las sentencias de 
14 de mayo de 1974, asunto 4/73, Nold, Rec. 1974, p. 491, apartado 14; y de 27 de septiem-
bre de 1979, asunto 230/78, SpA Eridania y otros, Rec. 1979, p. 2749, apartados 20 y 31) y 
la libertad contractual (véanse, entre otras, las sentencias Sukkerfabriken Nykoebing, asunto 
151/78, Rec. 1979, p. 1, apartado 19; y la de 5 de octubre de 1999, España c. Comisión, 
C-240/97, Rec. 1999, p. I-6571, apartado 99), así como en los apartados 1 y 3 del artículo 
119 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, que reconoce la libre competen-
cia. Este derecho se ejercerá, naturalmente, dentro del respeto del Derecho de la Unión y 
de las legislaciones nacionales. Podrá someterse a las limitaciones previstas en el apartado 
1 del artículo 52 de la Carta.

Explicación relativa al artículo 17 
— Derecho a la propiedad
Este artículo corresponde al artículo 1 del Protocolo Adicional al CEDH, que dice lo 

siguiente:
“Toda persona física o moral tiene derecho al respeto de sus bienes. Nadie podrá ser 

privado de su propiedad más que por causa de utilidad pública y en las condiciones previstas 
por la ley y los principios generales del derecho internacional.

Las disposiciones precedentes se entienden sin perjuicio del derecho que poseen los 
Estados de poner en vigor las leyes que juzguen necesarias para la reglamentación del uso 
de los bienes de acuerdo con el interés general o para garantizar el pago de los impuestos u 
otras contribuciones o de las multas.”

Se trata de un derecho fundamental común a todas las constituciones nacionales. Ha 
quedado consagrado en numerosas ocasiones en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia y, 
por vez primera, en la sentencia Hauer (de 13 de diciembre de 1979, Rec. 1979, p. 3727). La 
redacción se ha modernizado, si bien conforme al apartado 3 del artículo 52, este derecho 
tiene el mismo sentido y alcance que el garantizado en el CEDH, no pudiendo sobrepasarse 
las limitaciones previstas en este último.

Se hace una referencia explícita en el apartado 2 a la protección de la propiedad intelec-
tual, que es uno de los aspectos del derecho de propiedad, debido a su creciente importancia 
y al derecho comunitario derivado. La propiedad intelectual abarca, además de la propiedad 
literaria y artística, en especial el derecho de patentes y marcas y los derechos conexos. 
Las garantías establecidas en el apartado 1 se aplican de manera adecuada a la propiedad 
intelectual.
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Explicación relativa al artículo 18 
— Derecho de asilo
El texto de este artículo se ha basado en el artículo 63 del Tratado CE, sustituido ahora 

por el artículo 78 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, que impone a la 
Unión el respeto de la Convención de Ginebra sobre los refugiados. Conviene remitirse a las 
disposiciones de los protocolos relativos al Reino Unido y a Irlanda, anejos a los Tratados, 
así como a Dinamarca, para determinar en qué medida estos Estados miembros aplican el 
Derecho de la Unión en la materia y en qué medida este artículo les es aplicable. Este artí-
culo respeta el Protocolo sobre el asilo anejo a los Tratados.

Explicación relativa al artículo 19 
— Protección en caso de devolución, expulsión y extradición
El apartado 1 de este artículo tiene el mismo significado y alcance que el artículo 4 del 

Protocolo n.o 4 al CEDH, en lo referente a las expulsiones colectivas. Su objetivo es garan-
tizar que cada decisión se base en un examen concreto y que no se pueda decidir mediante 
una sola medida la expulsión de todas las personas que tengan la nacionalidad de un Estado 
determinado (véase también el artículo 13 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos).

El apartado 2 incorpora la jurisprudencia pertinente del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos relativa al artículo 3 del CEDH (véase la sentencia de 17 de diciembre de 1996, 
Ahmed c. Austria, Rec. 1996, VI-2206, y la sentencia Soering de 7 de julio de 1989).

Título III — Igualdad

Explicación relativa al artículo 20 
— Igualdad ante la ley
Este artículo corresponde a un principio general de Derecho que figura inscrito en todas 

las constituciones europeas y que el Tribunal de Justicia consideró un principio fundamental 
del Derecho comunitario (sentencia de 13 de noviembre de 1984, Racke, asunto 283/83, Rec. 
1984, p. 3791; sentencia de 17 de abril de 1997, asunto C-15/95, EARL, Rec. 1997, p. I-1961, 
y sentencia de 13 de abril de 2000, asunto C-292/97, Karlsson, Rec. 2000, p. 2737).

Explicación relativa al artículo 21 
— No discriminación
El apartado 1 se inspira en el artículo 13 del Tratado CE, sustituido ahora por el artí-

culo 19 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, en el artículo 14 del CEDH 
y en el artículo 11 del Convenio relativo a los derechos humanos y la biomedicina, referente 
al patrimonio genético. En la medida en que coincide con el artículo 14 del CEDH, se aplica 
de acuerdo con éste.

No existe contradicción ni incompatibilidad entre el apartado 1 y el artículo 19 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, que tiene objetivos y alcance diferentes: 
el artículo 19 confiere competencias a la Unión para adoptar actos legislativos, incluida la 
armonización de las disposiciones legales y reglamentarias de los Estados miembros, con 
el fin de combatir determinadas formas de discriminación que se especifican de forma ex-
haustiva en el citado artículo. Dicha legislación podría cubrir la acción de las autoridades 
de los Estados miembros (así como las relaciones entre los particulares) en cualquier ámbito 
dentro de los límites de las competencias de la Unión. Las disposiciones del apartado 1 del 
artículo 21 no confieren, sin embargo, competencias para adoptar leyes con el fin de com-
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batir formas de discriminación en ámbitos de acción de los Estados miembros o en la esfera 
privada, ni constituyen una prohibición generalizada de la discriminación en dichos ámbi-
tos. Se refieren solamente a las discriminaciones por parte de las instituciones y órganos de 
la Unión en el ejercicio de las competencias que les confieren los Tratados, y por parte de los 
Estados miembros cuando apliquen el Derecho de la Unión solamente. Por consiguiente, 
el apartado 1 no modifica el alcance de las competencias conferidas por el artículo 19 ni la 
interpretación de dicho artículo.

El apartado 2 corresponde al párrafo primero del artículo 18 del Tratado de Funciona-
miento de la Unión Europea y debe aplicarse de acuerdo con este último.

Explicación relativa al artículo 22 
— Diversidad cultural, religiosa y lingüística
Este artículo se ha basado en el artículo 6 del Tratado de la Unión Europea y en los 

apartados 1 y 4 del artículo 151 del Tratado CE, sustituidos ahora por los apartados 1 y 4 
del artículo 167 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, relativos a la cultura. 
Además, el respeto de la diversidad cultural y lingüística figura ahora también en el aparta-
do 3 del artículo 3 del Tratado de la Unión Europea. El artículo se inspira asimismo en la 
declaración n.o 11 del Acta final del Tratado de Ámsterdam sobre el estatuto de las Iglesias 
y de las organizaciones no confesionales, que se recoge ahora en el artículo 17 del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea.

Explicación relativa al artículo 23 
— Igualdad entre mujeres y hombres
El párrafo primero de este artículo se ha basado en el artículo 2 y en el apartado 2 del 

artículo 3 del Tratado CE, que han sido sustituidos por el artículo 3 del Tratado de la Unión 
Europea y el artículo 8 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, que imponen 
como objetivo a la Unión promover la igualdad entre el hombre y la mujer en la Unión, y en 
el apartado 1 del artículo 157 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Se ins-
pira en el artículo 20 de la Carta Social Europea revisada, de 3 de mayo de 1996, y en el pun-
to 16 de la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de los Trabajadores.

Se basa asimismo en el apartado 3 del artículo 157 del Tratado de Funcionamiento de 
la Unión Europea y en el apartado 4 del artículo 2 de la Directiva 76/207/CEE del Consejo 
relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que 
se refiere al acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesionales, y a las condi-
ciones de trabajo.

El párrafo segundo recoge en una fórmula más breve el apartado 4 del artículo 157 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, conforme al cual el principio de igual-
dad de trato no impide el mantenimiento o la adopción de medidas que ofrezcan ventajas 
concretas destinadas a facilitar al sexo menos representado el ejercicio de una actividad 
profesional o a prevenir o compensar desventajas en sus carreras profesionales. De confor-
midad con el apartado 2 del artículo 52, el párrafo segundo no modifica el apartado 4 del 
artículo 157.

Explicación relativa al artículo 24 
— Derechos del niño
Este artículo está basado en la Convención de Nueva York sobre los Derechos del 

Niño, firmada el 20 de noviembre de 1989 y ratificada por todos los Estados miembros, y, 
en particular, en sus artículos 3, 9, 12 y 13.
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En el apartado 3 se toma en consideración el hecho de que, como parte del estableci-
miento de un espacio de libertad, seguridad y justicia, la legislación de la Unión en asuntos 
civiles con repercusiones transfronterizas, para la cual el artículo 81 del Tratado de Funcio-
namiento de la Unión Europea confiere competencias, puede incluir en particular el dere-
cho de visita que garantiza a los niños poder mantener de forma periódica contacto personal 
y directo con su padre y con su madre.

Explicación relativa al artículo 25 
— Derechos de las personas mayores
Este artículo se inspira en el artículo 23 de la Carta Social Europea revisada y en los 

puntos 24 y 25 de la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de los Tra-
bajadores. La participación en la vida social y cultural incluye por supuesto la participación 
en la vida política.

Explicación relativa al artículo 26 
— Integración de las personas discapacitadas
El principio incluido en este artículo se basa en el artículo 15 de la Carta Social Euro-

pea y se inspira igualmente en el punto 26 de la Carta comunitaria de los derechos sociales 
fundamentales de los trabajadores.

Título IV — Solidaridad

Explicación relativa al artículo 27 
— Derecho a la información y consulta de los trabajadores en la empresa
Este artículo figura en la Carta Social Europea revisada (artículo 21) y en la Carta 

Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de los Trabajadores (puntos 17 y 18). 
Se aplica en las condiciones previstas por el Derecho de la Unión y por los Derechos nacio-
nales. La referencia a los niveles adecuados remite a los niveles previstos por el Derecho de 
la Unión o por el Derecho o las prácticas nacionales, lo que puede incluir el nivel europeo 
cuando la legislación de la Unión lo prevea. El acervo de la Unión en este ámbito es impor-
tante: artículos 154 y 155 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y Directivas 
2002/14/CE (marco general relativo a la información y a la consulta de los trabajadores), 
98/59/CE (despidos colectivos), 2001/23/CE (traspasos de empresas) y 94/45/CE (comi-
tés de empresa europeos).

Explicación relativa al artículo 28 
— Derecho de negociación y de acción colectiva
Este artículo se basa en el artículo 6 de la Carta Social Europea, así como en la Carta 

Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de los Trabajadores (puntos 12 a 
14). El Tribunal Europeo de Derechos Humanos reconoció el derecho a la acción colectiva 
como uno de los elementos del derecho de sindicación establecido en el artículo 11 del 
CEDH. En lo referente a los niveles adecuados en los que puede tener lugar la negociación 
colectiva, véanse las explicaciones dadas en relación con el artículo anterior. Las modali-
dades y límites en el ejercicio de acciones colectivas, incluida la huelga, entran dentro del 
ámbito de las legislaciones y prácticas nacionales, incluida la cuestión de si pueden llevarse 
a cabo de forma paralela en varios Estados miembros.
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Explicación relativa al artículo 29 
— Derecho de acceso a los servicios de colocación
Este artículo se basa en el apartado 3 del artículo 1 de la Carta Social Europea, así 

como en el punto 13 de la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de 
los Trabajadores.

Explicación relativa al artículo 30 
— Protección en caso de despido injustificado
Este artículo se inspira en el artículo 24 de la Carta Social Europea revisada. Véanse 

también las Directivas 2001/23/CE sobre mantenimiento de los derechos de los trabajado-
res en caso de traspasos de empresas y 80/987/CEE sobre protección de los trabajadores en 
caso de insolvencia, modificada por la Directiva 2002/74/CE.

Explicación relativa al artículo 31 
— Condiciones de trabajo justas y equitativas
1. El apartado 1 de este artículo se basa en la Directiva 89/391/CEE, relativa a la apli-

cación de medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud de los trabajadores 
en el trabajo. Se inspira igualmente en el artículo 3 de la Carta Social Europea y en el punto 
19 de la Carta comunitaria de los derechos sociales fundamentales de los trabajadores así 
como, en lo que se refiere al derecho a la dignidad en el trabajo, en el artículo 26 de la Carta 
Social Europea revisada. La expresión “condiciones laborales” debe entenderse según el 
sentido del artículo 156 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

2. El apartado 2 se basa en la Directiva 93/104/CE relativa a determinados aspectos 
de la ordenación del tiempo de trabajo, así como en el artículo 2 de la Carta Social Europea 
y en el punto 8 de la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de los 
Trabajadores.

Explicación relativa al artículo 32 
— Prohibición del trabajo infantil y protección de los jóvenes en el trabajo
Este artículo se basa en la Directiva 94/33/CE relativa a la protección de los jóvenes en 

el trabajo, así como en el artículo 7 de la Carta Social Europea y en los puntos 20 a 23 de la 
Carta Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de los Trabajadores.

Explicación relativa al artículo 33 
— Vida familiar y vida profesional
El apartado 1 del artículo 33 se basa en el artículo 16 de la Carta Social Europea.
El apartado 2 se inspira en la Directiva 92/85/CEE del Consejo relativa a la aplicación 

de medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud en el trabajo de la traba-
jadora embarazada, que haya dado a luz o en período de lactancia, y en la Directiva 96/34/
CE relativa al Acuerdo marco sobre el permiso parental celebrado por la UNICE, el CEEP 
y la CES. Se basa asimismo en el artículo 8 (protección de la maternidad) de la Carta Social 
Europea y se inspira en el artículo 27 (derecho de los trabajadores con responsabilidades 
familiares a la igualdad de oportunidades y de trato) de la Carta Social revisada. El término 
“maternidad” abarca el período desde la concepción a la lactancia.
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Explicación relativa al artículo 34 
— Seguridad social y ayuda social
El principio enunciado en el apartado 1 del artículo 34 se basa en los artículos 153 y 

156 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, así como en el artículo 12 de la 
Carta Social Europea y en el punto 10 de la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales 
Fundamentales de los Trabajadores. La Unión debe respetarlo en el ejercicio de las compe-
tencias que le confieren los artículos 153 y 156 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea. La referencia a servicios sociales se refiere a los casos en que dichos servicios se 
han establecido para garantizar determinadas prestaciones pero de ninguna manera implica 
que dichos servicios deban ser creados cuando no existen. La expresión “maternidad” debe 
entenderse en el mismo sentido que en el artículo precedente.

El apartado 2 se basa en el apartado 4 del artículo 12 y en el apartado 4 del artículo 13 
de la Carta Social Europea y en el punto 2 de la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales 
Fundamentales de los Trabajadores y refleja las normas dimanantes del Reglamento (CEE) 
n.o 1408/71 y del Reglamento (CEE) n.o 1612/68.

El apartado 3 se inspira en el artículo 13 de la Carta Social Europea y en los artículos 
30 y 31 de la Carta Social revisada, así como en el punto 10 de la Carta Comunitaria. La 
Unión debe respetar tal derecho en el marco de las políticas basadas en el artículo 153 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

Explicación relativa al artículo 35 
— Protección de la salud
Los principios incluidos en este artículo se basan en el artículo 152 del Tratado CE, que 

ha sido sustituido por el artículo 168 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 
así como en los artículos 11 y 13 de la Carta Social Europea. La segunda frase del artículo 
reproduce el apartado 1 del artículo 168.

Explicación relativa al artículo 36 
— Acceso a los servicios de interés económico general
Este artículo se atiene plenamente al artículo 14 del Tratado de Funcionamiento de la 

Unión Europea y no crea nuevos derechos. Sienta solamente el principio del respeto por 
parte de la Unión del acceso a los servicios de interés económico general tal como lo prevén 
las disposiciones nacionales, siempre y cuando éstas sean compatibles con el Derecho de la 
Unión.

Explicación relativa al artículo 37 
— Protección del medio ambiente
El principio contemplado en este artículo se ha basado en los artículos 2, 6 y 174 del 

Tratado CE, sustituidos ahora por el apartado 3 del artículo 3 del Tratado de la Unión Eu-
ropea y los artículos 11 y 191 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

Se inspira igualmente en las disposiciones de determinadas constituciones nacionales.

Explicación relativa al artículo 38 
— Protección de los consumidores
El principio contemplado en este artículo se ha basado en el artículo 169 del Tratado 

de Funcionamiento de la Unión Europea.
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Título V — Ciudadanía

Explicación relativa al artículo 39 
— Derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones al Parlamento Europeo
El artículo 39 se aplica en las condiciones establecidas en los Tratados, de conformidad 

con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 52 de la Carta. En efecto, el apartado 1 del 
artículo 39 corresponde al derecho garantizado en el apartado 2 del artículo 20 del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea (cf. asimismo la base jurídica contemplada en el 
artículo 22 para la adopción de las modalidades de ejercicio de este derecho) y el apartado 2 
del artículo 39 corresponde al apartado 3 del artículo 14 del Tratado de la Unión Europea. 
El apartado 2 del artículo 39 enuncia los principios básicos del régimen electoral de un sis-
tema democrático.

Explicación relativa al artículo 40 
— Derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales
Este artículo corresponde al derecho garantizado en el apartado 2 del artículo I20 del 

Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (cf. asimismo la base jurídica en el artícu-
lo 22 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea para la adopción de las moda-
lidades de ejercicio de este derecho). De conformidad con lo dispuesto en el apartado 2 del 
artículo 52, se aplicará en las condiciones establecidas en dichos artículos de los Tratados.

Explicación relativa al artículo 41 
— Derecho a una buena administración
El artículo 41 se basa en la existencia de la Unión como una comunidad de Derecho, 

cuyas características ha desarrollado la jurisprudencia, que consagró, entre otras cosas, la 
buena administración como un principio general de Derecho (véase, entre otras, la sen-
tencia del Tribunal de Justicia de 31 de marzo de 1992, C-255/90 P, Burban, Rec. 1992, p. 
I-2253; así como las sentencias del Tribunal de Primera Instancia de 18 de septiembre de 
1995, T-167/94, Nölle, Rec. 1995, p. II-2589; de 9 de julio de 1999, T-231/97, New Europe 
Consulting y otros, Rec. 1999. p. II-2403). Las manifestaciones de este derecho enunciadas 
en los dos primeros apartados se derivan de la jurisprudencia (sentencias del Tribunal de 
Justicia de 15 de octubre de 1987, asunto 222/86, Heylens, Rec. 1987, p. 4097, apartado 15; 
de 18 de octubre de 1989, asunto 374/87, Orkem, Rec. 1989, p. 3283; de 21 de noviembre de 
1991, C-269/90, TU München, Rec. 1991, p. I-5469, y sentencias del Tribunal de Primera 
Instancia de 6 de diciembre de 1994, T-450/93, Lisrestal, Rec. 1994, p. II-1177; de 18 de 
septiembre de 1995, T-167/94, Nölle, Rec. 1995, p. II-2589) y, con respecto a la obligación 
de motivar, del artículo 296 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (véase 
asimismo la base jurídica en el artículo 298 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Eu-
ropea para la adopción de actos legislativos en aras de una administración europea abierta, 
eficaz e independiente).

El apartado 3 reproduce el derecho garantizado ahora en el artículo 340 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea. El apartado 4 reproduce el derecho garantizado aho-
ra en la letra d) del apartado 2 del artículo 20 y en el artículo 25 del Tratado de Funciona-
miento de la Unión Europea. De acuerdo con el apartado 2 del artículo 52 de la Carta, estos 
derechos se aplicarán en las condiciones y dentro de los límites establecidos en los Tratados.

El derecho a la tutela judicial efectiva que constituye un aspecto importante de esta 
cuestión está garantizado en el artículo 47 de la presente Carta.
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Explicación relativa al artículo 42 
— Derecho de acceso a los documentos
El derecho garantizado en este artículo ha sido tomado del artículo 255 del Tratado 

CE, sobre la base del cual se adoptó posteriormente el Reglamento no 1049/2001. La Con-
vención Europea ha ampliado este derecho a los documentos de las instituciones, organis-
mos y agencias en general, independientemente de la forma que tengan (véase el apartado 3 
del artículo 15 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. De conformidad con 
lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 52 de la Carta, el derecho de acceso a los docu-
mentos se ejercerá en las condiciones y dentro de los límites establecidos en el apartado 3 
del artículo 15 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

Explicación relativa al artículo 43 
— El Defensor del Pueblo Europeo
El derecho garantizado en este artículo es el que garantizan los artículos 20 y 228 del 

Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. De conformidad con lo dispuesto en el 
apartado 2 del artículo 52, se aplicará en las condiciones determinadas por ambos artículos.

Explicación relativa al artículo 44 
— Derecho de petición
El derecho garantizado en este artículo es el que garantizan los artículos 20 y 227 del 

Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. De conformidad con lo dispuesto en el 
apartado 2 del artículo 52, se aplicará en las condiciones determinadas por ambos artículos.

Explicación relativa al artículo 45 
— Libertad de circulación y de residencia
El derecho garantizado en el apartado 1 es el que garantiza la letra a) del apartado 2 del 

artículo 20 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (véase asimismo la base 
jurídica en el artículo 21 y la sentencia del Tribunal de Justicia de 17 de septiembre de 2002, 
asunto C-413/99, Baumbast, Rec. 2002, p. 709). De conformidad con lo dispuesto en el 
apartado 2 del artículo 52, se aplicará en las condiciones y dentro de los límites establecidos 
en los Tratados.

El apartado 2 recuerda la competencia otorgada a la Unión por los artículos 77, 78 y 
79 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Por consiguiente, la concesión de 
este derecho depende del ejercicio de esta competencia por las instituciones.

Explicación relativa al artículo 46 
— Protección diplomática y consular
El derecho garantizado por este artículo es el que garantiza el artículo 20 del Tratado 

de Funcionamiento de la Unión Europea; véase también la base jurídica en el artículo 23. 
De conformidad con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 52, se aplicará en las condi-
ciones determinadas por dichos artículos.

Título VI — Justicia

Explicación relativa al artículo 47 
— Derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial
El párrafo primero se basa en el artículo 13 del CEDH:
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“Toda persona cuyos derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio hayan 
sido violados tiene derecho a la concesión de un recurso efectivo ante una instancia nacio-
nal, incluso cuando la violación haya sido cometida por personas que actúen en el ejercicio 
de sus funciones oficiales.”

No obstante, en el Derecho de la Unión la protección es más amplia, ya que garantiza 
un derecho a un recurso efectivo ante un juez. El Tribunal de Justicia consagró este derecho 
en su sentencia de 15 de mayo de 1986 como un principio general del Derecho de la Unión 
(Johnston, asunto 222/84, Rec. 1986, p. 1651; véanse también las sentencias de 15 de oc-
tubre de 1987, asunto 222/86, Heylens, Rec. 1987, p. 4097, y de 3 de diciembre de 1992, 
asunto C-97/91, Borelli, Rec. 1992, p. I-6313). Según el Tribunal de Justicia, este principio 
general del Derecho de la Unión también se aplica a los Estados miembros cuando éstos 
aplican el Derecho de la Unión. La inclusión de esta jurisprudencia en la Carta no tenía 
por objeto modificar el sistema de control jurisdiccional establecido en los Tratados ni, en 
particular, las normas relativas a la admisibilidad de los recursos interpuestos directamente 
ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea. La Convención Europea ha examinado el 
sistema de control jurisdiccional de la Unión, incluidas las normas relativas a la admisibili-
dad y ha confirmado dicho sistema, si bien se han modificado determinados aspectos, como 
establecen los artículos 251 a 281 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y, 
en particular, el párrafo cuarto del artículo 263. El artículo 47 se aplica respecto de las ins-
tituciones de la Unión y de los Estados miembros cuando aplican el Derecho de la Unión, 
para todos los derechos que garantiza el Derecho de la Unión.

El párrafo segundo corresponde al apartado 1 del artículo 6 del CEDH, que dice lo siguiente:
“Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, públicamente y dentro 

de un plazo razonable, por un Tribunal independiente e imparcial, establecido por la Ley, 
que decidirá los litigios sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil o sobre el funda-
mento de cualquier acusación en materia penal dirigida contra ella. La sentencia debe ser 
pronunciada públicamente, pero el acceso a la Sala de Audiencia puede ser prohibido a la 
prensa y al público durante la totalidad o parte del proceso en interés de la moralidad, del 
orden público o de la seguridad nacional en una sociedad democrática, cuando los intereses 
de los menores o la protección de la vida privada de las partes en el proceso así lo exijan o 
en la medida considerada necesaria por el Tribunal, cuando en circunstancias especiales la 
publicidad pudiera ser perjudicial para los intereses de la justicia.”

En el Derecho de la Unión, el derecho a un tribunal no se aplica únicamente a litigios 
relativos a derechos y obligaciones de carácter civil. Es una de las consecuencias del hecho 
de que la Unión sea una comunidad de Derecho, tal y como lo hizo constar el Tribunal de 
Justicia en el asunto 294/83, Les Verts c. Parlamento Europeo (sentencia de 23 de abril de 
1986, Rec. 1986, p. 1339). No obstante, salvo en lo referente a su ámbito de aplicación, las 
garantías ofrecidas por el CEDH se aplican de manera similar en la Unión.

Por lo que se refiere al párrafo tercero, interesa hacer notar que, de acuerdo con la juris-
prudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, debe concederse asistencia jurídica 
cuando su ausencia pudiera hacer ineficaz la garantía de un recurso efectivo (sentencia del 
TEDH de 9.10.1979, Airey, Serie A, Volumen 32, p. 11). Un sistema de asistencia jurídica 
también existe ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

Explicación relativa al artículo 48 
— Presunción de inocencia y derechos de la defensa
El artículo 48 coincide con los apartados 2 y 3 del artículo 6 del CEDH, que dicen lo 

siguiente:
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“2. Toda persona acusada de una infracción se presume inocente hasta que su culpabi-
lidad haya sido legalmente declarada.

3. Todo acusado tiene, como mínimo, los siguientes derechos:
a) a ser informado, en el más breve plazo, en una lengua que comprenda y detallada-

mente, de la naturaleza y de la causa de la acusación formulada contra él;
b) a disponer del tiempo y de las facilidades necesarias para la preparación de su de-

fensa;
c) a defenderse por sí mismo o a ser asistido por un defensor de su elección y, si no 

tiene medios para pagarlo, a poder ser asistido gratuitamente por un abogado de 
oficio, cuando los intereses de la justicia lo exijan;

d) a interrogar o hacer interrogar a los testigos que declaren contra él y a obtener la 
citación y el interrogatorio de los testigos que declaren en su favor en las mismas 
condiciones que los testigos que lo hagan en su contra;

e) a ser asistido gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla la lengua 
empleada en la audiencia.”

De conformidad con el apartado 3 del artículo 52, este derecho tiene el mismo sentido 
y alcance que el derecho garantizado por el CEDH.

Explicación relativa al artículo 49 
— Principios de legalidad y de proporcionalidad de los delitos y las penas
Este artículo recoge la norma clásica de irretroactividad de las leyes y sanciones pena-

les. Se ha añadido la norma de retroactividad de la pena más leve que reconocen numerosos 
Estados miembros y figura en el artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos.

El artículo 7 del CEDH dice lo siguiente:
“1. Nadie podrá ser condenado por una acción o una omisión que, en el momento 

en que haya sido cometida, no constituya una infracción según el Derecho nacional o in-
ternacional. Igualmente, no podrá ser impuesta una pena más grave que la aplicable en el 
momento en que la infracción haya sido cometida.

2. El presente artículo no impedirá el juicio y el castigo de una persona culpable de una 
acción o de una omisión que, en el momento de su comisión, constituía delito según los 
principios generales del derecho reconocidos por las naciones civilizadas.”

Se ha suprimido simplemente el término “civilizadas” del apartado 2, lo que no supo-
ne modificación alguna del sentido de este apartado, que se refiere a los crímenes contra la 
humanidad. De conformidad con el apartado 3 del artículo 52, el derecho garantizado tiene 
por lo tanto el mismo sentido y alcance que el garantizado por el CEDH.

El apartado 3 recoge el principio general de proporcionalidad de los delitos y las penas 
consagrado por las tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros y la juris-
prudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades.

Explicación relativa al artículo 50 
— Derecho a no ser juzgado o condenado penalmente dos veces por la misma in-

fracción
El artículo 4 del Protocolo n.o 7 del CEDH dice lo siguiente:
“1. Nadie podrá ser procesado o castigado penalmente por las jurisdicciones del mismo 

Estado por una infracción por la que hubiera sido ya absuelto o condenado por sentencia 
firme conforme a la Ley y al procedimiento penal de ese Estado.
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2. Lo dispuesto en el párrafo anterior no obsta a la reapertura del proceso, conforme a 
la Ley y al procedimiento penal del Estado interesado, cuando hechos nuevos o revelacio-
nes nuevas o cuando un vicio esencial en ese procedimiento pudieran afectar a la sentencia 
dictada.

3. No se autorizará excepción alguna del presente artículo a título del artículo 15 del 
Convenio.”

El principio “non bis in idem” se aplica en Derecho de la Unión (véase, entre otras 
sentencias de una importante jurisprudencia, la de 5 de mayo de 1966, Gutmann c. Comi-
sión, asuntos 18/65 y 35/65, Rec. 1966, p. 150, y, para un asunto reciente, la sentencia del 
Tribunal de Primera Instancia de 20 de abril de 1999, asuntos acumulados T-305/94 y otros, 
Limburgse Vinyl Maatschappij NV c. Comisión, Rec.1999, p. II-931), con la precisión de 
que la regla de la no acumulación se refiere a la acumulación de dos sanciones de la misma 
naturaleza, en este caso penales.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 50, el principio “non bis in idem” no 
se aplica únicamente en el ámbito jurisdiccional de un mismo Estado, sino también entre 
las jurisdicciones de varios Estados miembros, lo que se corresponde con el acervo del De-
recho de la Unión (véanse los artículos 54 a 58 del Convenio de Aplicación del Acuerdo de 
Schengen y la sentencia del Tribunal de Justicia de 11 de febrero de 2003, asunto C-187/01 
Gözütok (Rec. 2003, p. I-1345), el artículo 7 del Convenio relativo a la protección de los in-
tereses financieros de la Comunidad y el artículo 10 del Convenio relativo a la lucha contra 
la corrupción). Las excepciones, bien limitadas, en virtud de las cuales estos convenios per-
miten a los Estados miembros apartarse del principio “non bis in idem” quedan cubiertas 
por la cláusula horizontal del apartado 1 del artículo 52 sobre las limitaciones. En lo que 
se refiere a las situaciones contempladas por el artículo 4 del Protocolo n.o 7, es decir, la 
aplicación del principio en el interior de un mismo Estado miembro, el derecho garantizado 
tiene el mismo sentido y el mismo alcance que el derecho correspondiente del CEDH.

Título VII — disposiciones generales que rigen la 
interpretación y la aplicación de la carta

Explicación relativa al artículo 51 
— Ámbito de aplicación
El artículo 51 tiene por objeto determinar el ámbito de aplicación de la Carta. Su fi-

nalidad consiste en establecer claramente que la Carta se aplica en primer lugar a las ins-
tituciones y órganos de la Unión dentro del respeto del principio de subsidiariedad. Esta 
disposición fue redactada ateniéndose al [apartado 2 del artículo 6] del Tratado de la Unión 
Europea, que imponía a la Unión el respeto de los derechos fundamentales, y al mandato 
conferido por el Consejo Europeo de Colonia. Los Tratados consagran el término “insti-
tuciones”. Los términos “órganos y organismos” se utilizan generalmente en los Tratados 
para referirse a todas las instancias creadas por los Tratados o por actos de Derecho deriva-
do (véanse, por ejemplo, los artículos 15 y 16 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea).

En lo que a los Estados miembros se refiere, de la jurisprudencia del Tribunal de Justi-
cia se desprende inequívocamente que la obligación de respetar los derechos fundamentales 
definidos en el marco de la Unión sólo se impone a los Estados miembros cuando actúan 
en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión (sentencia de 13 de julio de 1989, Wa-
chauf, asunto 5/88, Rec. 1989, p. 2609; sentencia de 18 de junio de 1991, ERT, Rec. 1991, 

Int_cuadernos Analisis_71.indd   74 7/9/20   10:20



75

p. I-2925; sentencia de 18 de diciembre de 1997, asunto C-309/96 Annibaldi, Rec. 1997, p. 
I-7493). Recientemente, el Tribunal de Justicia ha confirmado esta jurisprudencia en los si-
guientes términos: “Debe recordarse, además, que las exigencias derivadas de la protección 
de los derechos fundamentales en el ordenamiento jurídico comunitario vinculan, asimis-
mo, a los Estados miembros cuando aplican la normativa comunitaria…” (sentencia de 13 
de abril de 2000, asunto C-292/97, Rec. 2000, p. I-2737, apartado 37). Por supuesto, esta 
norma tal como se consagra en la presente Carta, se aplica tanto a las autoridades centrales 
como a las instancias regionales o locales así como a los organismos públicos cuando apli-
can el Derecho de la Unión.

El apartado 2, junto con la segunda frase del apartado 1, confirma que la Carta no pue-
de dar lugar a una ampliación de las competencias y funciones conferidas a la Unión por los 
Tratados. Se trata de mencionar explícitamente lo que lógicamente se infiere del principio 
de subsidiariedad y del hecho de que la Unión sólo disponga de competencias de atribución. 
Los derechos fundamentales garantizados en la Unión sólo son efectivos en el marco de las 
competencias que definen los Tratados. Por consiguiente, la obligación de las instituciones 
de la Unión, con arreglo a la segunda frase del apartado 1, de promover los principios esta-
blecidos en la Carta sólo se puede producir dentro de los límites de las citadas competencias.

El apartado 2 confirma asimismo que la Carta no puede tener como efecto ampliar el 
ámbito de aplicación del Derecho de la Unión más allá de las competencias de la Unión 
definidas en los Tratados. El Tribunal de Justicia ya ha establecido esta norma respecto de 
los derechos fundamentales reconocidos como parte del Derecho de la Unión (sentencia de 
17 de febrero de 1998, asunto 249/96 Grant, Rec. 1998, p. I-621, apartado 45). De confor-
midad con esta norma, es obvio que la remisión a la Carta en el artículo 6 del Tratado de la 
Unión Europea no puede entenderse como una ampliación del alcance de la acción de los 
Estados miembros en la “aplicación del Derecho de la Unión” (en el sentido del apartado 1 
y de la jurisprudencia mencionada).

Explicación relativa al artículo 52 
— Alcance e interpretación de los derechos y principios
El artículo 52 tiene por objeto fijar el alcance de los derechos y principios de la Carta, y 

establecer normas para su interpretación. El apartado 1 trata del régimen de limitaciones de 
derechos. La fórmula empleada se inspira en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia: “… 
según jurisprudencia consolidada, pueden establecerse restricciones al ejercicio de estos de-
rechos, en particular en el ámbito de una organización común de mercado, siempre que di-
chas restricciones respondan efectivamente a objetivos de interés general perseguidos por la 
Comunidad y no constituyan, teniendo en cuenta el objetivo perseguido, una intervención 
desmesurada e intolerable que afecte a la esencia misma de dichos derechos” (sentencia de 
13 de abril de 2000, asunto C-292/97, apartado 45). La mención de intereses generales re-
conocidos por la Unión abarca tanto los objetivos mencionados en el artículo 3 del Tratado 
de la Unión Europea como otros intereses protegidos por disposiciones específicas de los 
Tratados, como el apartado 1 del artículo 4 del Tratado de la Unión Europea, el apartado 
3 del artículo 35 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y los artículos 36 y 
346 de este mismo Tratado.

El apartado 2 se refiere a derechos que ya habían sido explícitamente consagrados por 
el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, que han sido reconocidos por la Carta y 
que se encuentran ahora en los Tratados (en particular, los derechos derivados de la ciuda-
danía de la Unión). Este apartado aclara que esos derechos siguen sometidos a las condicio-
nes y límites aplicables al Derecho de la Unión en el que se basen, tal como se establecen 
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en los Tratados. La Carta no modifica el régimen de los derechos conferidos por el Tratado 
CE, recogidos en los Tratados.

El apartado 3 pretende garantizar la coherencia necesaria entre la Carta y el CEDH 
sentando la norma de que, en la medida en que los derechos de la presente Carta corres-
ponden también a derechos garantizados por el CEDH, su sentido y alcance, incluidas las 
limitaciones que se admiten, son los mismos que prevé el CEDH. De ello resulta, en parti-
cular, que el legislador, al fijar limitaciones a estos derechos, deba respetar las mismas nor-
mas establecidas por el régimen preciso de limitaciones contemplado en el CEDH, que se 
aplican por consiguiente a los derechos contemplados por este apartado, sin que ello afecte 
a la autonomía del Derecho de la Unión y del Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

La referencia al CEDH se refiere tanto al Convenio como a sus Protocolos. El sentido 
y el alcance de los derechos garantizados se determinan no sólo por el texto de estos instru-
mentos, sino también por la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y 
por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea. El objetivo de la última frase del apartado 
es permitir a la Unión garantizar una protección más amplia. En cualquier caso, el nivel de 
protección ofrecido por la Carta no puede nunca ser inferior al garantizado por el CEDH.

La Carta se entiende sin perjuicio de la posibilidad de que, al amparo del artículo 15 
del CEDH, los Estados miembros establezcan excepciones a los derechos contemplados en 
el CEDH en caso de guerra o de otros peligros públicos que constituyan una amenaza para 
la nación, al llevar a cabo acciones en el ámbito de la defensa nacional en caso de guerra o 
de mantenimiento del orden público, con arreglo a sus responsabilidades reconocidas por 
el apartado 1 del artículo 4 del Tratado de la Unión Europea y los artículos 72 y 347 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

La lista de derechos que, por ahora y sin descartar la evolución del Derecho, de la 
legislación y de los Tratados, pueden considerarse correspondientes a derechos del CEDH 
con arreglo al presente apartado, se reproduce a continuación. No se reproducen aquellos 
derechos que vienen a añadirse a los del CEDH.

1. Artículos de la Carta cuyo sentido y alcance son los mismos que los de los artículos 
correspondientes del CEDH:

- el artículo 2 corresponde al artículo 2 del CEDH,
- el artículo 4 corresponde al artículo 3 del CEDH,
- los apartados 1 y 2 del artículo 5 corresponden al artículo 4 del CEDH,
- el artículo 6 corresponde al artículo 5 del CEDH,
- el artículo 7 corresponde al artículo 8 del CEDH,
- el apartado 1 del artículo 10 corresponde al artículo 9 del CEDH,
- el artículo 11 corresponde al artículo 10 del CEDH, sin perjuicio de las restriccio-

nes que puede aportar el Derecho de la Unión a la facultad de los Estados miem-
bros de establecer los regímenes de autorización a que se refiere la tercera frase del 
apartado 1 del artículo 10 del CEDH,

- el artículo 17 corresponde al artículo 1 del Protocolo Adicional del CEDH,
- el apartado 1 del artículo 19 corresponde al artículo 4 del Protocolo n.o 4,
- el apartado 2 del artículo 19 corresponde al artículo 3 del CEDH tal como lo inter-

preta el Tribunal Europeo de Derechos Humanos,
- el artículo 48 corresponde a los apartados 2 y 3 del artículo 6 del CEDH,
- los apartados 1 (salvo la última frase) y 2 del artículo 49 corresponden al artículo 

7 del CEDH.
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2. Artículos cuyo sentido es el mismo que el de los artículos correspondientes del 
CEDH, pero cuyo alcance es más amplio:

- el artículo 9 abarca el ámbito del artículo 12 del CEDH, pero su ámbito de apli-
cación puede ampliarse a otras formas de matrimonio siempre que la legislación 
nacional las contemple,

- el apartado 1 del artículo 12 corresponde al artículo 11 del CEDH, si bien su ámbi-
to de aplicación se amplía al nivel de la Unión Europea,

- el apartado 1 del artículo 14 corresponde al artículo 2 del Protocolo Adicional del 
CEDH, si bien su ámbito de aplicación se amplía al acceso a la formación profe-
sional y permanente,

- el apartado 3 del artículo 14 corresponde al artículo 2 del Protocolo del CEDH, por 
lo que se refiere a los derechos de los padres,

- los apartados 2 y 3 del artículo 47 corresponden al apartado 1 del artículo 6 del 
CEDH, si bien la limitación a los contenciosos sobre derechos y obligaciones de 
carácter civil o sobre acusaciones en materia penal no es pertinente respecto del 
Derecho de la Unión y su aplicación,

- el artículo 50 corresponde al artículo 4 del Protocolo n.o 7 del CEDH, si bien su 
alcance se amplía al nivel de la Unión Europea entre los órganos jurisdiccionales 
de los Estados miembros,

- por último, los ciudadanos de la Unión Europea no pueden considerarse extranje-
ros en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión debido a la prohibición de 
cualquier discriminación por razón de nacionalidad. Las limitaciones contempla-
das por el artículo 16 del CEDH en materia de extranjería no les serán por lo tanto 
aplicables en ese contexto.

La norma de interpretación que figura en el apartado 4 se basa en la redacción del apar-
tado 3 del artículo 6 del Tratado de la Unión Europea y toma debidamente en consideración 
el planteamiento de las tradiciones constitucionales comunes seguido por el Tribunal de Jus-
ticia (por ejemplo, sentencia de 13 de diciembre de 1979, asunto 44/79, Hauer, Rec. 1979, p. 
3727, sentencia de 18 de mayo de 1982, asunto 155/79, AM&S, Rec. 1982, p. 1575). Según 
esta norma, en lugar de seguir un planteamiento rígido de “mínimo común denominador”, 
los derechos correspondientes recogidos en la Carta deben interpretarse de forma que ofrez-
can un elevado nivel de protección que resulte apropiado para el Derecho de la Unión y esté 
en armonía con las tradiciones constitucionales comunes.

El apartado 5 aclara la distinción entre “derechos” y “principios” reconocidos en la 
Carta. Según esta distinción, los derechos subjetivos deberán respetarse, mientras que los 
principios deben observarse (apartado 1 del artículo 51). Los principios pueden aplicarse 
mediante actos legislativos o ejecutivos (adoptados por la Unión en función de sus compe-
tencias y por los Estados miembros solamente en aplicación del Derecho de la Unión); por 
consiguiente, son importantes para los tribunales sólo cuando se trata de la interpretación 
o revisión de dichos actos. Sin embargo, no dan lugar a derechos inmediatos de acciones 
positivas de las instituciones de la Unión o de las autoridades de los Estados miembros, lo 
que es coherente tanto con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia (véase en particular la 
jurisprudencia sobre el “principio de cautela” que figura en el apartado 2 del artículo 191 
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea: sentencia del Tribunal de Primera 
Instancia de 11 de septiembre de 2002 en el asunto T-13/99, Pfizer contra Consejo, que con-
tiene numerosas referencias a la jurisprudencia anterior, así como una serie de sentencias 
sobre el artículo 33 (antiguo artículo 39) sobre los principios de la legislación agrícola, por 
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ejemplo, la sentencia del Tribunal de Justicia en el asunto 265/85, Van den Berg, Rec. 1987, 
p. 1155: control del principio de estabilización de mercados y de confianza legítima) como 
con el planteamiento de los sistemas constitucionales de los Estados miembros respecto de 
los “principios”, en particular en el ámbito del Derecho social. A título ilustrativo, ejemplos 
de principios reconocidos por la Carta incluyen, entre otros, los artículos 25, 26 y 37. En 
determinados casos, un artículo de la Carta puede incluir elementos que se derivan de un 
derecho y de un principio, por ejemplo, los artículos 23, 33 y 34.

El apartado 6 remite a los diferentes artículos de la Carta que, en aras de la subsidiarie-
dad, hacen referencia a la legislación y prácticas nacionales.

Explicación relativa al artículo 53 
— Nivel de protección
El objeto de esta disposición es mantener el nivel de protección que ofrecen actual-

mente en sus respectivos ámbitos de aplicación el Derecho de la Unión, el Derecho de los 
Estados miembros y el Derecho Internacional. Se menciona, debido a su importancia, el 
CEDH.

Explicación relativa al artículo 54 
— Prohibición del abuso de derecho
Este artículo corresponde al artículo 17 del CEDH, que reza lo siguiente:
“Ninguna de las disposiciones del presente Convenio podrá ser interpretada en el sen-

tido de que implique para un Estado, grupo o individuo, un derecho cualquiera a dedicarse 
a una actividad o a realizar un acto tendente a la destrucción de los derechos o libertades 
reconocidos en el presente Convenio o a limitaciones más amplias de estos derechos y liber-
tades que las previstas en el mismo.”
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